Informe de la Comisión especial sobre el Tratado de Libre Comercio y Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral, suscritos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá. (boletín Nº 2009-10)


 


"Honorable Cámara:


 


Vuestra Comisión especial de estudio del proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado de Libre Comercio y de los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral suscritos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, en Santiago, el 5 de diciembre de 1996, y en Ottawa, el 6 de febrero de 1997, respectivamente, pasa a informaros sobre esta iniciativa, sometida a la consideración de la honorable Corporación en primer trámite constitucional, con urgencia calificada de "simple".


El mensaje destaca que estos tres cuerpos normativos constituyen un todo indivisible, debido a que el compromiso adquirido con Canadá supone su aprobación en conjunto, como una forma de equilibrar armónicamente los intereses de cada país. Asimismo, señala que ambos Gobiernos convinieron en que entren en vigor a contar del 2 de junio de 1997, como lo disponen los artículos P 03 del Tratado de Libre Comercio y 46 de los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral.


Informaciones recientes dadas por el Embajador de Canadá en Chile, Excmo. señor Marc Lortie, señalan que el Parlamento de Canadá aprobó estos instrumentos el 25 de abril recién pasado.


Por la extensión de este informe, se os proporciona una visión general de su contenido.


En el capítulo I, se os informa de la composición y trabajo de la Comisión y de las audiencias que celebró con personeros de los sectores público y privado.


En seguida, se os reseña lo sustancial de la exposición de motivos que hace S.E. el Presidente de la República en su mensaje respecto del alcance del Tratado de Libre Comercio y de los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral suscritos con Canadá (capítulo II); del contenido normativo de dichos instrumentos internacionales, con indicación de los antecedentes económicos y jurídicos que permiten una mejor comprensión de su alcance (capítulo III), y de las opiniones que los personeros de los sectores público y privado formularon a vuestra Comisión (capítulo IV).


Finalmente, se os informa de las decisiones que adoptó la Comisión al concluir el estudio de esta iniciativa, con lo sustancial de las consultas específicas y planteamientos generales formulados en su seno, previamente a la resolución de aprobar el proyecto de acuerdo sometido a vuestra consideración (capítulo V).


 


I. ANTECEDENTES GENERALES.


 


A. Integración y trabajo de la Comisión.


 


Vuestra Comisión, establecida por acuerdo de la Sala adoptado por en su sesión del día 1 de abril del año en curso, estuvo integrada por los señores Diputados:


-Jaime Estévez Valencia;


-Renán Fuentealba Vildósola;


-Tomás Jocelyn-Holt Letelier;


-Harry Jürgensen Caesar;


-Juan Pablo Letelier Morel;


-Arturo Longton Guerrero;


-Zarko Luksic Sandoval;


-Patricio Melero Abaroa;


-Eugenio Munizaga Rodríguez;


-Jaime Orpis Bouchon;


-Edmundo Salas de la Fuente;


-Jorge Schaulsohn Brodsky, y


-Eugenio Tuma Zedan.


En su sesión constitutiva, presidida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 232 del Reglamento de la honorable Corporación por el honorable Diputado Jaime Estévez Valencia, la Comisión eligió a su presidente, nominación que recayó en el honorable Diputado Jorge Schaulsohn Brodsky.


En la sesión celebrada por la Comisión el día 6 de mayo en curso, el honorable Diputado Felipe Valenzuela Herrera reemplazó al honorable Diputado Jaime Estévez Valencia.


Además de sus integrantes, asistieron a sus sesiones los honorable Diputados señores Sergio Correa de la Cerda, Carlos Dupré Silva, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jorge Pizarro Soto.


Participaron en los trabajos de la Comisión las personas siguientes:


 


B. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


 


1. Del sector público.


-Los Ministros de Relaciones Exteriores; de Hacienda; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Agricultura, y del Trabajo y Previsión Social, señores José Miguel Insulza Salinas; Eduardo Aninat Ureta; Álvaro García Hurtado; Carlos Mladinic Alonso, y Jorge Arrate Mac Niven, respectivamente.


-La Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (Conama), señora Vivianne Blanlot Souza.


-Del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director General de Relaciones Económicas Internacionales, Embajador Juan Gabriel Valdés Soublette, y el Director Asia-Pacífico, Embajador José Tomás Letelier.


-El Gerente de la División Internacional del Banco Central, señor Guillermo Le Fort.


-La Secretaria Técnica de la Comisión de Distorsiones de Precios del Banco Central de Chile, señora Gloria Peña Tapia.


-Los asesores del equipo negociador señoras Catalina Bau, Liselotte Kana y María Eugenia Wagner y señores Jaime Irarrázabal; Andrés Jana; Jorge Kaufmann; Ricardo A. Lagos; Carlos Piña; Francisco Prieto; Sergio Ramos; Leonel Sierralta y Jaime Undurraga.


-El asesor del Ministro de Hacienda, señor Andreas Bauer Stampfli, y los asesores del Ministro de Agricultura señores Juan Carlos Collarte y Cristián Palma.


-El Jefe de Gabinete del Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Guillermo Campero.


-El Jefe de Gabinete del Director General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Patricio Balmaceda, y


-El Jefe del Departamento de Comercio Exterior del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Roberto Paiva Reinero.


 


2. Del sector privado.


-El Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Walter Riesco Salvo.


-El Gerente de Relaciones Internacionales y Comercio Exterior de la Cámara Nacional de Comercio de Chile, señor Christián Novión, y el Gerente de la Asociación Nacional de Importadores, señor José Antonio Oyarzún.


-El Director de la Sociedad Nacional de Minería (Sonami), señor Juan Carlos Urquidi.


-El Gerente General de la Cámara Chilena de la Construcción A.G., señor Blas Bellolio Rodríguez.


-El Secretario General de la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa), señor Andrés Concha.


-El Gerente del Área de Comercio Exterior de la Sofofa, señor Hugo Baierlein.


-El Subgerente de Comercio Exterior de la Sofofa, señor Pedro Reuss.


-El Relacionador Público de la Sofofa, señor Juan Videla.


-El Presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura (Sna), señor Ricardo Ariztía de Castro.


-El Secretario General de la SNA, señor Raúl García Astaburuaga; su Gerente Técnico, señor Gustavo Rojas Le-Bert, y el Jefe del Departamento de Estudio, señor Williams Díaz.


-El Director del Programa Económico del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Tomás Flores Jaña.


-El Director del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Pablo Kangiser.


-El Director del Instituto Libertad, señor Pedro Daza Valenzuela.


-El Vicepresidente de la Corporación Chilena de la Madera (Corma), señor Juan Eduardo Correa Bulnes.


-El. Presidente del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile (Mucech), señor Santiago Carvajal Alvarado.


-El Director del Mucech, Encargado de la Capacitación, señor Pedro Minay.


-El Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores (Cut), señor Roberto Alarcón.


-El Consejero Nacional de la CUT, señor Luis Bunney Tunnaca.


-El Gerente de Estudios de la Asociación de Exportadores de Productos Manufacturados No Tradicionales (Asexma), señor Marcelo Ábrigo.


-La Jefa de Negociaciones Internacionales de Asexma, señora Claudia Zúñiga.


-El Presidente de la Asociación de Productores Avícolas (APA), señor Juan Miguel Ovalle Garcés.


-La Presidenta de la Red Nacional de Acción Ecológica (Renace), señora Sara Larraín Ruiz-Tagle.


-El Presidente de la Cámara Nacional de Comercio de Automóviles de Chile (Cavem), señor Omar Oyarce Caviedes.


-El Vicepresidente de Cavem, señor Alberto Lanas Bunster.


-El Director Secretario de Cavem, señor Carlos Tumay Perlwitz.


-El Director Tesorero de Cavem, señor Raúl Del Oro Crespo.


-El Gerente General de Cavem, señor Augusto Contreras.


-El Presidente de la Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G. (Anac), señor Iván Silva Carmona.


-El Gerente General de Anac, señor Jesús Martin.


-El asesor del Centro de Estudios Públicos (CEP), señor Ricardo Katz.


-El Gerente General de Agroinversiones S.A., señor Juan Koyakovic.


-El Gerente General de Malterías Unidas S.A., señor Guillermo Parr.


-El Gerente General de la Compañía Minera Quebrada Blanca S.A., señor James S. Drake.


-El Gerente General de la Compañía Minera Carmen de Andacollo, señor David Brace.


-El Gerente General de Falconbridge Chile S.A., señor Enrique Lithgow.


-El Abogado de Placer Dome Latin America Ltd., señor Ignacio Quiñones Sotomayor.


 


 


II. LO SUSTANCIAL DEL MENSAJE ACERCA DEL ALCANCE DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO Y DE LOS ACUERDOS DE COOPERACIÓN AMBIENTAL Y LABORAL.


 


A. Consideraciones generales.


 


Entre diversas consideraciones generales sobre la importancia de estos instrumentos, el mensaje os señala que ellos constituyen un importante factor para la expansión del intercambio comercial, de las inversiones extranjeras y de los servicios transfronterizos con Canadá, mediante el establecimiento de una zona de libre comercio entre ambos países, y ratifican el compromiso de las Partes de contar con legislaciones en materia laboral y medioambiental compatibles con un desarrollo sustentable, manteniendo Chile su autonomía para determinar los estándares por exigir en nuestro ordenamiento jurídico.


Sostiene que, mediante la celebración de tratados de este tipo, el Gobierno desea superar las limitaciones del intercambio y de la interrelación entre los países, impuestas unilateralmente por los Gobiernos con el fin de proteger algunos sectores en particular; constituyéndose en restricciones importantes del desarrollo de países como Chile, que han optado por un modelo de economía abierta, pero que encuentran trabas al ingreso de sus exportaciones de bienes y servicios a otros mercados y enfrentan inseguridades en las reglas del juego en los mercados externos que disminuyen la rentabilidad de invertir en ellos. 


Un aspecto esencial, según el mensaje, es que en estos tratados se clarifica y resta discrecionalidad a la institucionalidad para el intercambio. En la ausencia de estos tratados, esa institucionalidad queda frecuentemente determinada por los actos y decisiones de las economías de mayor tamaño, por lo que su celebración sólo representa beneficios para países como Chile, que pueden por su intermedio clarificar las reglas del juego y reducir la discrecionalidad de sus socios comerciales.


 


B. Principales consideraciones del mensaje sobre el alcanCe del Tratado de Libre Comercio.


 


Específicamente, este instrumento se enmarca, según lo señala el mensaje, en una política de internacionalización con el resto de los países de América, respondiendo al propósito de negociar con una economía, como la canadiense, que puede enfrentar la supresión de barreras comerciales, y afirma que este tratado bilateral, no obstante el valor jurídico y económico que por sí mismo tiene, puede ser fácilmente integrable a futuras negociaciones con otros países de la región.


Él permite a nuestro país integrarse con la economía canadiense, una de las de mayor grado de desarrollo económico de América y del Grupo de los 7, que tiene un ingreso per cápita de cerca de US$ 20.000 anuales y registra importaciones anuales que alcanzan a los US$ 155 mil millones, aproximadamente. Hace notar que, precisamente, las exportaciones chilenas a esa economía se han incrementado en más del 70% en los últimos seis años, lo que indica, a juicio del mensaje, la existencia de un importante mercado emergente.


Al final de este informe, se agregan cuadros estadísticos sobre la estructura del comercio con Canadá, en 1995 (anexo 1), y acerca de la inversión de Canadá en Chile, conforme al decreto ley Nº 600, de 1974, materializada entre los años 1974 y 1996 (anexo 2).


Anota que en su negociación se usó como base el texto del Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte (Nafta, en su sigla inglesa), el que fue objeto de importantes modificaciones con el fin de mejorarlo y adaptarlo a la realidad de la relación Chile-Canadá. Así, se permite que cada Parte mantenga su identidad en aquellos puntos que se consideran esenciales, como ocurrirá con nuestro país a propósito de las bandas de precio o de las facultades del Banco Central para aplicar medidas cambiarias con objeto de mantener la estabilidad de la moneda (artículos C-17 y G-09, en relación con anexo G-09.1, respectivamente).


Al comentario del mensaje se os agrega la cita, entre paréntesis, de las correspondientes disposiciones del Tratado, sin perjuicio de reseñaros su contenido más adelante.


Precisa, por otra parte, que este Acuerdo profundiza el grado de apertura alcanzado por el Nafta. Tal es el caso de las reglas de origen de un grupo importante de productos y el compromiso de no imponer derechos "antidumping" entre Chile y Canadá, a fin de evitar que sean utilizados con fines proteccionistas (capítulo D, complementado por los anexos D-1; �D-02.10, D-03.1, y D-03.2, y capítulo M).


Luego, indica que a partir del año 2003 ambos países se comprometen a no imponer subsidios a las exportaciones agrícolas en el comercio bilateral (artículo C-14), lo que supera, según el mensaje, el compromiso de Canadá frente a la OMC.


Alternativamente, se mantiene la posibilidad de utilizar los derechos compensatorios (reacción a las subvenciones) y las salvaguardias (medidas de ajuste temporal).


Agrega que este Tratado marca un hito por su nivel de profundidad y por la amplitud de temas que abarca. No sólo se profundiza en materia de reducción arancelaria, sino que también se agregan nuevos compromisos que reducen importantes barreras no arancelarias, se incluye un trato no discriminatorio a la exportación de los servicios y una adecuada protección a la inversión extranjera tanto en Chile como de chilenos en el exterior (sección II de capítulo C y capítulos H y G, respectivamente.)


Entre otros efectos importantes del Acuerdo, el mensaje destaca los siguientes.


Elimina, en forma inmediata, más del 80% de los aranceles que afectan al comercio bilateral y la mayoría de las partidas del Arancel Aduanero. En esta materia, el mensaje señala que se convino una desgravación arancelaria sobre el comercio de bienes, que contempla la liberalización del comercio en un plazo no superior a seis años, con la excepción de algunos productos sensibles, a los que sólo para efectos de ingresar a Chile se les aplica un calendario de desgravación similar al acordado con el Mercosur, con plazos sustancialmente superiores a los seis años, y que finalizan a más tardar el año 2014 (artículo C-02, anexo C-02.2 y Listas de Desgravación Arancelaria de Chile y de Canadá).


El mensaje precisa que más del 92% de las exportaciones chilenas destinadas a Canadá se verán favorecidas por el libre acceso arancelario, en forma inmediata, una vez que entre en vigencia el Tratado. Los restantes productos lograrán estar exentos de arancel entre dos y seis años.


También destaca que, del total exportado a Canadá, cerca del 64% corresponde a bienes agrícolas y el resto a bienes industriales; y que el 91% de estos productos podrá ingresar sin pago de arancel.


En cambio, Chile desgravó en forma inmediata cerca del 70% de las importaciones actuales provenientes de Canadá a nuestro país. Entre estos productos, la mayor parte la constituyen insumos y maquinaria para la industria y el sector agrícola chileno. El resto de los productos canadienses que ingresen al país se desgravarán en un período de tiempo de entre dos y dieciocho años. Entre éstos, se encuentran sectores de alta sensibilidad, a los que se les aplicará la misma desgravación acordada con Mercosur.


Chile establece largos plazos de desgravación para algunos productos agrícolas, mantiene las bandas de precios, se reserva el derecho a exigir la nacionalidad para ejercer como abogado en nuestro país y en materia de cabotaje, éste queda reservado a empresas chilenas, y aspectos estratégicos, como la seguridad nacional, quedan excluidos (artículo C-17 y anexo C-17.1; reservas de Chile a artículo H-02 y capítulo O, artículo O-02).


En beneficio de las exportaciones de la otra Parte se establece el principio del trato nacional. Chile exceptúa de esta obligación la legislación que prohíbe la importación de vehículos usados, y Canadá mantiene controles sobre las exportaciones de troncos de todas las especies y sobre la exportación de pescado no procesado (artículo C-01 y anexo C-01.3).


Nuestro país se reserva el derecho a mantener el actual estatuto automotor; los sistemas de "drawback"; el pago diferido de aranceles para los bienes de capital y las bandas de precios (artículos C-3.4 y C-17, en relación con leyes Nºs. 18.708, 18.634 y 18.525, respectivamente).


Finalmente, el mensaje destaca, como aspecto esencial, que para países como Chile, que tienen una clara vocación por participar de manera transparente en la economía internacional, estos tratados sólo representan beneficios, ya que clarifican y restan discrecionalidad a la institucionalidad para el intercambio bilateral, determinada, en su ausencia, por los actos y decisiones de las economías de mayor tamaño.


 


C. Principales consideraciones del mensaje sobre el AcuerDo de Cooperación Ambiental.


 


Destaca el mensaje que este tratado respeta la autonomía de las Partes, al no consignar ninguna imposición unilateral de Una respecto de la Otra, así como tampoco obliga a armonizar estándares medioambientales entre ambos países (artículos 3, 37 y 38).


Señala que la única obligación contraída es la de respetar las propias leyes y que no se establece vínculo entre las barreras comerciales y el tratado medioambiental. Chile obtuvo una moratoria de dos años en la aplicación de aquella parte de su legislación ambiental que concuerda con la definición del Acuerdo. En este período, el país podrá revisarla con objeto de aclararla y modificarla en lo que crea pertinente (artículos 1 (e), 5.1. y anexo 44.2).


Los objetivos principales de este tratado son:


1) Alentar la protección del medio ambiente;


2) Promover el desarrollo sustentable a partir de la cooperación y el apoyo mutuo en políticas ambientales y económicas;


3) Mejorar la observancia y aplicación de las normas ambientales;


4) Promover la transparencia y participación de la ciudadanía en este ámbito (artículo 1).


 


D. Principales consideraciones del mensaje sobre el Acuerdo de Cooperación Laboral.


 


Para Chile, este tratado resulta positivo, a juicio del mensaje, porque los principios laborales que recoge son congruentes con los principios y políticas laborales del Gobierno y de los actores sociales chilenos (artículo 1 y anexo 1).


Su normativa se caracteriza por promover la cooperación entre las Partes, privilegiar el cumplimiento de las leyes laborales propias, no imponer leyes comunes ni su homologación, no penalización de particulares por eventuales incumplimientos, como tampoco imposición de sanciones comerciales (artículos 1 (c) y (d), 11 y 18).


Sus metas son fomentar el mejoramiento de las condiciones de trabajo y de vida de los trabajadores y proteger, aumentar y asegurar sus derechos básicos (artículo 1). Con miras a lograr estos propósitos, las Partes se comprometen a garantizar la aplicación de sus leyes laborales nacionales, particularmente los principios laborales básicos en las relaciones industriales y las normas de empleo, de seguridad y salud ocupacional (artículo 2).


 


III. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LOS INSTRUMENTOS EN TRAMITACIÓN.


 


A. Reseña general.


 


Estos instrumentos son, en conjunto, muy voluminosos. Su texto asciende, aproximadamente, a mil páginas. Por ello, se estima útil daros una visión general de su estructura.


El Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá, consta de cinco partes, dieciséis capítulos y 181 artículos.


La primera parte, referida a "Aspectos Generales", se ocupa de los "Objetivos" (capítulo A), y de las "Definiciones Generales" (capítulo B).


La segunda parte, relativa al "Comercio de Bienes", regula el "Trato nacional y acceso de bienes al mercado" (capítulo C); las "Reglas de origen" (capítulo D); los "Procedimientos aduaneros" (capítulo E), y las "Medidas de emergencia" (capítulo F).


La tercera parte, sobre "Inversión, servicios y asuntos relacionados", contiene normas sobre "Inversión" (capítulo G); "Comercio transfronterizo de servicios" (capítulo H); "Telecomunicaciones" (capítulo I); "Política en materia de competencia, monopolios y empresas del Estado" (capítulo J), y "Entrada temporal de personas de negocios" (capítulo K).


La cuarta parte, trata de las "Disposiciones Administrativas Institucionales" siguientes: "Publicación, notificación y administración de leyes" (capítulo L); "Derechos antidumping y compensatorios" (capítulo M); "Disposiciones institucionales y procedimientos para la solución de controversias" (capítulo N); y


La quinta parte, relativa a "Otras disposiciones", contempla normas acerca de "Excepciones" (capítulo O) y las "Disposiciones finales" (capítulo P).


Complementan el articulado del Tratado diversos anexos y notas, de un extenso contenido altamente técnico, que para los fines de este informe no se estima necesario comentar detalladamente, sin perjuicio de hacerlo con aquellos que precisan el alcance de las normas fundamentales del Tratado. En especial, cabe destacar los anexos I y II, que contienen las reservas en relación con medidas existentes y futuras que sean disconformes con los compromisos de liberalización de los capítulos G y H, y el anexo III, que contempla las excepciones en que las Partes no conferirán al inversionista de la otra Parte el tratamiento de la nación más favorecida, previsto como regla general en el artículo G-03.


Los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral celebrados entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá tienen una misma estructura. Constan de 50 artículos, agrupados en siete partes, que se refieren a las materias siguientes: objetivos (primera); obligaciones (segunda); mecanismos institucionales (tercera); consultas para la cooperación y evaluaciones (cuarta); solución de controversias (quinta); disposiciones generales (sexta) y disposiciones finales (séptima).


Mediante indicación de S.E. el Presidente de la República, se han agregado las notas Nºs. 1.880, 2.250, y EA 32, intercambiadas entre el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y la Embajada de Canadá en nuestro país, de fechas 24 de marzo, 9 y 10 de abril, de 1997, respectivamente, mediante las cuales se corrigen, conforme al procedimiento previsto en el artículo 79 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, diversos errores formales en el texto del articulado, capítulos, notas y anexos del Tratado de Libre Comercio.


 


B. Reseña del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá.


 


Los 181 artículos de este instrumento internacional, agrupados en partes y capítulos, regulan las materias fundamentales siguientes.


 


1. Objetivos del Tratado (Primera parte: capítulo A, artículos A-01 a A-05).


El objetivo fundamental es establecer una zona de libre comercio, de conformidad con las normas pertinentes del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 (GATT-1994) y el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (GATS), ambos partes integrantes del Acuerdo de Marrakech, constitutivo de la Organización Mundial del Comercio (OMC). Estos Acuerdos, de los cuales nuestro país es parte, rigen como ley de la República en virtud de su ratificación, promulgación y publicación, según lo dispuesto por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 16, de 1995, publicado en el Diario Oficial el 17 de mayo del mismo año.


Los objetivos de este Tratado, desarrollados de manera más específica a través de sus principios y reglas, incluidos los de trato nacional, trato de nación más favorecida y transparencia, son los siguientes.


a) Eliminar obstáculos al comercio y facilitar la circulación transfronteriza de bienes y de servicios entre los territorios de las Partes.


b) Promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio.


c) Aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión en los territorios de las Partes.


d) Crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento de este Tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias, y


e) Establecer lineamientos para la ulterior cooperación bilateral, regional y multilateral encaminada a ampliar y mejorar los beneficios de este Tratado.


 


2. Principales compromisos en favor del comercio de bienes (Segunda parte: capítulos C, D, E y F; artículos C-00 a F-05).


Éstos se refieren al comercio de bienes de las Partes, incluidos los automóviles y los bienes textiles y del vestido, entendiéndose por tales bienes los productos de Chile o Canadá que cumplan los requisitos de origen establecidos en el capítulo D.


En beneficio de la liberalización del comercio bilateral, los Gobiernos contraen los compromisos principales siguientes.


 


 


a) El de otorgar el trato nacional al bien del otro país (artículo C-01 y anexo C-01.3).


El tratamiento nacional a los bienes del otro país se otorgará de conformidad con las disposiciones del artículo III del GATT 1994, el que para estos efectos se entiende que pasa a formar parte del Tratado.


Canadá excluye de este tratamiento, principalmente, los controles que aplica a la exportación de troncos de todas las especies y de pescado no procesado. En tanto, Chile, se reserva el derecho a mantener las prohibiciones a la importación de vehículos usados que establece la ley Nº 18.483 ("Estatuto Automotor"), las que se describen en sesenta y dos clasificaciones arancelarias que se señalan expresamente ( anexo C-01.3).


b) El de eliminar progresivamente los aranceles aduaneros que gravan el ingreso al mercado nacional de bienes del otro país (artículo C-2 y anexo C-02.2).


En segundo término, convienen en que ninguna Parte podrá aumentar ningún arancel existente o adoptar uno nuevo para un bien de la otra Parte, así como en la eliminación progresiva de aranceles para determinados bienes, en concordancia con la Lista de Desgravación Arancelaria que cada país anexa al Tratado.


Adicionalmente, se comprometen a realizar consultas con el fin de acelerar la eliminación de aranceles aduaneros. El acuerdo a que lleguen, aprobado por las Partes en conformidad con sus respectivos procedimientos legales, prevalecerá sobre los aranceles aduaneros existentes o el período de desgravación señalado en las Listas para el bien respectivo.


Por otra parte, se deja establecido que las Partes podrán adoptar medidas sobre las importaciones con el fin de asignar el cupo de importaciones realizadas según el arancel cuota establecido en el anexo C-02.2, siempre y cuando tales medidas no tengan efectos comerciales restrictivos sobre las importaciones adicionales a los derivados de la imposición del arancel cuota. Para revisar la administración de estas medidas, se contempla el mecanismo de consultas.


b.1) Los principios orientadores de la desgravación arancelaria y su alcance.


El mensaje os indica que, en materia de desgravación arancelaria, la negociación se basó en los siguientes principios. En primer lugar, que el objetivo es crear una área de libre comercio lo antes posible, maximizando el número de productos que se desgravan de inmediato. En segundo lugar, se negociaron plazos más largos de desgravación para productos o grupos de productos sensibles. Por último, y consistentemente con lo anterior, la negociación no se planteó en términos recíprocos, para evitar que un producto cuyo calendario de desgravación fuese más largo, por considerarse sensible en una Parte, no quedase en desgravación inmediata en la otra Parte sólo por efecto de reciprocidad.


De este modo, se convino una desgravación arancelaria sobre el comercio de bienes, que contempla la liberalización del comercio en un plazo no superior a seis años, con la excepción de algunos productos sensibles a los que sólo para efectos de ingresar a Chile se les aplica un calendario de desgravación similar al acordado con el Mercosur, con plazos sustancialmente superiores a los seis años, y que finalizan a más tardar el año 2014.


Así es como el 92% del monto exportado por Chile a Canadá, en 1995, se verá favorecido por el libre acceso arancelario, en forma inmediata, una vez que entre en vigencia este Tratado. El resto de los productos lograrán quedar exentos de arancel para ingresar a Canadá en plazos entre dos y seis años.


En cuanto a la entrada de bienes canadienses a nuestro país, la mayor parte de los productos que Chile libera en forma inmediata constituyen insumos y maquinaria para la industria y el sector agrícola. Nuestro país desgravará en forma inmediata cerca del 76% del monto importado en 1995 desde Canadá. El resto de los productos se desgravarán en un período que va de los dos a los diecisiete años. Cerca del 81% de estas importaciones son productos industriales; los restantes son productos agrícolas.


b.2) La lista de desgravación arancelaria de Chile.


La Lista de nuestro país empieza por disponer, como regla general, el tratamiento libre de arancel para los bienes originarios de Canadá desde la fecha en que entre en vigencia este Tratado, salvo lo que se establezca en las categorías de desgravación arancelaria que comprende la Lista, en todas las cuales la desgravación progresiva de bienes canadienses empieza en la fecha señalada, según un calendario que fija las etapas y porcentajes de desgravación para cada una de ellas.


Antecedentes proporcionados por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (Direcon), distinguen tres etapas en el programa de desgravación de Chile. 


En forma inmediata a la vigencia del Tratado, queda con cero arancel el 74% de los productos originarios de Canadá que ingresan al país (lista A), comprendidos los siguientes.


Del sector agropecuario y agroindustrial: la mayor parte de las hortalizas, frutas frescas, semillas, centeno, avena, cebada, malta, jugos de frutas, salsas, cerveza, vinos y licores, tortas oleaginosas, trigo duro (o candeal) desde el 15 de abril al 15 de noviembre, cuotas para carnes de bovinos y porcinos, y aceites de canola.


Todo el sector pesca, la mayor parte del sector minero y una cuota para el cloruro de potasio, la mayor parte de los sectores químico y forestal, materias primas textiles: seda, lana, pelo, algodón, lino, cáñamo, yute, la mayor parte de la industria básica del hierro y del acero y del sector metalmecánico, todo el sector automotor y la mayor parte del sector de manufacturas diversas.


A mediano plazo, entre dos y siete años, el 24% de los productos canadienses queda liberado de arancel; esto es, a partir del 1 de enero de 1999 o el 1 de enero de 2004, según los casos (Listas A*, A+, AB, E, B+, B, B-, F y BC), y


A largo plazo, entre diez y diecisiete años, el 2% de los productos canadienses queda liberado de arancel, a partir del 1º de enero de 2006 o el 1 de enero de 2014, según los casos (Listas C*, C, C-, C-15, C-16 y C-18).


En este tratamiento a largo plazo, se contemplan productos sensibles para Chile, como el trigo harinero y la harina de trigo, que se liberan de arancel a diecisiete años; el azúcar, a dieciséis años; las carnes rojas, a quince años, y la carne de cerdo, aceites, arvejas, maíz y derivados, embutidos de bovino, entre otros, a diez años.


Un caso especial lo presenta para Chile su lista de exclusiones (Lista "Y"), que incluye a productos lácteos, avícolas y huevos, que Canadá libera a Chile en forma inmediata a cero arancel para una cuota global y sobre esta cuota mantiene sus aranceles superiores al 100%. Como contrapartida, nuestro país no da cuota alguna y los excluye de la desgravación.


El contenido y el calendario de desgravación para los productos originarios de Canadá que no se liberan de arancel en forma inmediata, según las diversas categorías que contempla la Lista de Chile, en términos generales, es el siguiente.


-Lista A+: incluye, entre otros bienes, los extractos, esencias y concentrados de café, té o yerba mate; los aceites blancos, aislantes para uso eléctrico; ciertos productos del petróleo, de curtiembre; látex; papeles de seguridad, y ciertos productos de hierro y de aluminio. En esta lista, los aranceles se eliminan en tres etapas, en las que los respectivos porcentajes de desgravación, a partir de las fechas que en cada caso se indican, son los siguientes: entrada en vigencia del Tratado: 7,0%; 1 de enero de 1998: 3,5%, y 1 de enero de 1999: 0,0%.


-Lista A*: incluye el clorato de sodio y ciertos productos textiles hilados y tejidos de lana y pelo. En esta lista, los aranceles se eliminan en tres etapas, en las que los respectivos porcentajes de desgravación, a partir de las fechas que en cada caso se indican, son los siguientes: entrada en vigencia del Tratado: 8,0%; 1 de enero de 1998: 4%, y 1 de enero de 1999: 0,0%.


-Lista AB: los bienes de esta categoría, papeles de prensa, para escribir y de seguridad y algunos cartones quedan libres de arancel a partir del 1 de enero del año 2000, según el calendario de eliminación siguiente: entrada en vigencia: 8,0%; 1 de enero de 1998: 8,0%; 1 de enero de 1999: 4,0%, y 1 de enero de 2000: 0,0%.


-Lista E: en esta categoría se incluyen, entre otros, el algodón y productos hilados derivados; filamentos sintéticos o artificiales; fibras sintéticas o artificiales discontinuas; alfombras y demás revestimientos para el suelo de material sintético y tejidos de punto, para los cuales los aranceles se eliminan en 5 etapas, según el calendario siguiente: entrada en vigencia: 5,5%; 1 de enero de 1998: 5,0%;1 de enero de 1999: 4,0%; 1 de enero de 2000: 3,0%, y 1 de enero de 2001: 0,0%.


-Lista B-: en esta categoría, que comprende las espinacas, mezclas de espinacas y legumbres; cebollas conservadas provisionalmente, vidrios sin armar y la hulla bituminosa térmica, la desgravación arancelaria se producirá en 6 etapas, quedando los bienes libres de arancel a partir del 1 de enero del año 2002, según el calendario siguiente: entrada en vigencia: 5,5%; 1 de enero de 1998: 4,4%; 1 de enero de 1999: 3,3%, 1 de enero de 2000: 2,2%; 1 de enero de 2001: 1,1%, y 1 de enero de 2002: 0,0%.


-Lista B: en esta categoría, que comprende a los asnos, mulos y burdéganos vivos; la carne de caprino; hígados de porcino congelado y otras especies porcinas; hortalizas de vaina; aceitunas; trigo duro (o candeal) desde el 16 de noviembre al 14 de abril, harina de arroz, centeno, granos de avena, maíz y cebada; cacahuetes; jamones y trozos de jamón de cerdo; artículos de confitería sin cacao; pastas alimenticias (tallarines, ñoquis, ravioles), cigarros puros, tabaco y sucedáneos del tabaco; muebles, mobiliario médico, quirúrgico, artículos de cámara, aparatos eléctricos, cloruro de potasio fuera de la cuota, petróleo crudo y algunas manufacturas de hierro, la desgravación se producirá en seis etapas, quedando los bienes libres de arancel a partir del 1 de enero de 2002, según el siguiente calendario: entrada en vigencia: 8,0%; 1 de enero de 1998: 6,5%; 1 de enero de 1999: 5,0%; 1 de enero de 2000: 3,5%; 1 de enero de 2001: 2,0%, y 1 de enero de 2002: 0,0%.


-Lista B+: en esta categoría, que comprende, entre otros, el arroz, grasas y aceites, animales o vegetales, margarinas, chocolates, pan crujiente, de especias y tostado; plásticos y manufacturas; prendas y complementos de vestir, de punto, los aranceles se eliminan en 6 etapas, quedando los bienes libres de arancel a partir del 1 de enero de 2002, según el siguiente calendario: entrada en vigencia: 8,0%; 1 de enero de 1998: 8,0%; 1 de enero de 1999: 6,0%; 1 de enero de 2000: 4,0%; 1 de enero de 2001: 2,0%, y 1 de enero de 2002: 0,0%.


-Lista F: que incluye los calzados, polainas y artículos análogos, la eliminación arancelaria se producirá en siete años, quedando los bienes libres de arancel a partir del 1 de enero de 2003, según el calendario siguiente: entrada en vigencia: 10,0%; 1 de enero de 1998: 9,0%; 1 de enero de 1999: 7,0%; 1 de enero de 2000: 5,0%; 1 de enero de 2001: 4,0%; 1 de enero de 2002: 2,0%, y 1 de enero de 2003: 0,0%.


-Lista BC: en la que se incluyen semillas de girasol, nabo o de colza, cártago, incluso quebrantadas, la desgravación se hará en 8 etapas, quedando los bienes libres de arancel a partir del 1 de enero de 2004, según el calendario siguiente: entrada en vigencia: 6,0%; 1 de enero de 1998: 5,0%; 1 de enero de 1999: 4,0%; 1 de enero de 2000: 3,5%; 1 de enero de 2001: 2,5%; 1 de enero de 2002: 2,0%; 1 de enero de 2003: 1,0%, y 1 de enero de 2004: 0,0%.


-Lista C-: en esta categoría, que incluye aceite de nabina; polvos para fabricación de budines, cremas, gelatinas, excepto las que contengan 50% de un lácteo o preparaciones a base de huevos; gasolina, kerosene, fuel oil, aceites y grasas lubricantes, carnes de porcinos fuera de la cuota y maíz, la eliminación arancelaria se producirá en 11 etapas, quedando los bienes libres de arancel a partir del 1 de enero de 2007, según el calendario siguiente: entrada en vigencia: 8,0%; 1 de enero de 1998: 8,0%; 1 de enero de 1999: 8,0%; 1 de enero de 2000: 7,0%; 1 de enero de 2001: 6,0%; 1 de enero de 2002: 5,0%; 1 de enero de 2003: 4,0%; 1 de enero de 2004: 3,0%; 1 de enero de 2005: 2,0%; 1 de enero de 2006: 1,0%, y 1 de enero de 2007: 0,0%.


-Lista C: en esta categoría, que incluye grasas y aceites animales o vegetales y grasas alimenticias elaboradas; ceras de origen animal o vegetal; aceites de soya, de cacahuete, de oliva, de palma, de girasol, de coco y de nabo, papas, arvejas y almidón de maíz, se eliminan los aranceles en 11 etapas, quedando los bienes libres de arancel a partir del 1 de enero de 2007, según el calendario siguiente: entrada en vigencia: 10,0%; 1 de enero de 1998: 9,0%; 1 de enero de 1999: 8,0%; 1 de enero de 2000: 7,0%; 1 de enero de 2001: 6,0%; 1 de enero de 2002: 5,0%; 1 de enero de 2003: 4,0%; 1 de enero de 2004: 3,0%; 1 de enero de 2005: 2,0%; 1 de enero de 2006: 1,0%, y 1 de enero de 2007: 0,0%.


-Lista C*: en esta categoría, que incluye azúcares de lactosa, glucosa y fructuosa, maltosa, químicamente puras, en estado sólido; jarabe de azúcar sin adición de aromatizantes o colorante, y sucedáneos de la miel, la eliminación arancelaria se dispone en 11 etapas, quedando los bienes libres de arancel a partir a del 1 de enero de 2007, según el calendario siguiente: entrada en vigencia: 11,0%; 1 de enero de 1998: 11,0%; 1 de enero de 1999: 11,0%; 1 de enero de 2000: 11,0%; 1 de enero de 2001: 10,0%; 1 de enero de 2002: 10,0%; 1 de enero de 2003: 8,0%; 1 de enero de 2004: 6,0%; 1 de enero de 2005: 4,0%; 1 de enero de 2006: 2,0%, y 1 de enero de 2007: 0,0%.


-Lista C-15: en esta categoría, que incluye la carne de animales de la especie bovina fuera de la cuota, fresca o refrigerada, los aranceles se eliminan en 16 etapas, quedando liberados a partir del 1 de enero de 2012, según el calendario siguiente: de la entrada en vigencia y hasta el 1 de enero de 2006: 11,0%; después, el 1 de enero de 2007: 10,0%: 1 de enero de 2008: 8,0%; 1 de enero de 2009: 6,0%; 1 de enero de 2010: 4,0%; 1 de enero de 2011: 2,0%, y 1 de enero de 2012: 0,0%.


-Lista C-16: en esta categoría, que incluye el azúcar de caña y de remolacha, los aranceles se eliminan en 17 etapas anuales, quedando los bienes liberados a partir del 1 de enero de 2013, según el calendario siguiente: desde la entrada en vigencia y hasta el 1 de enero de 2007: 11,0%; después: 1 de enero de 2008: 10,0%; 1 de enero de 2009: 8,0%; 1 de enero de 2010: 6,0%; 1 de enero de 2011: 4,0%; 1 de enero de 2012: 2,0%, y 1 de enero de 2017: 0,0%.


-Lista C-18: trigo harinero y harina de trigo, incluida en esta lista, quedarán libres de arancel a partir del 1 de enero de 2014. Antes del 1 de enero de 2004, se revisará la trayectoria que tendrá el arancel aduanero.


-Lista Y: excluye de la eliminación arancelaria a la leche, productos lácteos (mantequilla, quesos), huevos de ave, comestibles de origen animal y los embutidos de carne de gallo, gallina o pavo.


Las cuotas anuales otorgadas por Chile, con un 0% de arancel, son las siguientes: 


Carnes de bovinos: 4.000 toneladas para 1998; 6.000 toneladas para 1999; 8.000 para el 2000, y 10.000 toneladas anuales a partir del 2001.


Carne de porcinos: 3.000 toneladas para 1997 y 4.000 toneladas a partir de 1998.


Aceite de canola: 3.000 toneladas para 1997 y 5.000 toneladas a partir de 1998.


Cloruro de potasio: 34.000 toneladas a partir de 1997.


Si la entrada en vigencia del Tratado corresponde a una fecha posterior al 1 de enero de 1997 y anterior al 31 de diciembre del mismo año, las cuotas cuantitativas serán prorrateadas en base proporcional para el resto del año calendario (anexo C-02.2).


b.3) La lista de desgravación arancelaria de Canadá.


Del mismo modo que la Lista de nuestro país, la Lista de Canadá empieza por disponer, como regla general, el tratamiento libre de arancel para los bienes originarios de Chile desde la fecha en que entre en vigencia este Tratado, con las excepciones que se establecen en las categorías de desgravación arancelaria que comprende la Lista.


Antecedentes también proporcionados por Direcon distinguen en el programa de desgravación de Canadá dos etapas.


En forma inmediata a la vigencia del Tratado, queda con cero arancel el 91% de los productos originarios de Chile que ingresan a Canadá (categoría A), comprendidos los siguientes:


Del sector agropecuario y agroindustrial: productos lácteos, avícolas y huevos, dentro de la cuota global, cebollas y frutillas dentro de la cuota, animales vivos (excepto avícolas), carnes (excepto avícolas), semillas de oleaginosas y aceites, azúcar, los principales vinos, tabaco y manufacturas.


Todos los sectores pesquero, minero, forestal, metalmecánico, automotor y de manufacturas diversas; la mayor parte del sector químico; materias primas textiles: seda, lana, pelo, algodón, lino, cáñamo, yute y toda la industria básica del hierro y del acero.


A mediano plazo, entre dos y seis años, el 8% de los productos originarios de Chile quedan liberados de arancel a partir del 1 de enero de 1999 o el 1 de enero de 2003, según los casos (categorías Bq1, Bq2, Bn1, Bn8, Bl, B, Ba, B-, B-* y A-).


También a mediano plazo y sujetos al término del sistema de reintegro simplificado y a más tardar el 1 de enero de 2003, quedan liberados los bienes originarios chilenos de las categorías X1, X2 y X3.


El contenido y el calendario de desgravación para los productos originarios de Chile que no se liberan de arancel en forma inmediata, según las diversas categorías y subcategorías que contempla la Lista de Canadá, en términos generales son los siguientes.


-Categoría A-: reduce los aranceles aduaneros para el pentaerythritol, los hilos (lana y pelo de animal) y fibras de nailon en tres etapas: a la entrada en vigencia: 33,3%; el 1 de enero de 1998: 66,7%, y el 1 de enero de 1999: 100%.


-Categoría B-: incluye los hilos de algodón, los tejidos de pelo largo y de punto, tejidos con bucles, gasas y telas para cerner. Los aranceles, en esta categoría, se eliminarán en cinco etapas, en la forma siguiente: a la entrada en vigencia: 14,3%; al 1 de enero de 1998: 28,6%; al 1 de enero de 1999: 42,9%; al 1 de enero de 2000: 57,1%, y al 1 de enero de 2001: 100%.


-Categoría B-*: comprende manufacturas de fibras de nailon, poliester, poliamide y algodón procesado, entre otros, los que se desgravarán en etapas sucesivas, de la manera siguiente: a la entrada en vigencia: 20%; al 1 de enero de 1998: 40%; al 1 de enero de 1999: 60%; al 1 de enero de 2000: 80%, y al 1 de enero de 2001: 100%.


-Categoría Ba: referida a plásticos y manufacturas, entre ellos, tubos flexibles plásticos; polietileno; plásticos y productos celulares de poliuretano, reduce los aranceles en la forma siguiente, a la entrada en vigencia: 16,7%; al 1 de enero de 1998: 33,3%; al 1 de enero de 1999: 50%; al 1 de enero de 2000: 66,7%; al 1 de enero de 2001: 83,3%, y al 1 de enero de 2002: 100%.


-Categoría B: incluye tomates frescos, cebollas fuera de la cuota; callampas secas, peras, duraznos, frutillas, cereales, pastas, conservas de tomates, de callampas y de espárragos, jugos de tomate y de uva, ciertos vinos y "ketchup", entre otros. Los aranceles se reducen en la forma siguiente: a la entrada en vigencia: 14,3%; al 1 de enero de 1998: 28,6%; al 1 de enero de 1999: 42,9%; al 1 de enero de 2000: 57,1%; al 1 de enero de 2001: 71,4%; al 1 de enero de 2002: 85,7%, y al 1 de enero de 2003: 100%.


-Categoría BL: comprende calzados de suela de caucho y calzados que cubren el tobillo. Los aranceles se reducen en la forma siguiente, a la entrada en vigencia: la tasa menos 2 puntos porcentuales; al 1 de enero de 1998: la tasa menos 4 puntos porcentuales; al 1 de enero de 1999: la tasa menos 6 puntos porcentuales; al 1 de enero de 2000: la tasa vigente al 1 de enero de 1999 menos el 25%; al 1 de enero de 2001: la tasa vigente al 1 de enero de 1999 menos el 50%; al 1 de enero de 2002: la tasa vigente al 1 de enero de 1999 menos el 75%, y al 1 de enero de 2003: la tasa vigente al 1 de enero de 1999, menos el 100%.


-Categoría Bn: los aranceles aduaneros de los bienes comprendidos en las fracciones arancelarias de esta categoría, se determinarán en todas las subcategorías de esta manera: a la entrada en vigencia: la tasa menos 2 puntos porcentuales, y al 1 de enero de 1998: la tasa menos 4 puntos porcentuales. En los años siguientes, será la que en cada caso se indica:


Subcategoría Bn1: que incluye los calzados con puntera metálica de protección. Al 1 de enero de 1999: 8%; al 1 de enero de 2000: 6%; al 1 de enero de 2001: 4%; al 1 de enero de 2002: 2%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Subcategoría Bn2: que incluye algunos calzados con puntera metálica de protección, que cubran el tobillo pero no la rodilla. Al 1 de enero de 1999: 2,6%; al 1 de enero de 2000: 1,9%; al 1 de enero de 2001: 1,3%; al 1 de enero de 2002: 0,6%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Subcategoría Bn3: que incluye calzado de esquí y calzado para la nieve. Al 1 de enero de 1999: 9,1%; al 1 de enero de 2000: 6,8%; al 1 de enero de 2001: 4,5%; al 1 de enero de 2002: 2,2%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Subcategoría Bn4: que incluye algunos calzados de esquí para "snowboard". Al 1 de enero de 1999: 8,9%; al 1 de enero de 2000: 6,7%; al 1 de enero de 2001: 4,4%; al 1 de enero de 2002: 2,2%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Subcategoría Bn4*: que incluye algunos calzados de deporte. Al 1 de enero de 1999: 0%.


Subcategoría Bn5: que incluye otros calzados con puntera metálica. Al 1 de enero de 1999: 8,8%; al 1 de enero de 2000: 6,6%; al 1 de enero de 2001: 4,4%; al 1 de enero de 2002: 2,2%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Subcategoría Bn6: que incluye otros calzados con suela de cuero natural. Al 1 de enero de 1999: 9,1%; al 1 de enero de 2000: 6,6% y al 1 de enero de 2001: 0%.


Subcategoría Bn7: que incluye algunos calzados de deportes. Al 1 de enero de 1999: 5,2%; al 1 de enero de 2000: 3,9%; al 1 de enero de 2001: 2,6%; al 1 de enero de 2002: 1,3%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Subcategoría Bn8: que incluye polainas. Al 1 de enero de 1999: 4,2%; al 1 de enero de 2000: 3,1%; al 1 de enero de 2001: 2,1%; al 1 de enero de 2002: 1,0%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


-Categoría Bq: los aranceles aduaneros de los bienes comprendidos en las fracciones arancelarias de esta categoría se determinarán en todas las subcategorías de esta manera: a la entrada en vigencia: la tasa menos 2 puntos porcentuales; al 1 de enero de 1998: la tasa menos 4 puntos porcentuales, y al 1 de enero de 1999: la tasa menos 6 puntos porcentuales. En los años siguientes, será la que en cada caso se indica:


Subcategoría Bq1: que comprende algunos calzados de deportes relacionados con esquí. Al 1 de enero de 2000: 6,7%; al 1 de enero de 2001: 4,4%; al 1 de enero de 2002: 2,2%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Subcategoría Bq2: que comprende partes superiores de calzados y sus partes, con más del 50% textil. Al 1 de enero de 2000: 7,5%; al 1 de enero de 2001: 5,0%; al 1 de enero de 2002: 2,5%, y al 1 de enero de 2003: 0%.


Los bienes comprendidos en las fracciones arancelarias marcadas Y (en general productos lácteos, avícolas y huevos, fuera de la cuota) quedarán excluidos de la eliminación arancelaria.


-Categoría X1: comprende, entre otros, los espárragos, callampas, papas deshidratadas, guindas, frambuesas y jugos de ciruelas. La tasa se reducirá a 0,0%, a condición de que tal bien haya sido removido de la lista de bienes elegibles para beneficiarse con el sistema de reintegro simplificado. La tasa de 0,0% entrará en vigencia a más tardar ciento veinte días desde que el Gobierno de Chile confirme al Gobierno de Canadá que el bien no estará incluido, en lo sucesivo, en la lista de bienes elegibles para beneficiarse con dicho sistema, y a más tardar el 1 de enero de 2003.


-Categoría X2: comprende, entre otros, algunas hortalizas congeladas, conservas de guindas, bizcochos dulces, cocoa y algunos chocolates. El proceso de desgravación gradual previsto para esta categoría estará relacionado directamente con la eliminación del bien del sistema de reintegro simplificado. El calendario de desgravación será el que sigue: a la entrada en vigencia: 16,7%; al 1 de enero de 1998: 33,3%; al 1 de enero de 1999: 50%; al 1 de enero de 2000: 66,7%; al 1 de enero de 2001: 83,3%, y al 1 de enero de 2002: 100%.


-Categoría X3: incluye flores, manzanas deshidratadas, conservas de tomates en trozos, jaleas y mermeladas, entre otros. En esta categoría, la tasa se eliminará gradualmente en etapas anuales iguales, sobre la base de que la tasa se dividirá por el número de años entre el año en que el bien sea retirado del sistema de reintegro simplificado (incluyendo este año) y estará libre de aranceles el 1 de enero de 2003.


Las cuotas anuales otorgadas por Canadá, con 0% de arancel, a partir de 1997, son las siguientes:


Cebollas frescas o refrigeradas: 1.000 toneladas.


Frutillas frescas: 100 toneladas.


Si la entrada en vigencia del tratado corresponde a una fecha posterior al 1 de enero de 1997 y anterior al 31 de diciembre del mismo año, las cuotas cuantitativas serán prorrateadas en base proporcional para el resto del año calendario (anexo C-02.2).


c) El de no adoptar nuevas exenciones arancelarias ni ampliar las existentes (artículo C-03 y anexo C-03.2).


Ninguno de los dos países podrá adoptar una nueva exención de aranceles aduaneros, ni ampliar la existente respecto de los beneficiarios actuales o a nuevos beneficiarios, cuando la exención se condicione, de manera explícita o implícita, al cumplimiento de un requisito de desempeño. Tampoco podrán condicionar, de la misma manera, la continuación de cualquier exención de aranceles aduaneros existentes al cumplimiento de tal requisito.


En el anexo C-03.2, se establecen las reservas a esta disposición, es decir se detallan las medidas que los países podrán mantener. Así podrá hacerlo Chile, hasta el 31 de diciembre de 1999, con las medidas de exención de aranceles que establece el artículo 3º de la ley �Nº 18.483, sobre Estatuto de la Industria Automotriz, y hasta el 31 de diciembre de 1998, con las medidas de crédito fiscal contempladas en los artículos 9 y 10 de la citada ley, del mismo modo que con las medidas de crédito fiscal, para exportación de componentes domésticos señaladas en los artículos 11, 11 bis, 12 y 12 bis de la misma ley, siempre que los beneficios de estas medidas estén disponibles sólo para la manufacturas automotrices definidas en el referido texto legal.


Antecedentes proporcionados por el Ministerio de Relaciones Exteriores, Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señalan que Chile ya se había comprometido bajo el "Acuerdo sobre Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio", amparado en el Acuerdo de Marrakech que establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), antes de la negociación con Canadá, a desmontar estas medidas antes del 1 de enero del 2000.


Cabe señalaros que las limitaciones al derecho de establecer exenciones de aranceles aduaneros no se aplica al "drawback" ni a los programas de diferimiento de aranceles, lo que permitirá a nuestro país, según lo informado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, mantener hasta el año 2003 el sistema de reintegro simplificado de impuestos establecido por la ley Nº 18.480, fecha en la que éste caducará por efecto de los compromisos adquiridos en la OMC. El sistema de reintegro general chileno, regulado por la ley Nº 18.708, y los sistemas de pago diferido de aranceles y de almacén particular de exportación del decreto ley Nº 224, de 1974, podrán seguir siendo utilizados indefinidamente por los exportadores chilenos, gozando de la plenitud de las franquicias establecidas en el Tratado.


d) El de permitir la admisión temporal de bienes con fines profesionales, de publicidad o deportivos (artículo C-04 y anexo C-04.1).


Los Gobiernos se comprometen a permitir la admisión temporal, libre de arancel aduanero, del equipo profesional necesario para el ejercicio de la actividad, oficio o profesión de personas de negocios; del equipo de prensa o para la transmisión al aire de señales de radio o televisión y equipo cinematográfico; de bienes importados para propósitos deportivos o destinados a exhibición o demostración, y muestras comerciales y películas publicitarias. Se incluye en esta liberación la tasa establecida en el artículo 139 de la Ordenanza de Aduanas chilena, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, publicado en el Diario Oficial del 13 de abril de 1983.


e) El de permitir la importación libre de arancel aduanero para muestras comerciales y materiales de publicidad impresos y de bienes reparados o alterados (artículos C-05 y C-06).


Cada Parte autorizará la importación libre de arancel aduanero a muestras comerciales de valor insignificante y a materiales de publicidad impresos, siempre que éstos se importen para efectos pedidos de agencias y no formen parte de una remesa mayor.


Respecto de los bienes reparados o alterados en el territorio de la otra Parte, ninguna de las Partes podrá aplicar un arancel aduanero a su reingreso, independientemente de su origen, sin importar si las reparaciones o alteraciones pudieron efectuarse en su territorio.


f) El de eliminar el arancel de nación más favorecida a determinados bienes (artículo C-07 y anexo C-07).


Las Partes deberán eliminar, a más tardar el 1 de enero de 1999, su arancel de nación más favorecida aplicado a las máquinas de procesamiento automático de datos, las partes de computadores, las fuentes de poder para computadores, los varistores de óxido de metal, los diodos, transistores y dispositivos semiconductores similares, fotosensibles; diodos emisores de luz; cristales montados piezoeléctricos; circuitos electrónicos integrados y microensamblajes. Nuestro país se compromete a eliminar este arancel a la entrada en vigencia del Tratado en los casos en que dichos productos tengan clasificación en su Lista Arancelaria.


El mensaje señala que la no aplicación de arancel para el ingreso de estos productos, sin importar su origen, favorecerá principalmente la modernización tecnológica de la producción nacional y ayudará en el proceso de reforma de la educación que está llevando a cabo nuestro país.


g) El de no establecer restricciones a la importación y a la exportación de bienes de la otra Parte (artículo C-08 y anexo C-08).


Las Partes no podrán adoptar o mantener ninguna prohibición ni restricción a la importación de cualquier bien de la otra Parte o a la exportación o venta para exportación de cualquier bien destinado al territorio de la otra Parte, excepto lo previsto en el artículo XI del GATT 1994, incluidas sus notas interpretativas, el que se incorpora a este Tratado y se declara formar parte del mismo.


Chile se reserva el derecho a mantener las disposiciones de los artículos 7, 8 y 9 de la ley Nº 16.624, respecto a las ventas que deben realizar a la industria nacional las empresas de la Gran Minería del Cobre. No obstante, se compromete a eliminar esta medida, en un plazo no mayor a dos años, dado que es contraria a los principios establecidos por la OMC. La eliminación de esta medida requerirá de legislar al respecto, lo que se hace en proyecto de ley en trámite en estos momentos en la honorable Cámara.


Canadá, por su parte, se reserva el derecho a mantener los controles impuestos a la importación de troncos de todas las especies y de pescado no procesado, entre otras medidas que afectan a las exportaciones de licor, al consumo de alcohol puro para usos industriales y al comercio costero de Canadá.


h) El de no establecer derechos aduaneros sobre bienes originarios (artículo C-09 y anexo C-09).


A contar de la entrada en vigor de este Tratado, ninguna Parte podrá establecer derechos aduaneros sobre bienes originarios del tipo de los establecidos por nuestro país en el artículo 190 de la ley Nº 16.464 o en el artículo 62 del decreto supremo Nº 172 (Aviación), Reglamento de Tasas Aeronáuticas e Impuestos, publicado en el Diario Oficial del 10 de abril de 1974.


i) El de no adoptar medidas discriminatorias respecto de vinos y licores destilados (artículo C-10 y anexo C-10.2).


Ninguna Parte podrá adoptar ni mantener medida alguna que requiera que los licores destilados que se importen del territorio de la otra Parte, para su embotellamiento, se mezclen con licores destilados de la Parte.


Además, toda medida relacionada con el listado de vinos y licores destilados de la otra Parte deberá cumplir, principalmente, las condiciones siguientes:


-Ajustarse al principio del trato nacional;


-Ser transparente, no discriminatoria y proveer a la pronta decisión en cualquier solicitud de enlistado, una pronta notificación por escrito de dicha resolución al solicitante y, en caso de ser desfavorable, a un informe que indique la razón negativa;


-Establecer procedimientos de impugnación administrativa;


-Fundamentarse en consideraciones comerciales normales;


-No crear obstáculos encubiertos al comercio, y


-Ser publicada y puesta a disposición de las personas de la otra Parte.


No obstante, en el listado de Columbia Británica se permite mantener medidas que no contemplen el trato nacional cuando ellas se apliquen únicamente a fincas vinícolas establecidas que produzcan menos de 30.000 galones de vino anualmente y que cumplan con la regla de contenido regional existente.


El mensaje destaca que este compromiso favorece al exportador chileno de vinos, dada la existencia de un monopolio estatal en la distribución de vinos en dicho país. 


Por otro lado, antecedentes proporcionados por asesores del equipo negociador de estos instrumentos señalan que estas disposiciones proporcionan reglas claras, transparentes y permanentes para la comercialización de vinos chilenos en el mercado de Canadá.


j) El de proteger las indicaciones geográficas "Pisco Chileno" y "Whisky Canadiense" (artículo C-11 y anexo C-11).


Nuestro país se compromete a proteger la indicación geográfica "Whisky Canadiense" ("Canadian Whisky") tan pronto obtenga en Canadá protección para la indicación geográfica "Pisco Chileno" y, en consecuencia, no permitirá la importación o la venta de ningún producto como "Whisky Canadiense" ("Canadian Whisky"), a menos que haya sido fabricado en Canadá de acuerdo con las leyes y reglamento de Canadá, que regulan su fabricación para el consumo en Canadá.


Además, se establece que, hasta que implemente por completo sus obligaciones bajo el Acuerdo sobre los aspectos de derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio (Adpic o Trips, según su sigla española o inglesa), Chile prohibirá la importación de cualquier producto rotulado "Whisky Canadiense" (Canadian Whisky"), a menos que ese producto sea acompañado de una certificación de la autoridad competente canadiense que indique que cumple con los requisitos exigidos para su consumo en Canadá.


k) El de no establecer impuestos u otras medidas a la exportación (artículos C-12 y C-13).


Ninguna de las Partes podrá adoptar ni mantener impuestos, gravámenes o cargo alguno sobre la exportación de bienes a territorio de la otra Parte, a menos que éste se adopte o mantenga sobre dicho bien cuando esté destinado al consumo interno.


Entre otras medidas sobre la exportación, se limita la posibilidad de adoptar restricciones a la exportación entre las Partes solamente a las permitidas de acuerdo al GATT 1994 y con la única excepción temporal de la ley Nº 16.624, antes referida.


l) El de la eliminación de los subsidios a la exportación de bienes agrícolas (artículo C-14).


Las Partes declaran compartir el objetivo de la eliminación multilateral de tales subsidios y se comprometen a cooperar en un esfuerzo para alcanzarlo.


Mientras tanto, disponen que, a partir del 1 de enero de 2003, ninguna de ellas introducirá o mantendrá subsidios a la exportación sobre bienes agrícolas originarios de, o embarcados desde su territorio y que sean exportados directa o indirectamente al territorio de la otra Parte.


Si antes de la fecha señalada, una Parte introduce o reintroduce un subsidio a las exportaciones de un bien agrícola, la otra Parte podrá incrementar la tasa del arancel en dichas exportaciones hasta el arancel de nación más favorecida efectivamente aplicado en ese momento.


Como se os ha señalado entre los antecedentes, el mensaje destaca que con estas disposiciones se supera el compromiso contraído por Canadá con la OMC.


m) El de aplicar el Código de Valoración Aduanera (artículo G-16).


Ambas Partes se comprometen a aplicar en su comercio recíproco el Código de Valoración Aduanera, adoptado en el marco de la OMC como Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VII del GATT-1994.


El referido Código tiene por finalidad impedir que las Administraciones Aduaneras utilicen valores arbitrarios o ficticios al determinar el valor en aduana de un bien, como medidas para combatir el "dumping".


Para tal efecto, dispone como regla general, que el valor de aduana de las mercancías importadas será el valor de transacción, es decir, el realmente pagado o por pagar cuando éstos se venden para su exportación al país de importación. De ese modo se prohíbe la aplicación de Valores Aduaneros Mínimos (VAM) que la ley 18.525 permite previa recomendación de la Comisión de Distorsión de Precios.


n) Los compromisos que permiten a Chile mantener su Sistema de Bandas de Precios (artículo C-17 y anexo C-17.1).


Chile ha reservado su derecho a mantener su Sistema de Bandas de Precios, establecido en el artículo 12 y 14 de la ley Nº 18.525, respecto del trigo y harina de trigo, los aceites vegetales comestibles y el azúcar, pero contrae el compromiso de no incorporar a él nuevos productos ni a modificar el método por el cual es calculado y aplicado, del tal modo que resulte más restrictivo que al 13 de noviembre de 1996.


Por último, se dispone que las reducciones arancelarias de la Lista de Chile para los productos cubiertos por el Sistema se aplicarán solamente sobre el componente de arancel advalórem (11%) y no sobre impuestos específicos o rebajas que pudieran resultar de la aplicación de la ley Nº 18.525. 


Los productos contemplados en dicha ley se indican de acuerdo a la clasificación arancelaria chilena (C-17.1).


ñ) El de integrar el Comité de Comercio de Bienes y Reglas de Origen (artículo C-15).


Para asegurar la efectiva ejecución y administración de las normas relativas al comercio de bienes, de las reglas de origen, de los procedimientos aduaneros y las reglamentaciones uniformes, se establece el Comité de Comercio de Bienes y Reglas de Origen, el cual permitirá que Canadá y Chile discutan cualquier materia relacionada con dichos temas.


Destaca en el funcionamiento de este Comité, el Subcomité de Agricultura, que permitirá a las Partes disponer de un foro de consulta en asuntos relacionados con el acceso de mercado para productos agrícolas, incluyendo vino y bebidas alcohólicas.


 


3. Las Reglas de Origen (Segunda parte: capítulos D, E y F, artículos D-01 a F-05).


a) Bienes originarios (artículos D-01 y D-16, en relación con anexo D-01).


Salvo disposición en contrario, se entenderá, en primer término, que un bien es originario del territorio de una Parte cuando sea obtenido en su totalidad o producido enteramente en el territorio de una o ambas Partes, tales como minerales, productos vegetales, animales vivos, bienes obtenidos de la caza o pesca, extraídos, cosechados o producidos, según el caso, en su territorio terrestre o marítimo o en el espacio extraterrestre.


En segundo término, se consideran bienes originarios aquellos en que cada uno de los materiales no originarios que se utilicen en su producción sufran uno de los cambios de clasificación arancelaria contemplados entre las reglas de origen para cada producto especificadas en el anexo D-01, como resultado de que la producción se haya llevado a cabo enteramente en el territorio de una o ambas Partes, o de que el bien cumpla con los requisitos exigidos cuando no se requiera un cambio en la clasificación arancelaria (anexo D-01, documento de 185 páginas que contiene la Nota General Interpretativa y las Reglas de Origen Específicas para 97 capítulos del Sistema Armonizado).


En tercer término, se considera bien originario el que se produzca enteramente en territorio de una o ambas Partes, a partir exclusivamente de materiales originarios.


Finalmente, se definen como originarios los bienes producidos enteramente en el territorio de una o ambas Partes, cuando uno o más de los materiales no originarios utilizados en su producción no sufran un cambio de clasificación arancelaria debido a que el bien se ha importado al territorio de una Parte sin ensamblar o desensamblado, pero se ha clasificado como un bien ensamblado; o cuando la partida para el bien sea la misma tanto para el bien como para sus partes, siempre que el valor del contenido regional no sea inferior al 35%, cuando se utilice el método de valor de transacción, ni al 25%, cuando se emplee el método de costo neto, y el bien satisfaga los requisitos exigidos en el marco de este Tratado. De esta definición quedan excluidos determinados bienes textiles, tales como prendas, complementos de vestir y demás textiles confeccionados, conjuntos o vestidos, prendería y trapos (capítulos 61 a 63 del sistema armonizado).


El Tratado contempla las normas que permitirán calcular el valor de contenido regional de los bienes en general; de los bienes de la industria automotriz; de los bienes y materiales fungibles; de los accesorios, repuestos y herramientas; de los envases y materiales, y de los contenedores y materiales de empaque para embarque. Hay dos formas de calcular dicho valor: ya sea por el valor de transacción o por el costo neto del bien.


Las Partes dejan constancia de que, a partir de la accesión de Chile al Nafta o TLCAN (Tratado de Libre Comercio de América del Norte), estas reglas de origen serán reemplazadas por las que sean negociadas como parte de los términos de la accesión de Chile a dicho Tratado. 


Cabe hacer notar que el mensaje señala, respecto de estas Reglas de Origen, que ellas permiten evitar la triangulación de comercio que pueda producirse por efecto de diferencias en las tasas arancelarias con terceros países. Agrega que ellas se basan en las normas del Nafta, pero flexibilizadas con el fin de que la oferta exportable obtenga acceso real al mercado canadiense. Precisa, además, que los porcentajes de contenido regional fijados favorecen a Chile, por cuanto existen estudios técnicos que calculan que el promedio del valor agregado de la industria nacional es sustancialmente inferior al 50% generalmente utilizado.


 


b) Los procedimientos aduaneros (Segunda parte: capítulo E).


Estos procedimientos determinan la forma en que se certificará el origen de los bienes que gozarán de la desgravación arancelaria. Dicha certificación puede ser hecha por el propio productor o exportador y los controles de dicha certificación. Las Partes quedan obligadas a guardar la confidencialidad de la información comercial obtenida en tales controles; con la revisión e impugnación de las resoluciones anticipadas y la determinación de origen; con la cooperación que las Partes se prestarán en este ámbito, y, por último, con el establecimiento de un Subcomité de Aduanas que reunirá, a lo menos una vez al año, a las autoridades aduaneras de las Partes con miras a la interpretación, aplicación y administración uniforme de las Reglas de Origen, entre otras materias de común interés.


c) La certificación de origen (artículo E-01).


Las Partes se comprometen a establecer un certificado de origen que servirá al exportador o al productor para certificar la calidad de originario del bien que exporte del territorio de una Parte al territorio de la otra Parte.


d) Las obligaciones respecto a las importaciones (artículo E-02).


En estas operaciones, cada Parte podrá exigir al importador en su territorio que solicite trato arancelario preferencial para un bien importado a su territorio proveniente del territorio de la otra Parte, que declare por escrito, con base en un certificado de origen válido, que el bien se califica como originario, junto con la entrega de otros documentos probatorios. Se faculta a las Partes para que en casos de incumplimiento, puedan negar el trato arancelario preferencial solicitado.


No será exigible la certificación de origen en las importaciones, comerciales o no comerciales, por valores que no excedan la cantidad de mil dólares estadounidenses o su equivalente en la moneda de la Parte, a una cantidad mayor que ésta establezca, a condición de que la importación no forme parte de una serie de importaciones que se puedan considerar razonablemente como efectuadas o planeadas con el propósito de evadir los requisitos de certificación.


e) Obligaciones respecto a las exportaciones (artículo E-04).


Cada Parte exigirá a cada exportador o productor que entregue a su autoridad aduanera copia del certificado de origen y dispondrá que la certificación falsa tenga las mismas consecuencias jurídicas que aquellas que se aplicarían al importador en su territorio que haga declaraciones o manifestaciones falsas en contravención de sus leyes y reglamentaciones aduaneras.


f) Las medidas de emergencia (Segunda parte: capítulo F).


Se trata de las medidas bilaterales o globales que las Partes pueden adoptar para proteger su producción nacional de un daño serio derivado de aumentos imprevistos de las importaciones que el proceso de liberalización comercial puede provocar.


f.1) Las medidas bilaterales (artículo F-01).


En la situación descrita, la Parte afectada puede, durante el período de transición y en la medida necesaria para remediar o prevenir el daño, suspender la reducción futura de cualquier tasa arancelaria establecida en este Tratado en favor de la importación del bien respectivo, o aumentar la tasa arancelaria a un nivel que no exceda el menor de la tasa arancelaria aplicada a la nación más favorecida en el momento en que se adopte la medida, lo mismo que la tasa arancelaria aplicada a la nación más favorecida el día inmediatamente anterior a la entrada en vigor de este Tratado.


Ninguna de estas medidas se puede aplicar más de una vez y mantener por más de tres años, o con posterioridad a la terminación del período de transición, salvo que se cuente con el consentimiento de la Parte contra cuyo bien se haya adoptado.


Por último, la Parte que adopte este tipo de medidas deberá otorgar a la otra una compensación mutuamente acordada de liberalización comercial, bajo la forma de concesiones que tengan efectos comerciales sustancialmente equivalentes o que sean equivalentes al valor de los aranceles adicionales que se espera que resulten de la medida.


f.2) Las medidas globales (artículo F-02).


Éstas son las medidas de emergencia que las Partes pueden adoptar conforme al GATT 1994 y al Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC. En el caso de este Tratado, ellas se autorizan sólo si Chile o Canadá están entre uno de los cinco principales abastecedores y las importaciones representan una participación sustancial en las importaciones totales o cuando ellas contribuyen de manera importante al daño o amenaza para la industria nacional.


Las Partes contraen el compromiso de aplicar de manera uniforme, imparcial y razonable sus leyes, reglamentos, resoluciones y determinaciones que rijan la totalidad de los procedimientos para la adopción de medidas de emergencia. Las controversias que se susciten en estas materias serán resueltas mediante la integración de un panel arbitral, conforme al procedimiento de aplicación general regulado en las normas relativas a las "Disposiciones institucionales y procedimientos para la solución de controversias" (capítulo N).


En cada país existirá una autoridad investigadora del daño o amenaza del daño a la producción nacional. En el caso de Canadá, será el Tribunal Canadiense de Comercio Internacional ("Canadian International Trade Tribunal"), o su sucesor, y en Chile será competente la Comisión Nacional Encargada de Investigar la Existencia de Distorsiones en el Precio de las Mercaderías Importadas, o su sucesora (anexo F-05, en relación con artículos F-03.2 y F-05). 


Antecedentes proporcionados por el Ministerio de Relaciones Exteriores indican que las definiciones que se utilizan en el Tratado son similares a las de la OMC y que nuestro país dispondrá de un plazo fijo (seis años a partir de la fecha de entrada en vigor del Tratado) para aliviar el proceso de ajuste de la industria doméstica a la apertura y, por otra parte, sus exportaciones, generalmente, serán excluidas de manera permanente de la aplicación de medidas de salvaguardias globales de la OMC por parte de Canadá.


 


4. Las normas sobre inversión, servicios y asuntos relacionados (Tercera parte: capítulos G, H, I, J y K).


En esta parte del Tratado, se establecen normas generales para promover y proteger las inversiones y resolver las controversias que se susciten entre una Parte y un inversionista de la otra Parte (G), y se convienen las relativas al comercio transfronterizo de servicios (H); a los servicios de telecomunicaciones (I); a política en materia de competencia, monopolios y empresas del Estado (J), y las que regulan la entrada temporal de personas de negocios (K).


a) Lo principal sobre la promoción y protección de las inversiones (Capítulo G, artículos G-01 a G-15, anexos G-01.3(b), G-04.2, G.09.1, I y II).


Estas normas se aplican a las inversiones de inversionistas de la otra Parte realizadas en el territorio de la Parte (de canadienses en Chile y viceversa), pero no así a los inversionistas de la otra Parte e inversiones de tales inversionistas en instituciones financieras en el territorio de la Parte, a menos que éstas hayan sido autorizadas.


En esta materia, las Partes convienen en buscar una mayor liberalización si, dentro de los quince meses siguientes a la entrada en vigor de este Tratado, no se hubieren iniciado las negociaciones para la accesión de Chile al Nafta o TLCAN, dando comienzo a las negociaciones sobre la base del capítulo XIV sobre Servicios Financieros del Nafta, a más tardar el 30 de abril de 1999 ((artículo G-01.3 (b), en relación con anexo de la misma numeración).


Los principios que orientan estas normas de promoción y protección de inversiones son comunes en los tratados bilaterales de este tipo, de los cuales nuestro país ha celebrado ya una treintena, la gran mayoría de los cuales ya han sido aprobados por el Congreso Nacional.


Entre dichos principios, se encuentran los siguientes.


El del trato nacional (artículo G-02) compromete a las Partes a otorgar a los inversionistas de la otra Parte y a sus inversiones un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a sus propios inversionistas en lo referente al establecimiento, adquisición, expansión, administración, conducción, operación, venta u otra disposición de las inversiones. 


Para mayor certeza, ninguna Parte podrá imponer a un inversionista de la otra Parte el requisito de que un nivel mínimo de participación accionaria en una empresa establecida en su territorio esté en manos de sus nacionales o exigirle que, por razón de su nacionalidad, venda o disponga de cualquier otra manera de una inversión en el territorio.


Respecto del trato nacional, nuestro país ha formulado tres reservas (en anexo I, que contiene las reservas de las Partes en relación con medidas existentes y compromisos de liberalización contemplados en los capítulos G y H).


La primera tiene por objeto dejar establecido que la propiedad o cualquier otro tipo de derecho sobre tierras del Estado sólo podrá ser obtenida por personas naturales o jurídicas chilenas y define que tierras del Estado para estos propósitos comprende las tierras del Estado hasta una distancia de 10 kilómetros de la línea de la frontera y hasta una distancia de 5 kilómetros desde la costa.


Se agrega que los bienes inmuebles situados en la frontera y declarados "zona fronteriza" en virtud del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1967, por el Ministerio de Relaciones Exteriores, no pueden ser adquiridos en dominio u otro título por personas naturales con nacionalidad de países fronterizos o personas jurídicas con su principal asiento en un país fronterizo o con 40 por ciento o más de su capital perteneciente a tales personas naturales o cuyo control efectivo sea ejercido por tales personas naturales.


En virtud de la segunda, Chile, al vender o disponer de participación en el capital o activos de una empresa del Estado existente o entidad gubernamental existente, se reserva el derecho de prohibir o imponer limitaciones sobre la propiedad de tal participación o activo y sobre la habilidad de los dueños de tal participación o activo de controlar cualquier empresa resultante, por inversionistas de Canadá o de un Estado no-Parte o sus inversiones.


Mediante la tercera, se declara que, como mínimo, el 85 por ciento de los trabajadores de un mismo empleador deben ser personas naturales chilenas, haciendo exigible esta regla a empleadores con más de 25 trabajadores con contrato de trabajo y excluyendo de ella al personal técnico experto que no pueda ser reemplazado por personal nacional.


Cabe haceros notar que Canadá también ha formulado reservas que limitan el ámbito de las inversiones en razón de la nacionalidad del inversionista o de su calidad de "no residente", como ocurre con la que señala que éste no podrá tener más de un porcentaje específico de las acciones con derecho a voto de una sociedad anónima a la que se aplique esta restricción, específicamente en los casos siguientes:


-Air Canada: 25%;


-Petro-Canada Inc.: 25%;


-Canadian Arsenal Limited: 25%;


-Eldorado Nuclear Limited: 5%;


-Nordion Limited: 25%, y


-Theratronics Limited: 49%.


Las reservas canadienses también restringen el derecho de los extranjeros a adquirir bienes inmuebles en determinadas partes de su territorio, como ocurre en Alberta, donde los no canadienses o no residentes permanentes, un gobierno extranjero o uno de sus organismos, o una sociedad constituida en otro lugar que no sea Canadá sólo podrá tener participación en tierra controlada que no consista de más de dos parcelas de una extensión, en conjunto, no mayor de 20 acres. Se excluyen de esta restricción las minas o minerales, entre otros bienes (páginas I-C-11, I-C-12 e I-C-13 del anexo I, antes señalado).


El segundo principio general aplicable a las inversiones es el del trato de la nación más favorecida (artículo G-03). Él obliga a las Partes a otorgar a los inversionistas y sus inversiones un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a los inversionistas de cualquier país que no sea Parte en lo referente al establecimiento, adquisición, expansión, administración, conducción, operación, venta u otra disposición de inversiones.


Canadá y Chile excluyen del tratamiento de la nación más favorecida convenido en este Tratado a todos los acuerdos internacionales bilaterales o multilaterales en vigor o firmados antes de la fecha de entrada en vigor de este instrumento (anexo III: excepciones al trato de nación más favorecida -capítulo G). 


Respecto de aquellos acuerdos internacionales en vigor o firmados después de dicha fecha, ambos países exceptúan aquellos acuerdos en materia de aviación, pesca, asuntos marítimos, incluyendo salvamento, o redes de telecomunicaciones y servicios de telecomunicaciones (anexo III, en relación con artículo G-03).


Para mayor certeza, declaran que el tratamiento de la nación más favorecida no se aplica a ningún programa presente o futuro de cooperación internacional para promover el desarrollo económico, incluyendo prácticas de créditos de exportación de conformidad con las disposiciones sobre tasas de interés del Acuerdo de Créditos de Exportación de la OCDE.


El tercero, relativo al nivel de trato, obliga a las Partes a otorgar a los inversionistas y a sus inversiones el mejor de los tratos entre el trato nacional y el de la nación más favorecida (artículo G-04).


Chile se ha comprometido a otorgar a un inversionista de Canadá o a una inversión de tal inversionista que sea parte de un contrato de inversión celebrado de acuerdo al decreto ley Nº 600. de 1974, el mejor trato entre el exigido por este Tratado o el otorgado por el contrato, de acuerdo a dicho decreto ley, y permitirá al inversionista modificar el contrato de inversión a fin de reflejar los derechos y obligaciones de este Tratado (anexo G-04.2).


El cuarto, se refiere al nivel mínimo de trato, que obliga a las Partes a otorgar a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte un trato acorde con el derecho internacional, incluido trato justo y equitativo, así como protección y seguridad plenas (artículo G-05).


Sin perjuicio de lo anterior, cada Parte se obliga a otorgar a los inversionistas de la otra Parte, cuyas inversiones sufran pérdidas en su territorio debidas a conflictos armados o contiendas civiles, un trato no discriminatorio respecto de cualquiera medida que adopte o mantenga en relación con esas pérdidas.


Las Partes se obligan también a no establecer requisitos de desempeño que enumeran, como exportar un determinado porcentaje de bienes o servicios o utilizar un grado de contenido nacional y a no exigir nacionalidad o residencia en cargos ejecutivos o directorios (artículos G-06 y G-07, respectivamente).


El de la libre transferencia de los capitales y productos de la inversión (artículo G-09). Sin perjuicio de las reservas que las Partes han formulado en la materia, cada una de ellas se ha comprometido, en términos generales, a permitir que todas las transferencias relacionadas con una inversión de un inversionista de la otra Parte en el territorio de la Parte se hagan libremente y sin demora, comprendidos en ello las utilidades, dividendos, intereses, ganancias de capital, pagos por regalías, gastos por administración, asistencia técnica, ganancias derivadas de la venta o liquidación, total o parcial de la inversión, entre otros productos de la inversión.


No obstante, las Partes podrán impedir las transferencias, por medio de la aplicación equitativa, no discriminatoria y de buena fe de sus leyes relativas a quiebra, insolvencia o protección de los derechos de los acreedores; emisión, comercio y operaciones de valores; infracciones penales; informes de transferencias de divisas u otros instrumentos monetarios, o garantía del cumplimiento de fallos en procedimientos contenciosos.


Respecto de estas normas, Chile formuló cuatro reservas que tienen por objeto preservar la estabilidad de su moneda (anexo G-09.1).


En primer lugar, nuestro país se reservó el derecho a mantener los requisitos de que las transferencias desde Chile del producto de la venta de todo o parte de una inversión de un inversionista de Canadá o de la liquidación de la inversión no podrán realizarse hasta que haya transcurrido un plazo que no exceda de cinco años, en el caso de una inversión hecha conforme a la ley Nº 18.657, sobre Fondo de Inversión de Capitales Extranjeros; o de un año, en los demás casos, en ambas situaciones desde la fecha de la transferencia a Chile.


En virtud de la segunda reserva, Chile mantiene su derecho a exigir encaje, de conformidad con el artículo 49, Nº 2, de la ley Nº 18.849, orgánica del Banco Central de Chile, a una inversión de un inversionista de Canadá que no sea inversión extranjera directa y a créditos extranjeros relacionados con una inversión, siempre que tal exigencia de encaje no exceda del 30 por ciento del monto de la inversión o del crédito, según sea el caso, y por un período no superior a dos años, desde la transferencia a Chile.


Adicionalmente y en relación con las dos reservas anteriores, Chile puede adoptar medidas necesarias para implementarlas o evitar su elusión.


La tercera reserva permitirá a nuestro país, en programas especiales de inversión, de carácter voluntario, aplicar las medidas anteriores con la excepción de las medidas que restrinjan la transferencia desde Chile del producto de la venta de todo o parte de la inversión de un inversionista de Canadá o de la liquidación de la inversión por un período que no exceda de cinco años, a partir de la fecha de la transferencia a Chile.


La cuarta reserva permitirá a Chile aplicar, de conformidad con la ley Nº 18.840, medidas con respecto a transferencias relativas a la inversión de un inversionista de Canadá que requieran que las operaciones de cambios internacionales para dichas transferencias se realicen en el mercado cambiario formal o requieran autorización para adquirir monedas extranjeras, al tipo de cambio acordado por las Partes involucradas en la operación, o que las monedas extranjeras sean convertidas a pesos chilenos.


En dicha reserva, se declara que estas normas se aplican a la ley Nº 18.840, al decreto ley Nº 600, de 1974, a la ley Nº 18.657 y a cualquier otra ley que establezca en el futuro un programa especial de inversión, con carácter voluntario, y a la reforma de tales leyes, en la medida en que tal reforma no disminuya la conformidad entre la ley reformada y las normas de este Tratado sobre la libre transferencia del capital y sus productos (artículo G-09.1), tal como existía inmediatamente antes de la reforma (Nº 4 del anexo G-09.1).


Cabe señalaros que las reservas de las letras (b) y (c) (i) del anexo G-09.1, ya comentadas, producen efectos modificatorios de alcances relativos en los artículos 49, Nº 2, y 50 de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, ya que, por una parte, fijan en 30% el monto máximo del encaje exigible respecto de las inversiones canadienses, en circunstancias que el primer artículo citado permite al instituto emisor elevarlo hasta el 40%; y, por otra parte, permiten que dicho encaje se mantenga sólo por dos años.


Por tal razón, en el momento de someter a votación el Tratado en informe, éste deberá ser aprobado con el quórum correspondiente.


El de la regularidad de la expropiación o nacionalización de la inversión y de su indemnización (artículo G-10). Conforme a este principio, ninguna Parte podrá nacionalizar ni expropiar, directa o indirectamente, una inversión de un inversionista de la otra Parte en su territorio, ni adoptar ninguna medida equivalente a la expropiación o nacionalización de esa inversión, salvo que sea por causa de utilidad pública; sobre bases no discriminatorias; con apego a los principios del debido proceso y del derecho internacional, y mediante indemnización equivalente al valor justo de mercado, pagada sin demora en moneda del Grupo de los Siete (República Federal de Alemania, Canadá, Estados Unidos de América, Francia, Italia, Japón y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte), y libremente transferible.


Cabe señalaros que la causal de interés nacional que la Constitución Política establece para admitir la expropiación, en el marco del Tratado que se os informa se entiende implícita en la medida de nacionalización que las Partes podrían adoptar durante su vigencia.


Las Partes están autorizadas para denegar los beneficios arriba mencionados si el inversionista es propietario o controlado por nacionales de un país con el cual no se tienen relaciones diplomáticas o si el inversionista no tiene actividades comerciales sustanciales en el territorio de la Parte donde esté organizado (artículo G-13).


Las Partes convienen en que nada de lo dispuesto en materia de inversiones se podrá interpretar como impedimento para que una Parte adopte, mantenga o haga cumplir cualquier medida que considere apropiada para asegurar que las actividades de inversión en su territorio se efectúen tomando en cuenta inquietudes en materia ambiental (artículo G-14).


b) Lo principal de los mecanismos de solución de controversias entre una Parte y un inversionista (artículos G-16 a G-39 y anexos G-21.1, G-21.1 (b) y G-38.2).


El objeto de los mecanismos especiales que se establecen para la solución de las controversias en materia de inversiones es asegurar tanto un trato igual entre inversionistas de las Partes de acuerdo con el principio de reciprocidad internacional, como el debido proceso legal ante un tribunal imparcial (artículo G-16).


De acuerdo con estas disposiciones, un inversionista de una de las Partes podrá, por cuenta propia o en representación de una empresa, someter a arbitraje una reclamación fundado en que la otra Parte o una de las empresas del Estado respectivo ha violado una obligación establecida en el régimen de protección de las inversiones o cuando una actividad productiva o servicio monopolizado actúa de manera incompatible con las normas de dicho régimen y el inversionista o la empresa han sufrido pérdidas o daños en virtud de esa violación o a consecuencia de ella (artículos G-17 y 18).


No obstante, se conviene en que las partes contendientes intentarán, previamente al arbitraje, dirimir la controversia por vía de consulta o negociación (artículo G-19).


Será facultativo para el inversionista elegir entre los mecanismos de arbitraje establecidos en el marco del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi) o en la Comisión de las Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil (CNUDMI). El Convenio del Ciadi ha sido promulgado por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 1.304, de 1992, y las Reglas de Arbitraje de la CNUDMI han sido aprobadas por la resolución 31/98 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, fechada el 15 de diciembre de 1976, en la que la ONU recomienda a sus Estados Miembros el uso de dichas Reglas mediante las referencias correspondientes.


El tribunal arbitral estará integrado por tres árbitros. Cada Parte nombrará un árbitro y el tercero será designado de común acuerdo o por el Secretario General del Ciadi,


El consentimiento en someter a arbitraje deberá otorgarse por escrito, conforme lo dispuesto en el Convenio del Ciadi y su mecanismo complementario; en la Convención de Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras, celebrada en Nueva York, el 10 de junio de 1958, y en la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, adoptada en Panamá el 30 de enero de 1975. Las convenciones citadas rigen como ley de la República en virtud de su promulgación como tales por los decretos supremos del Ministerio de Relaciones exteriores Nºs. 664, de 1975, y 364, de 1976, publicados en el Diario Oficial de los días 30 de octubre de 1975 y 12 de julio de 1976, respectivamente.


Chile formuló una reserva a fin de precisar que cuando el inversionista plantee su reclamación ante un tribunal judicial o administrativo chileno, su decisión será definitiva y no podrá, subsecuentemente, recurrir al arbitraje internacional (anexo G-21.1).


En esta forma, los mecanismos de solución de controversias previstos en estas disposiciones del Tratado son, en lo sustancial, análogos a los ordinariamente establecidos en los convenios bilaterales sobre promoción y protección recíproca de inversiones que nuestro país ha celebrado con una treintena de países, como ya se os ha señalado, y son concordantes con los instrumentos internacionales que nuestro país ha suscrito en la materia.


Además, armonizan con los artículos 5º, Nº 7; 222 y 227, Nº 5º, del Código Orgánico de Tribunales, que permiten a las partes nombrar a los jueces árbitros que resolverán el asunto litigioso y a éstos resolver en los asuntos que determinen las leyes. Entre éstas, cabe incluir, como leyes especiales, a los tratados internacionales, por la fuerza legal que se les reconoce una vez incorporados al orden jurídico interno.


c) El comercio transfronterizo de servicios (Capítulo H, artículos H-01 a H-12 y anexos H-10.5, I, II , III, IV y V).


Estas normas se refieren a las medidas que una Parte adopte o mantenga sobre el comercio transfronterizo de servicios que realicen los prestadores de servicio de la otra Parte, incluidas las relativas a la producción, distribución, comercialización, venta y prestación de un servicio; la compra, o uso o el pago de un servicio; el acceso a sistemas de distribución y su uso, y al transporte relacionado con la prestación de un servicio de la otra Parte, y el otorgamiento de una fianza u otra forma de garantía financiera, como condición para la prestación de un servicio (artículo H-01.1).


No se aplican al comercio transfronterizo de servicios financieros; los servicios aéreos, incluidos los de transporte aéreo nacional e internacional, regulares y no regulares, así como las actividades auxiliares de apoyo a los servicios aéreos; las compras gubernamentales hechas por una parte o empresa del Estado, ni a los subsidios o donaciones otorgados por una Parte a una empresa del Estado, incluidos los préstamos, garantías y seguros apoyados por el Gobierno (artículo H-01.2).


Para la realización de este comercio, las Partes se comprometen a otorgarse los tratos nacional y de nación más favorecida y, entre éstos, el mejor (artículos H-02, H-03 y H-04).


Además, se obligan a no exigir a un prestador de servicios de la otra Parte que establezca o mantenga una oficina de representación ni ningún tipo de empresa, o que sea residente en su territorio como condición para la prestación transfronteriza de un servicio (artículo H-05).


En este ámbito, ambos países formulan diversas reservas. 


Respecto de las medidas existentes y los compromisos de liberalización (anexo I), Chile se reserva, principalmente, los derechos siguientes: 


El de prohibir o imponer limitaciones sobre la participación en el capital o activos de una empresa del Estado existente o entidad gubernamental existente por parte de inversionistas de Canadá o de un Estado no-Parte o sus inversiones.


El de exigir que las personas naturales o jurídicas extranjeras que deseen efectuar excavaciones, prospecciones, sondeos y/o recolecciones antropológicas, arqueológicas y paleontológicas soliciten permiso al Consejo de Monumentos Nacionales.


El de exigir que los auditores externos de las instituciones financieras estén inscritos en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y en la Superintendencia de Valores y Seguros.


El de exigir que los ingenieros y técnicos graduados en el extranjero, y especialmente contratados para ejercer una función en Chile, obtengan una autorización del respectivo colegio profesional.


El de reservar sólo a los chilenos el ejercicio de la profesión de abogado.


El de autorizar sólo a personas naturales chilenas para prestar servicios de agentes y despachadores de aduanas y en los servicios de guardias privados armados.


El de exigir a las personas que tengan armas, explosivos o sustancias análogas, que procedan a su inscripción en la Dirección General de Movilización Nacional del Ministerio de Defensa Nacional.


El de autorizar sólo a las personas naturales o jurídicas chilenas para registrar en Chile una aeronave o nave.


El de reservar el cabotaje a las naves chilenas y el exigir nacionalidad chilena al capitán y al patrón de la nave.


Respecto de las medidas futuras (anexo II), Chile se reserva los derechos siguientes:


El de adoptar o mantener cualquier medida con respecto a la radiocomunicación, los cables submarinos y la prestación de redes de telecomunicaciones y servicios de telecomunicaciones.


El de adoptar o mantener cualquier medida relativa a la imposición de requisitos para que la producción y la distribución de agua potable y la recolección y disposición de aguas servidas, servicios sanitarios tales como alcantarillado, disposición de desechos y tratamiento de aguas servidas sólo pueda ser prestado por personas jurídicas chilenas.


El de controlar las actividades pesqueras de extranjeros y el uso de playas, terrenos de playa, porciones de agua y fondos marinos para el otorgamiento de concesiones marítimas.


El de imponer requisitos de residencia, registros y/o cualquier otra forma de presencia local o de establecer garantías financieras como condición para prestar servicios de construcción en Chile.


El de adoptar o mantener medidas respecto de personas que presten servicios de educación y otros servicios sociales.


El de adoptar o mantener medidas equivalentes respecto de proveedores canadienses de servicios profesionales, técnicos y especializados.


El de adoptar o mantener cualquier medida respecto a la adquisición, venta u otra forma de disposición, por parte de nacionales de Canadá, de bonos, valores de tesorería u otro tipo de instrumento de deuda emitidos por el Banco Central o por el Gobierno de Chile.


Se contemplan normas especiales para el otorgamiento de licencias y certificados que aseguren el intercambio de servicios profesionales, especialmente en el caso de los consultores jurídicos extranjeros y los ingenieros (anexo H-10.5).


d) Las normas sobre los servicios de telecomunicaciones (Capítulo I, artículos I-01 a I-10 y anexos I-04.8 e I-10).


Mediante estas normas, las Partes se comprometen, principalmente, a garantizar a personas de la otra Parte el acceso a redes y servicios públicos de transporte de telecomunicaciones y su uso, comprendidos los derechos a comprar o arrendar y conectar equipos con la red pública; a interconectar circuitos privados con las redes públicas, a realizar funciones de conmutación, señalización y procesamiento, y a utilizar protocolos de operación (artículo I-02.1 y 2).


Además, se deberá garantizar que la fijación de precios para los servicios públicos de transporte de telecomunicaciones refleje los costos económicos directamente relacionados con la prestación de los servicios; y que los circuitos privados arrendados estén disponibles a un precio calculado sobre la base de una tasa fija (artículo I-02.3).


También se contemplan normas sobre la prestación de servicios mejorados o de valor agregado (artículo I-03); medidas relativas a la normalización (artículo I-04); a los monopolios que las Partes pueden establecer en este tipo de servicios y las conductas que deben ser observadas para evitar prácticas contrarias a la libre competencia (artículo I-05); a la transparencia en las medidas de acceso a los servicios (artículo I-06) y acerca de la cooperación técnica para el desarrollo de la infraestructura de servicios de transporte de telecomunicaciones interoperables y otras consultas para determinar la posibilidad de liberalizar aun más el comercio de todos los servicios de telecomunicaciones (artículo I-09).


e) Las normas sobre competencia, monopolios y empresas del Estado (Capítulo J, artículos J-01 a J-04 y anexo J-04).


En esta materia, las Partes se comprometen a adoptar o mantener medidas que prohíban prácticas de negocios contrarias a la competencia y a emprender acciones que procedan al respecto, reconociendo que estas medidas coadyuvarán a lograr los objetivos de este Tratado (artículo J-01).


Deberán, además, asegurar que cualquier monopolio de propiedad privada que la Parte designe, o gubernamental que ella mantenga, actúe de manera que no sea incompatible con las obligaciones de la Parte en este Tratado, en relación con el bien o servicio monopolizado, en el otorgamiento de permisos de importación o exportación, en la aprobación de operaciones comerciales o en la imposición de cuotas, derechos u otros cargos (artículo J-02.3).


Tratándose de empresas del Estado, cada Parte se asegurará de que ellas actúen de manera compatible con las obligaciones de la Parte en materia de inversiones, especialmente cuando la Parte les haya delegado facultades para expropiar, otorgar licencias, aprobar operaciones comerciales o imponer cuotas, derechos u otros cargos, evitando un trato discriminatorio en contra de las inversiones de inversionistas de la otra Parte (artículo J-03).


f) Las normas sobre entrada temporal de personas de negocios (Capítulo K, artículos K-01 a K-08 y anexos K-03, K-03.1 y apéndices K-03.I.1; K-03.1.3; K-03.IV.1 y K-03.IV.4)


Los Gobiernos de Chile y de Canadá han coincidido en estimar que, para lograr los objetivos de liberalización comercial, es conveniente facilitar la entrada temporal de personas de negocios conforme al principio de reciprocidad, sin perjuicio de garantizar la seguridad de sus fronteras y de proteger la fuerza de trabajo nacional y el empleo permanente en sus respectivos territorios (artículo K-01).


Con tal propósito, se establecen normas especiales que permiten el ingreso de visitantes de negocios, de comerciantes e inversionistas y de profesionales, sin exigirles pruebas de certificación laboral y sin imponerles ninguna restricción numérica a la entrada, sin perjuicio de requerirles la obtención previa de una visa o documento equivalente y el cumplimiento de las medidas relativas a la salud y seguridad públicas y a la seguridad nacional ( artículo K-03.1 y anexos K-03, K-03.1 y apéndices K-03.I.1 y K-03.IV.1).


Las Partes podrán, sin embargo, negar la expedición de un documento migratorio que autorice el empleo de una persona de negocios cuando su entrada temporal afecte desfavorablemente la solución de cualquier conflicto laboral en curso o el empleo de cualquier persona que intervenga en ese conflicto (artículo K-03.2).


Las controversias que se susciten entre las Partes como consecuencia de una negativa de autorización de entrada temporal podrán ser resueltas por la Comisión de Libre Comercio que se establece en este Tratado (capítulo N) o mediante los buenos oficios, la conciliación o la mediación, a condición que la negativa corresponda a una práctica recurrente y la persona de negocios afectada haya agotado los recursos administrativos a su alcance.


 


5. Las disposiciones administrativas institucionales (Cuarta parte: capítulos L, M y N; artículos L-01 a N-20 y anexos N-01.2, N-02.2 y N-04).


a) Las normas sobre publicación, notificación y administración de leyes (capítulo L, artículos L-01 a L-06).


Como se desprende del epígrafe, estas normas tienen por objeto que las Partes adopten diversas medidas de publicidad sobre la normativa y procedimientos administrativos internos aplicables a cualquier asunto comprendido en este Tratado.


Con tal objeto, cada una de ellas designará un punto de enlace que facilite la comunicación entre ellas y establecerá y mantendrá tribunales o procedimientos judiciales, cuasijudiciales o administrativos para efectos de la pronta revisión o corrección de las acciones relacionadas con dichos asuntos.


b) Las normas sobre derechos "antidumping" y compensatorios (Capítulo M, artículos M-01 a M-08).


El propósito de estas normas es la eliminación recíproca y gradual de la posibilidad de aplicar medidas "antidumping" en el comercio bilateral, así como la agilización del procedimiento de solución de controversias de la OMC si hay disputas respecto a la aplicación de derechos compensatorios.


Se estima que para Chile es positivo adoptar medidas como las enunciadas, porque asegura el acceso libre al mercado canadiense para las exportaciones chilenas. Ellas no implican ningún costo real, ya que nunca se ha aplicado derecho "antidumping" en el comercio bilateral, por lo que se consolida una realidad comercial.


Por su parte, el sistema de solución de controversias convenido acorta los plazos de la OMC y, además, permite algo muy importante para el sector privado, como es la obligación de Canadá de devolver con intereses los derechos cobrados en exceso, cuando la recomendación de un panel así lo determine.


b.1) La exención recíproca de la aplicación de las leyes sobre derechos "antidumping" (artículo M-01).


Desde la fecha de entrada en vigor de este Tratado, las Partes se comprometen a no aplicar su legislación interna "antidumping" que afecte a bienes de la otra Parte. Además, ninguna de ellas iniciará investigaciones "antidumping" o revisiones "antidumping" en relación con dichos bienes, y pondrá término a las que se encuentren en curso. También se comprometen a no imponerles nuevos derechos "antidumping" y a revocar los existentes (artículo M-01).


Estas reglas se aplican sólo respecto de los bienes que la autoridad investigadora competente de la Parte importadora determine que son bienes de la otra Parte. Dicha autoridad será, en el caso de Canadá, el Tribunal Canadiense de Comercio Internacional ("Canadian International Trade Tribunal") o el Viceministro de Recaudación Nacional de Aduanas y Gravámenes (Deputy Minister of National Revenue for Customs and Excise); y, en el caso de Chile será la Comisión Nacional Encargada de Investigar la Existencia de Distorsiones en el Precio de las Mercaderías Importadas (artículo M-08).


b.2) Los mecanismos de solución de controversias en materia de derechos "antidumping" y derechos compensatorios (artículo M-07).


Las controversias que se susciten en la materia serán resueltas mediante los mecanismos de consulta que se establecen en el Tratado o los mecanismos establecidos en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias o en el Acuerdo relativo a la aplicación del artículo VI del GATT 1994, ambos instrumentos anexos al Acuerdo de Marrakech, constitutivo de la OMC, vigentes en el país como ley de la República en virtud de su promulgación por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 16, de 1995, publicado en el Diario Oficial el 17 de mayo del mismo año.


Acerca de estos mecanismos, el mensaje os señala que en este Tratado se agilizan los plazos para el establecimiento de los paneles y la devolución de los derechos cobrados en exceso, con intereses. Añade que este mismo sistema de solución de disputas se aplicará en caso de reclamos por derechos compensatorios, respecto de los cuales no hay compromiso de exención entre Chile y Canadá, por lo que el sistema de solución de disputas anterior se aplicará aun después de finalizado el período de transición para efectos de dichos derechos.


Por otra parte, el mensaje os hace notar que "el acuerdo logrado en esta materia entre Chile y Canadá marca un importante precedente a nivel internacional", y tiene por objeto seguir fomentando las políticas de liberalización del comercio internacional "para evitar que las grandes economías afecten a nuestro sector exportador, utilizando la supuesta existencia de dumping como excusa".


c) Las disposiciones institucionales y procedimientos para la solución de controversias (Capítulos N, artículos N-01 a N-20 anexos N-01.2; N-02.2 y N-04).


c.1) La Comisión de Libre Comercio y su Secretariado (artículos N-01 y N-02).


La Comisión de Libre Comercio, integrada por representantes de las Partes a nivel de Secretarios de Estado, o por quienes ellos designen, es el órgano principal que se establece para supervisar la puesta en práctica del Tratado; vigilar su ulterior desarrollo; resolver las controversias que pudiesen surgir respecto a su interpretación o aplicación y supervisar la labor de todos los diversos órganos creados para la administración de este Tratado. Entre éstos, están el Comité de Comercio de Bienes y Reglas de Comercio y los Subcomités de Agricultura y de Aduanas; el Comité de Normas de Telecomunicaciones; el Comité sobre Medidas de Antidumping y Compensatorias; el Comité Consultivo de Controversias Comerciales Privadas y el Grupo de Trabajo de Entrada Temporal (artículo N-01 y anexo N-01.2).


La Comisión establecerá un Secretariado que estará integrado por secciones nacionales, correspondiendo a cada una de las Partes establecer la oficina permanente de su sección; encargarse de la operación y asumir los costos correspondientes, inclusive la remuneración y gastos que deban pagarse a los panelistas y miembros de los comités y designar al Secretario de su sección (artículo N-02).


c.2) Las normas sobre la solución de controversias (artículos N-03 a N-18 y anexos N-02.2 y N-04)).


El principio general es que las Partes procurarán, en todo momento, llegar a un acuerdo sobre la interpretación y la aplicación de este Tratado y, mediante la cooperación y consultas, se esforzarán siempre por alcanzar una solución mutuamente satisfactoria de cualquier asunto que pudiese afectar su funcionamiento (artículos N-03 y N-06).


En controversias relacionadas con materias del Tratado y del Acuerdo de la OMC, la Parte reclamante puede resolver en qué foro debe resolverse la disputa.


Según el Tratado, si no se llega a un acuerdo mediante las consultas, cualquiera de las Partes podrá llevar el asunto al conocimiento de la Comisión de Libre Comercio, la que podrá convocar asesores técnicos o crear grupos de trabajo o de expertos; recurrir a los buenos oficios, la conciliación, la mediación o a otros procedimientos de solución de controversias, o formular recomendaciones (artículo N-07).


Si la Comisión no resuelve el asunto dentro de plazo, las Partes pueden solicitar la constitución de un panel arbitral. Cada Parte selecciona dos panelistas ciudadanos de la otra Parte y el presidente se designa de común acuerdo y, si no lo hay, por un sistema de sorteo.


Para estos efectos, a más tardar el 1 de enero de 1998, integrarán una lista de veinte individuos que cuenten con las aptitudes y las disposiciones necesarias para ser panelistas, cuatro de los cuales no podrán ser ciudadanos de ninguna de las Partes. Los miembros de la lista deberán tener, principalmente, conocimientos especializados o experiencia en derecho y comercio internacional, y deberán ser elegidos estrictamente en función de su objetividad, confiabilidad y buen juicio. En el cumplimiento de sus funciones, deberán ser independientes, no estar vinculados con cualquiera de las Partes, y no recibir instrucciones de las mismas (artículos N-08 y N-09).


Corresponderá a la Comisión fijar los montos de la remuneración y los gastos que deban pagarse a los panelistas, miembros de los comités y a los integrantes de los comités de revisión científica (anexo N-02.2).


A instancia de una Parte o por resolución del panel, se podrá solicitar un informe escrito a un comité de revisión científica sobre cualquiera cuestión de hecho relativa a aspectos relacionados con el medio ambiente, la salud, la seguridad u otros asuntos científicos planteados por una Parte en el proceso (artículo N-14).


Una vez que las Partes reciban el informe final del panel, deberán convenir en la solución de la controversia, la cual, por lo regular, se ajustará a las determinaciones y recomendaciones del panel. Siempre que sea posible, la resolución consistirá en la no ejecución o en la derogación de la medida disconforme con el Tratado. Si las Partes no llegan a un acuerdo sobre una solución satisfactoria, la Parte reclamante puede suspender la aplicación de beneficios de efecto equivalente a la Parte demandada (artículos N-17 y N-18 y anexo N-04).


 


 


6. Otras disposiciones (Quinta parte: capítulos O y P, artículos O-01 a P-06).


a) Las excepciones generales al Tratado (Capítulo O, artículos O-01 a O-07 y anexos O-03.1, O-03.6 y O-06).


Para los efectos de regular el comercio bilateral de bienes, se incorporan a este Tratado las excepciones del artículo XX del GATT 1994 y se dispone que la normativa sobre comercio de bienes y servicios no impide que una Parte adopte medidas para asegurar el cumplimiento de sus leyes que no sean incompatibles con el Tratado, aun aquellas que se refieren a la salud, seguridad y protección del consumidor (artículo O-01).


En relación con la seguridad nacional, se establece que ninguna de las disposiciones de este Tratado se interpretará en el sentido de obligar a una de las Partes a proporcionar ni dar acceso a información cuya divulgación considere contraria a sus intereses esenciales en materia de seguridad o en el de impedirle adoptar medidas para protegerlos, en especial en materias relativas al comercio de armamentos; de medidas adoptadas en tiempo de guerra o de otras emergencias en las relaciones internacionales o a la aplicación de políticas nacionales o de acuerdos internacionales referidos a no proliferación de armas nucleares o de otros dispositivos explosivos nucleares (artículo O-02).


Acerca de las medidas de tributación interna, se declara que el Tratado no afectará los derechos y obligaciones de las Partes que se deriven de cualquier convenio tributario y que, en caso de incompatibilidad, prevalecerá dicho convenio. Las Partes acuerdan celebrar un tratado bilateral de doble tributación e intercambiar cartas que establezcan la relación entre ese Tratado y éste sobre el que se os informa (artículo O-03 y anexo O-03.1).


En relación con balanza de pagos, el Tratado permite adoptar medidas que restrinjan las transferencias en caso de dificultades serias de balanza de pago o amenaza de las mismas. La parte deberá someter a revisión del Fondo Monetario Internacional las medidas que aplique, debiendo evitar daños innecesarios y debiendo ser éstas temporales (artículo O-07).


Se exceptúan del régimen del Tratado las industrias culturales, salvo en lo que se refiere a acceso al mercado y eliminación de tarifas arancelarias, entendiéndose por tales las relacionadas con publicaciones, grabaciones de películas, video o música, radiocomunicación y actividades relacionadas con la radio, televisión y transmisión por cable y los servicios de programación de satélites y redes de transmisión (artículos O-06 y O-07 y anexo O-06).


b) Las disposiciones finales (Capítulo P, artículos P-01 a P-06).


Estas disposiciones regulan, sustancialmente, la integridad del Tratado, su enmienda, entrada en vigor, la accesión de Chile al TLCAN (NAFTA), la duración y término de este Tratado y los textos auténticos de éste.


b.1) Integridad del Tratado.


Al respecto, se dispone que los anexos, apéndices y notas de este Tratado constituyen parte integral del mismo (artículo P-01).


b.2) Las enmiendas del Tratado.


Las Partes podrán convenirlas y las que se aprueben, según los procedimientos jurídicos correspondientes de cada Parte, constituirán parte integral del Tratado (artículo P-02).


b.3) Vigencia del Tratado.


Este Tratado regirá a partir del 2 de junio de 1997, una vez que se intercambien las notificaciones escritas que certifiquen que las Partes han concluido las formalidades jurídicas internas necesarias (artículo P-03).


b.4) Accesión de Chile al TLCAN.


Las Partes, esto es, los Gobiernos de Chile y de Canadá, se comprometen a trabajar por la pronta accesión de Chile al Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN o Nafta, según la sigla que se use) (artículo P-04).


b.5) Duración y término del Tratado.


Este Tratado regirá indefinidamente, salvo que una Parte le ponga término por aviso previo a la otra Parte, dado con seis meses de anticipación (artículo P-05).


b.6) Textos auténticos.


Los textos del Tratado, suscrito en español, francés e inglés, se declaran igualmente auténticos (artículo P-06).


 


C. RESEÑA DE LOS ACUERDOS DE COOPERACIÓN AMBIENTAL Y LABORAL.


 


Como ya os lo hemos anticipado, estos Acuerdos son de una estructura normativa análoga, ya que con las diferencias propias de sus respectivas materias de fondo, coinciden en regular sus objetivos, las obligaciones que contraen las Partes, a la organización y atribuciones de la Comisión para la Cooperación Ambiental o Laboral, según el caso; la cooperación y suministro de información, las consultas y solución de controversias y sus disposiciones generales y finales.


 


1. Sus Objetivos (Primera Parte).


a) Los principales objetivos del Acuerdo de Cooperación Ambiental (artículo 1).


Ellos son:


-Alentar la protección y mejoramiento del medio ambiente.


-Promover el desarrollo sustentable a partir de la cooperación y el apoyo mutuo en políticas ambientales y económicas.


-Evitar la creación de distorsiones o de nuevas barreras en el comercio.


-Mejorar la observancia y aplicación de las normas ambientales.


-Promover la transparencia y participación de la sociedad en la elaboración de las normas y políticas ambientales.


-Promover políticas y prácticas para prevenir la contaminación (artículo 1).


b) Los principales objetivos del Acuerdo de Cooperación Laboral (artículo 1).


Ellos son:


-Mejorar las condiciones de trabajo y los niveles de vida en el territorio de cada Parte.


-Promover al máximo los principios laborales de la libertad de asociación y protección del derecho de organización; el derecho a la negociación colectiva; el derecho de huelga; la prohibición del trabajo forzado; la protección en el trabajo para los niños y los menores; las condiciones laborales mínimas; la eliminación de la discriminación laboral; la igual remuneración para hombres y mujeres; la prevención e indemnización de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y la protección de los trabajadores migratorios.


-Estimular la cooperación para promover la innovación, así como niveles de productividad y calidad creciente.


-Desarrollar actividades de cooperación laboral, sobre la base del beneficio mutuo.


-Promover la observancia y la aplicación efectiva de la legislación laboral de cada Parte, y


-Fomentar la transparencia en la administración de la legislación laboral.


 


2. Las obligaciones que contraen las Partes (Segunda Parte).


a) Las obligaciones en el Acuerdo de Cooperación Ambiental (artículos 2 a 7).


Entre las diversas obligaciones que las Partes contraen en relación con su territorio, se obligan a elaborar y a poner a disposición del público informes sobre el estado del medio ambiente; a promover la educación y la investigación científica y el desarrollo tecnológico en materias ambientales y a evaluar los impactos ambientales.


Además, se comprometen a examinar la posibilidad de prohibir la exportación al territorio de la otra Parte de pesticidas o de sustancias tóxicas cuyo uso esté prohibido en su propio territorio, y a garantizar que sus leyes y reglamentos prevean altos niveles de protección ambiental, esforzándose por mejorar sus disposiciones.


Para lograr los altos niveles de protección ambiental, se obligan a adoptar medidas con objeto de dar efectiva aplicación a su normativa ambiental interna, entre las que se contemplan el nombramiento y capacitación de inspectores; la vigilancia del cumplimiento de tal normativa y la investigación de las presuntas violaciones, mediante incluso visitas de inspección in situ; la utilización de licencias, permisos y autorizaciones y el inicio oportuno de procedimientos judiciales, cuasijudiciales o administrativos para procurar las sanciones y reparaciones adecuadas en caso de violación.


Los particulares deberán ser autorizados a presentar solicitudes de investigación de las violaciones de la normativa ambiental mediante procedimientos justos, abiertos y equitativos.


b) Las obligaciones en el Acuerdo de Cooperación Laboral (artículos 2 a 7).


En virtud del compromiso general que las Partes contraen, cada una de ellas se obliga a asegurar que sus leyes y reglamentos laborales prevean altas normas y reglamentos laborales, congruentes con centros de trabajo de alta calidad y productividad y a continuar esforzándose por mejorar dichas normas y reglamentos.


Del mismo modo que en el Acuerdo de Cooperación Ambiental, en este caso las Partes se obligan a adoptar medidas gubernamentales de fiscalización para vigilar, garantizar y alentar el cumplimiento de las leyes e investigar y sancionar su incumplimiento.


De manera análoga a como se establece en el Acuerdo de Cooperación Ambiental, en el de Cooperación Laboral deberá reconocerse a los particulares el derecho a presentar solicitudes para hacer efectivos los derechos laborales establecidos en la ley o en los convenios colectivos del trabajo, para lo cual deberán otorgarse las garantías procesales pertinentes.


 


3. Las Comisiones para la Cooperación Ambiental y Laboral (Tercera Parte).


a) La Comisión para la Cooperación Ambiental (artículos 8 a 19).


Esta Comisión estará integrada por un Consejo, un Comité Conjunto Revisor de Peticiones y un Comité Consultivo Público Conjunto y será asistida por un Secretariado Nacional de cada Parte.


El Consejo, constituido a nivel de Ministro de Estado, será el órgano rector de la Comisión y, entre las diversas funciones que se le encomiendan, le corresponderá servir de foro para la discusión de los asuntos ambientales y supervisar la aplicación del Acuerdo (artículos 9 y 10).


Los Secretariados Nacionales brindarán apoyo técnico, administrativo y operativo al Consejo y a los comités y grupos establecidos por él mismo, así como de cualquier otra clase que disponga el Consejo (Nº 3 del artículo 11).


Las solicitudes que particulares formulen en relación con la efectiva aplicación de la legislación ambiental deberán ser presentadas a los Secretariados Nacionales, los que las remitirán al conocimiento del Comité Conjunto Revisor de Peticiones cuando ellas cumplan los requisitos formales y de fondo exigidos.


Este Comité deberá abstenerse de entrar en su estudio si es notificado por una Parte de que el asunto está pendiente en sus tribunales judiciales o administrativos o está siendo considerado en la Comisión para la Cooperación Ambiental constituida en el seno del Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte (artículo 14).


b) La Comisión para la Cooperación Laboral (artículos 8 a 17).


Esta Comisión estará integrada por un Consejo Ministerial, integrado por los Ministros del Trabajo de las Partes, que contará con la colaboración del Secretariado Nacional de cada Parte.


La principal función del Consejo será supervisar la aplicación del Acuerdo y elaborar recomendaciones sobre su desarrollo futuro y tratar las cuestiones y controversias que se susciten entre las Partes sobre la interpretación o la aplicación del Acuerdo.


Además, promoverá actividades de cooperación en diversas áreas que tienen relación con los principios laborales, que constituyen uno de los objetivos del Acuerdo.


 


4. Normas sobre cooperación y suministro de información ambiental y de cooperación y evaluación laboral (Cuarta Parte).


a) La cooperación e información en el Acuerdo de Cooperación Ambiental (artículos 20 y 21).


En virtud de estas normas, las Partes se comprometen, principalmente, a procurar, en todo momento, lograr el consenso sobre la interpretación y aplicación de este Acuerdo y harán el mayor esfuerzo por resolver, mediante cooperación y consultas, cualquier asunto que pudiera afectar su funcionamiento (artículo 20).


En cuanto al suministro de información, cada Parte se obliga, sustancialmente, a poner a disposición del órgano del Acuerdo que lo solicite cualquier información en su poder, solicitada para elaborar un informe o un expediente de hechos, incluso la información sobre su cumplimiento y aplicación (artículo 21).


b) La cooperación y evaluación en el Acuerdo de Cooperación Laboral (artículos 18 a 24).


En esta materia, ambos Acuerdos son análogos. El consenso, la cooperación y las consultas son los mecanismos que las Partes observarán en el cumplimiento de este Acuerdo, para los cual los Secretariados Nacionales servirán de instancias administrativas permanentes al servicio de las Partes y de los órganos del Acuerdo, entre ellos, el Comité de Evaluación de Expertos, que examinará, a la luz de los objetivos de este instrumento y en forma no contenciosa, las pautas de conducta de las Partes en la aplicación de las normas sobre seguridad e higiene en el trabajo y de otras normas técnicas laborales, a menos que se trate de un asunto no relacionado con el comercio o no amparado por leyes laborales reconocidas mutuamente, casos éstos en los que dicho Comité no podrá ser convocado.


 


5. La solución de controversias en los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral (Quinta Parte).


Los mecanismos en ambos Acuerdos son sustancialmente los mismos.


En los dos instrumentos, el primer recurso para solucionar diferencias es la consulta. En el Acuerdo Ambiental, la consulta podrá tener lugar respecto a la existencia de persistentes omisiones en la aplicación efectiva de la legislación ambiental de la otra Parte, entendiendo por tal la que se define en el Acuerdo, que excluye la explotación de recursos naturales. En el Acuerdo Laboral, procederá cuando existan persistentes omisiones respecto a la aplicación de las normas técnicas laborales de una Parte en materia de seguridad e higiene en el trabajo, trabajo infantil o salarios mínimos (artículos 22 en el Acuerdo Ambiental y 25 en el Acuerdo Laboral).


Si el asunto no es resuelto por la vía de las consultas, se podrá recurrir a un panel arbitral. En el Acuerdo de Cooperación Ambiental, se podrá hacerlo cuando se alegue una omisión persistente de la Parte demandada en la aplicación efectiva de su legislación ambiental relativa a lugares de trabajo, las empresas, las compañías o los sectores que produzcan bienes o proporcionen servicios que sean objeto de comercio entre los territorios de las Partes, o que compitan en territorio de la Parte demandada con bienes o servicios proporcionados por personas de la otra Parte (artículo 24). En el Acuerdo de Cooperación Laboral, se podrá hacerlo cuando la omisión persistente que incide en la aplicación de las normas técnicas laborales antes señaladas esté relacionada con el comercio y se encuentre amparada por leyes laborales reconocidas mutuamente (artículo 26).


Los Acuerdos regulan el establecimiento de una lista de panelistas, fijan los requisitos que deben cumplir quienes la integren, determinan los procedimientos para su elección, señalan los procedimientos que deben observar los panelistas en el ejercicio de sus funciones, autorizan los informes preliminar y final que podrán presentar a las Partes y señalan los procedimientos que podrán seguir las Partes para obtener el cumplimiento del informe final y la revisión de su cumplimiento, inclusive los procedimientos internos de aplicación y cobro de las contribuciones monetarias que puede ordenar el panel (artículos 25 a 35 y anexo 33, en el Acuerdo de Cooperación Ambiental, y artículos 27 a 37 y anexo 35, en el Acuerdo de Cooperación Laboral).


En los anexos recién citados, se dispone que la contribución monetaria no será mayor de 10 millones de dólares estadounidenses o su equivalente en la moneda nacional de la Parte demandada.


Estos procedimientos internos de aplicación y cobro de las determinaciones del panel arbitral son iguales. 


En Chile, corresponderá que el Secretariado Nacional de Canadá del Acuerdo en cuyo marco se produjo la controversia presente ante un tribunal competente una copia certificada de la determinación de un panel sólo si nuestro país no está cumpliendo con la determinación que le ordena pagar una contribución monetaria por la omisión persistente de que ha sido acusado. El tribunal competente será la Corte Suprema, ante la cual el Secretariado Nacional de Canadá certificará que la determinación del panel es definitiva y no está sujeta a impugnación. La Corte Suprema emitirá una resolución para ordenar la ejecución de la determinación del panel en el plazo de diez días, desde que se presentó el requerimiento. Esta resolución será dirigida a la autoridad administrativa competente, para su pronto cumplimiento (artículos 35, en el Acuerdo de Cooperación Ambiental, y 37, en el Acuerdo de Cooperación Laboral).


Se trata de un procedimiento especial que no modifica la competencia actual de la Corte Suprema para autorizar la ejecución de resoluciones dictadas por jueces árbitros, al tenor de las disposiciones del Código de Procedimiento Civil que determinan la forma de cumplir en Chile las resoluciones de tribunales extranjeros, incluidas entre ellas las dictadas por jueces árbitros (artículos 242 a 247).


En virtud de las disposiciones citadas, estas resoluciones tendrán la fuerza que les concedan los tratados internacionales y en su ejecución se seguirán los procedimientos que establezca la ley chilena, en cuanto no aparezcan modificados por dichos tratados.


De este modo, se os informa que los procedimientos regulados por los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral no importan una modificación de la ley orgánica constitucional que rige los Tribunales de la República y, en consecuencia, no procede la consulta señalada en el respecto la opinión de la Corte Suprema, como lo ordena el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política.


 


6. Disposiciones Generales en los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral (Sexta Parte).


Ambos Acuerdos contienen disposiciones generales casi del mismo tenor, como se os reseña en seguida:


En primer término, en los dos instrumentos se declara, como principio para la aplicación de la legislación ambiental o laboral, que ninguna de sus disposiciones se podrá interpretar en el sentido de otorgar derecho a las autoridades de una de las Partes para llevar a cabo actividades de aplicación de su legislación ambiental o laboral en el territorio de la otra Parte (artículos 37, en el Acuerdo de Cooperación Ambiental, y 39, en el de Cooperación Laboral). 


En lo que respecta a los derechos de particulares, se dispone que ninguna de las Partes podrá otorgar derecho de acción en su legislación contra la otra Parte, con fundamento en que una medida de ella es incompatible con estos Acuerdos (artículos 38 y 40 de los Acuerdos Ambiental y Laboral, respectivamente).


En resguardo de la seguridad nacional, se establece que ninguna disposición del Acuerdo de Cooperación Ambiental podrá ser interpretada en el sentido de obligar a las Partes a proporcionar o dar acceso a información cuya divulgación considere contraria a sus intereses esenciales en materia de seguridad o de impedir que se adopten medidas para protegerlos, si se refieren a armamento, municiones y pertrechos de guerra, o a la aplicación de políticas nacionales o de acuerdos internacionales en materia de no proliferación de armas nucleares o de otros dispositivos explosivos nucleares (artículo 42).


 


7. Disposiciones finales de los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral (Séptima Parte).


Al tenor de estas disposiciones, los dos Acuerdos entrarán en vigor el 2 de junio de 1997, inmediatamente después de la vigencia del Tratado de Libre Comercio, una vez que se intercambien los instrumentos correspondientes (artículo 46 en ambos Acuerdos).


También en ambos se comprometen las Partes a trabajar por la pronta accesión de Chile a los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral de América del Norte, suscritos en el marco del Nafta (artículos 48, en ambos Acuerdos).


 


8. Instrumentos Anexos a los acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral.


a) Los anexos del Acuerdo de Cooperación Ambiental.


Este Acuerdo consta de los instrumentos anexos siguientes:


1. Anexo 33: contribuciones monetarias. Fija el monto máximo de la contribución monetaria que podrá ordenar el panel arbitral en una omisión persistente en la aplicación efectiva de su legislación ambiental (US$ 10.000.000).


2. Anexo 41: extensión de las obligaciones. Establece las oportunidades en que Canadá podrá presentar la lista de las provincias por las cuales estará sujeto respecto a los asuntos comprendidos en la jurisdicción interna de dichas provincias.


3. Anexo 44.1: definiciones específicas por país. Ambos países definen los conceptos de ciudadano y de territorio.


4. Anexo 44.2: definición de legislación ambiental para Chile. Ella queda sujeta a los apéndices 44B.1, 44B.2 y 44B.3 hasta el 2 de junio de 1999. Estos documentos contienen una larga lista de disposiciones legales y reglamentarias nacionales, que nuestro país declara comprendida en su "legislación ambiental" para los efectos del Acuerdo.


b) Los anexos del Acuerdo de Cooperación Laboral.


Este Acuerdo consta de los instrumentos anexos siguientes:


1. Anexo 1: principios laborales. Determina los principios que las Partes se comprometen a promover conforme a las condiciones que establezca su legislación interna, sin que constituyan normas comunes mínimas para dicha legislación. A ellos ya se os ha hecho referencia al comentaros los objetivos del Acuerdo.


2. Anexo 21: resolución interpretativa. Indica la función que le corresponderá cumplir al experto seleccionado para que integre el Comité de Evaluación de Expertos (CEE).


3. Anexo 35: contribuciones monetarias. Determina el monto máximo de la contribución monetaria que podrá determinar el panel arbitral respecto de la Parte acusada de no cumplir su legislación laboral (US$ 10.000.000).


4. Anexo 43: extensión de las obligaciones. Determina las oportunidades en que Canadá deberá presentar la lista de provincias por las cuales está sujeto respecto a los asuntos comprendidos en la jurisdicción interna de dichas provincias.


5. Anexo 44: definiciones específicas por país. En este documento ambos países definen los alcances de los términos ciudadano y territorio.


Al tenor de los artículos 45 de ambos Acuerdos, estos Anexos constituyen parte integral de ellos. Por tal motivo, el Presidente de la República ha solicitado que sean aprobados conjuntamente con los Acuerdos.


 


IV. LO SUSTANCIAL DE LAS OPINIONES RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.


A. Lo sustancial de las opiniones dadas por los Ministros de Estado, Director General de Relaciones Económicas Internacionales, Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente Y BANCO CENTRAL DE CHILE.


 


1. Del Ministro de Relaciones Exteriores.


El Ministro de Relaciones Exteriores, señor José Miguel Insulza Salinas, entre diversas consideraciones generales, hizo hincapié en que tanto el Acuerdo de Libre Comercio con Canadá, como otros que se han enviado a la Cámara, se insertan en las prioridades de la política exterior fijada por el Presidente Frei, entre las cuales se destacan la internacionalización de la economía chilena y el desarrollo de una política de acercamiento regional, en el marco del regionalismo abierto.


Aseveró que la política de internacionalización se funda, en primer lugar, en la creciente apertura del país hacia el exterior, como parte de su proceso de desarrollo, dentro del cual es un factor muy dinámico, por cuanto mientras la economía del país ha crecido a un ritmo superior al 7 por ciento anual en los últimos siete años, el sector externo de la economía ha crecido al menos en dos puntos más en promedio anual, entendiendo que el promedio es de 9,4 por ciento, lo cual demuestra que los sectores exportador y externo son elementos que dinamizan el desarrollo del país.


En segundo lugar, señaló las fortalezas y debilidades del perfil de inserción internacional, lo que se aprecia claramente en el plano de las exportaciones. Recordó que Chile tiene vinculaciones con un conjunto de mercados, que lo hacen no dependiente de una sola región, ya que está inserto en el Asia Pacífico; en Europa, en particular en la Occidental; en América del Norte y del Sur; y que, además, ha conseguido diversificar de manera importante el perfil de sus exportaciones en la relación con el mundo, multiplicando el número de los productos y las áreas en las cuales ellas se realizan. Agregó que, asimismo, han adquirido creciente importancia las exportaciones con mayor valor agregado y que las exportaciones de servicio alcanzaron el año pasado más de 3.500 millones de dólares.


Después, se refirió a las debilidades, que también son conocidas. Dijo que Chile es un país que exporta con poco valor agregado; que llega a megamercados regionales, pero que las exportaciones a nueve países del mundo dan cuenta de más de las tres cuartas partes de las exportaciones y que, por lo tanto, el país necesita consolidar mercados y desarrollarlos en aquellas áreas respecto de los productos y perfiles que mejor ayuden al proceso de su desarrollo.


En tercer lugar, añade que están las consideraciones respecto del proceso de globalización. Indica que es conocido el dato de que en el período de apertura del país al exterior, del crecimiento del proceso exportador chileno, el porcentaje de participación en el comercio mundial no ha crecido en forma sustantiva; que se discute que sea entre dos y cuatro centésimas, lo cual demuestra que el proceso de apertura de la economía chilena no es único, aunque en Sudamérica vaya muy adelante, sino que acompaña al proceso de globalización de la economía mundial, frente al cual es necesario mantenerse siempre en movimiento, buscando consolidar mercados.


Puntualizó que, para el Gobierno, la prioridad en materia de política de internacionalización es la multilateral. Dice que el Ejecutivo es partidario de la existencia, extensión y perfeccionamiento de un sistema multilateral de comercio global y transparente; y que esa política queda demostrada en los hechos en que el país ha participado en los últimos años: la aprobación unánime de la Ronda Uruguay del GATT en el Congreso Nacional; la reciente participación en la reunión de Singapur, en la cual se hizo hincapié en la necesidad de tener un programa de trabajo que cumpla los objetivos de la Ronda Uruguay de aquí al 2000 y donde los chilenos fueron los únicos latinoamericanos que apoyaron una nueva ronda de negociaciones, a partir del nuevo milenio.


Sin embargo, consideró que, dentro de ese marco, se debe incluir la necesidad de buscar acuerdos estables con las regiones del mundo con las que Chile tiene vinculaciones comerciales, económicas, de inversión o financieras más estrechas, lo que ha dado origen a la política múltiple de negociar acuerdos de cooperación y de complementación económica y de libre comercio con todos los países de América Latina. Añadió que ya los tiene suscritos con México, Venezuela, Colombia, Ecuador y el Mercosur, y que se está negociando con Perú, Panamá y Centroamérica. Es, en este marco de acuerdos estables y regionales, donde se inserta el acuerdo suscrito con Canadá.


Refiriéndose concretamente a su relación con Canadá, expresó que Chile tiene con este país un conjunto de vínculos económicos e institucionales que aconsejan la aprobación de este acuerdo. Expresó que es claro que se está hablando de un país miembro del Grupo de los Siete, de la Organización de Cooperación de Desarrollo Económico, que tiene una población cercana a los 30 millones de habitantes, un producto per cápita superior a los 20 mil dólares y que es considerado uno de los países de mayor desarrollo económico del mundo, representando para Chile un mercado creciente de gran potencial.


Hizo presente que, en el último período, Canadá ha mantenido una política de acercamiento con la región latinoamericana, en la cual se ha coincidido en forma sustantiva. Está planteando una activa política de inversiones y, al mismo tiempo, comparte con los países latinoamericanos el interés por buscar un acuerdo de libre comercio de las Américas, que los englobe en conjunto, de manera de asegurar un mejor acceso de sus mercados a los países de mayor desarrollo. También consideró importante recordar que Canadá fue el país más activo de América del Norte en la promoción de la incorporación de Chile al Mercado Común de América del Norte. Además, con miras a la Cumbre de las Américas, que se desarrollará en Chile el próximo año, Chile comparte con Canadá la noción de que en ese evento se lance la negociación para un acuerdo de libre comercio en toda la región.


Finalmente, expresó su esperanza de que el Congreso Nacional considere en forma favorable el acuerdo de libre comercio con Canadá y lo apruebe, con lo que se permitirá al Ejecutivo seguir adelante con su política de desarrollo y de internacionalización de la economía del país, una de las primeras prioridades del Gobierno.


 


2. Del Ministro de Hacienda.


El Ministro de Hacienda, señor Eduardo Aninat Ureta, inició su intervención señalando que ésta es una ocasión muy especial, por cuanto es la primera vez que nuestro país negocia un acuerdo comercial bilateral con un país desarrollado. Canadá es miembro de la OCDE y parte del Grupo de los 7; cuenta con un ingreso per cápita de cerca de US$ 20.000 e importa anualmente más de US$ 160 mil millones, con una población cercana a 30 millones de personas. La integración de Chile con dicha economía marca, sin duda, un hito importante en nuestro camino hacia el desarrollo económico, acercando a nuestro país al camino de las grandes naciones.


Indicó que Chile y Canadá comparten una visión común acerca del camino por seguir en materia de integración comercial. Por ello, Canadá no sólo constituye un mercado importante para la exportación de nuestros bienes y servicios, y la inversión, sino que también aparece como un socio estratégico para Chile en el proceso de integración de las Américas, así como con Asia Pacífico (APEC).


Recordó que, en diciembre de 1994, nuestro país fue invitado por los Presidentes de los países actualmente miembros del Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte (Nafta) a negociar el acceso de Chile a dicho gran pacto comercial. Sin embargo, la situación política interna en los Estados Unidos de América no ha permitido que el Gobierno de ese país pueda negociar nuevos acuerdos comerciales, al no estar legislado el "fast-track" por el Congreso estadounidense. Es, entonces, en este contexto, donde Chile y Canadá deciden tomar la iniciativa en dicho proceso, iniciando la negociación de un Acuerdo bilateral con objeto de concretar lo antes posible, al menos, parte de los beneficios que implicará el proceso de integración con las Américas,. Este Acuerdo es, por ende, un importante precedente para futuras negociaciones en el contexto de un proceso de integración de las Américas, ya mencionado. Así, en diciembre de 1995, se reunieron en la ciudad de Toronto, Canadá, el Ministro de Hacienda de Chile con el responsable de la negociación de Canadá, para dar por iniciada formalmente la negociación entre ambas naciones y se fijaron el marco y los alcances de la mesa de negociación bilateral.


Hizo ver que en esa reunión se acordó, además, que Chile y Canadá debían buscar un acuerdo que, si bien podía obviar algunos de los temas negociados en Nafta, debía basarse en su texto, y constituirse en un pilar importante que facilite el proceso de integración antes mencionado, así como el de un eventual ingreso de Chile al Nafta. El texto del Nafta fue objeto de modificaciones y adaptaciones, con el fin de mejorarlo y adaptarlo a la realidad de la relación Chile-Canadá. Sobre lo mismo, enfatizó que el Acuerdo permite que cada Parte mantenga su identidad en aquellos puntos que se consideran esenciales y que cada una establezca las reservas y resguardos que la negociación permite.


Sostuvo que el Tratado de Libre Comercio se caracteriza por abordar aspectos que ya se han regulado en otros acuerdos, como la desgravación arancelaria y otras disciplinas que facilitan el acceso a los mercados de bienes, pero, adicionalmente, se agregan a la negociación nuevos temas: el comercio transfronterizo de servicios, la inversión, la competencia desleal, la entrada temporal de personas de negocios, medidas de emergencia, aspectos laborales y medioambientales, así como mecanismos que permiten fortalecer el Tratado, entre los que se encuentran los sistemas de solución de disputas.


Agregó que el Gobierno ha considerado que uno de los principales objetivos que se debe perseguir en el diseño de nuestra política económica es el de lograr cada vez mayor estabilidad en las reglas del juego que enfrentan nuestros productores, inversionistas y proveedores de servicios. Ello permitirá que éstos puedan planificar sus actividades con un horizonte de plazo mayor, con las demostradas consecuencias que ello tiene sobre la inversión productiva, el empleo y el desarrollo regional.


Sostuvo que el país ha seguido un modelo económico que busca eliminar las barreras internas al comercio de bienes y servicios y fomentar la inversión. La política de aranceles parejos y bajos, la eliminación de las barreras no arancelarias al comercio, la modernización de la Aduana, y la modernización del Estado en general, constituyen elementos indispensables de la política de apertura unilateral que ya se ha implementado y en la que se sigue trabajando. Sin embargo, la política de apertura unilateral, si bien permite indudables mejoras en la competitividad interna, no es suficiente, ya que no otorga garantía acerca de las reglas del juego en los mercados externos, los que constituyen un pilar fundamental para nuestro crecimiento y estabilidad. Por ello, adicionalmente a lo anterior, el país ha iniciado negociaciones internacionales a nivel multilateral, regional y bilateral con objeto de eliminar las barreras al comercio que enfrentan nuestros productores de bienes y servicios, y nuestros inversionistas en el exterior. Esta política constituye una política complementaria, ya que apunta en el mismo sentido: mejorar la productividad, la rentabilidad y lograr un crecimiento sostenido en el largo plazo, que se traduzca en beneficios para todos los chilenos.


 


3. Del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.


El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Álvaro García Hurtado, expresó que el Tratado de Libre Comercio con Canadá generará más oportunidades para los chilenos, por el impacto que tendrá sobre el empleo y los consumidores. Agregó que en Chile la tasa de crecimiento de las exportaciones en los últimos años ha duplicado la de crecimiento del producto. En la actualidad, implica prácticamente el 40 por ciento del producto nacional, lo que lleva a concluir que casi la totalidad del empleo en el país proviene, directa o indirectamente, del dinamismo exportador.


Hizo presente que el Tratado promueve el crecimiento de las exportaciones y que beneficiará a los consumidores, al desgravar los impuestos que afectan al consumo, como la supresión inmediata de los que gravan a los artículos eléctricos, computadoras y vehículos desde el momento en que entre en vigencia. Además, el empleo y los consumidores se beneficiarán por el impacto que el Tratado tendrá sobre la reducción de costos para las empresas, ya que Canadá es un importante proveedor de insumos para las nuestras. Aseguró que el 25 por ciento del total de las importaciones desde Canadá está constituido por bienes de capital, que ingresarán con arancel cero, lo que beneficiará a nuestro sector metal-mecánico, que concentra el 97 por ciento del total de importaciones de bienes de capital que provienen de Canadá. Por su parte, las empresas se beneficiarán con una reducción en los costos de los bienes intermedios, por cuanto el 70 por ciento de las importaciones desde Canadá corresponde a tales bienes.


Destacó, asimismo, el aumento del potencial exportador del país, especialmente en áreas con mayor valor agregado. El arancel promedio que enfrenta Chile para las exportaciones hacia Canadá alcanza al 2 por ciento, afectando negativamente a sectores de gran importancia para nuestro país.


Señaló que se abre una gran potencialidad exportadora, porque Canadá liberará integralmente de aranceles a buena parte del sector industrial. Se ha comprometido a reducir, de manera lineal, hasta llegar a cero en seis años, 46 de los 76 capítulos arancelarios en el sector de nuestras exportaciones de textiles y calzados, que hoy enfrentan aranceles significativamente superiores al promedio.


Indicó que el Tratado fomentará el crecimiento del sector de los servicios, lo que implicará un gran desarrollo para nuestra economía, porque constituye el 65 por ciento del producto nacional y explica el 22 por ciento de las exportaciones totales.


Finalmente, puso de relieve que este instrumento es coherente con el conjunto de estrategias de relaciones económicas internacionales de Chile y que es un estímulo para ellas. En este plano, destacó la importancia que para nuestro país tiene el Acuerdo de Libre Comercio para las Américas, puesto que concentra el 40 por ciento de nuestro comercio.


 


4. Del Ministro del Trabajo y Previsión Social.


El Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Jorge Arrate Mac Niven, señaló que hoy en el mundo se debate a nivel de las principales organizaciones internacionales sobre las relaciones de las extraordinarias expansiones comerciales y sus posibilidades futuras, y sobre cuestiones de carácter social, en especial laboral y medioambiental.


Estimó que el Tratado en discusión logra la ecuación más adecuada posible, tomando en consideración las condiciones del país, a fin de conciliar una materia objeto de debate internacional, muchas veces con posiciones polarizadas. Desde el punto de vista laboral, existen diversos mecanismos que obligan a Chile en lo internacional e instancias en las cuales participa, donde está presente esta dimensión. La primera es la Organización Internacional del Trabajo, organismo multilateral donde participan más de 170 países y que ha aprobado, a través de su historia, aproximadamente 170 convenios internacionales, de los cuales Chile ha ratificado 48.


Hizo presente que el mecanismo establecido en la OIT es voluntario; es decir, los convenios aprobados por la Conferencia deben ser ratificados por los países. De no hacerlo, el país no puede ser fiscalizado por incumplimiento del convenio. Sólo se le aplicará una sanción moral al país infractor, a través de la exposición internacional.


Destacó que hay otras experiencias, distintas de las nuestras y de las de este tratado, como es el caso de las Cartas Sociales, de las cuales la más ejemplar es la establecida en la Unión Europea, donde ha habido un proceso de homogeneización de mínimos, donde hoy existe libre circulación de personas y la posibilidad de los súbditos de trabajar en cualquiera de los miembros de la Unión.


Puso de relieve que existen compromisos contraídos por el país a nivel del Mercosur y de la Apec. En el caso del primero, el tratado no incorpora una dimensión de carácter laboral. No obstante, funciona el G10, Grupo de Trabajo 10, que trata los temas laborales y, por la vía de la recomendación, ha establecido algunos criterios sobre lo que sería lo óptimo respecto de los convenios internacionales que debieran ser ratificados por los países miembros. En el caso preciso de Apec, no hay preocupación específica por esta dimensión, pero sí se ha desarrollado una atención sistemática respecto de los recursos humanos en cuanto a formación y capacitación.


Informó que este tema es de permanente discusión en la OMC y en la OIT, donde hay posiciones en favor de una estrecha relación entre las posibilidades de comerciar y el cumplimiento de ciertos estándares laborales, especialmente en los países de mayor desarrollo. Los de menor desarrollo, como algunos países asiáticos, rechazan el establecimiento de esta vinculación, porque temen que pueda encubrirse una intención proteccionista que impida su expansión comercial y, por ende, salir de su atraso.


Afirmó que el acuerdo de cooperación laboral entre Chile y Canadá permite establecer ciertos compromisos mínimos en materia laboral, evitando el surgimiento de brotes de carácter proteccionista y sin obligaciones para los países en materia de decidir sobre sus leyes laborales. La aprobación del Tratado no exige ni implica cambios en la legislación chilena.


Hizo presente que la clave del acuerdo está contenida en su artículo 2, referido al compromiso general que ratifica el pleno respeto a la Constitución de cada parte y reconoce el derecho de cada una de establecer, en lo interno, sus propias normas laborales y de adoptar o modificar, en consecuencia, sus leyes y reglamentos laborales.


 


5. Del Ministro de Agricultura.


El Ministro de Agricultura, señor Carlos Mladinic Alonso, señaló que, con respecto a la producción del sector agrícola, se busca mayor espacio para los productos chilenos de exportación del sector agroindustrial. Aproximadamente, dos tercios de los productos exportados a Canadá son de dicho sector. Uno de los grandes beneficios que se logran con este Tratado es dejar absolutamente superado el sistema general de preferencias, establecido en el sistema mundial de comercio, lo cual es tremendamente importante. Sobre esta materia, afirmó que Estados Unidos ha eliminado la mitad de los beneficios de dicho sistema a la República Argentina, por considerar que su ley de patentes perjudica a los productos norteamericanos. Señala que, para Chile, todos los beneficios del sistema generalizado de preferencia (SGP) son permanentes, lo que favorecerá en mucho a las exportaciones.


Sostuvo enfáticamente que el acuerdo beneficia a los productos agrícolas y agroindustriales, poniendo como ejemplo el arancel de las manzanas, duraznos y vinos, que partirían con uno de cero por ciento. También señaló como muy significativo que Canadá haya tomado muy en cuenta el hecho de estar negociando con un país de extraordinario menor desarrollo real.


Entre otros aspectos positivos, señaló que Canadá es un importante productor de maquinaria agrícola y de agroquímicos, que también ingresarán con cero arancel desde el momento de regir el Tratado. Destacó el hecho de que se considere que el sistema de bandas de precios no constituye una barrera paraarancelaria.


Se refirió, además, a que los vinos y licores quedaron liberados, lo cual es importante, dada su creciente exportación a Canadá y la apertura del mercado canadiense a gran cantidad de productos tanto agrícolas primarios como agroindustriales, que se veían perjudicados con el empadronamiento arancelario.


Terminó su intervención sosteniendo que el Tratado mantiene lo que ha sido la tradición en los demás acuerdos negociados por Chile: proteger a los sectores más sensibles mediante un plazo prudente, para que se modernicen y entren a competir en un tiempo avisado.


 


6. Del Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El Director General de Direcon, embajador señor Juan Gabriel Valdés, jefe del equipo negociador, hizo una presentación de la estructura del Tratado y sus principales contenidos, detallando algunas materias de la desgravación arancelaria, inversiones y servicios y tratando de manera más general los aspectos referidos a los dos Acuerdos de Cooperación laboral y medioambiental, que acompañan al Tratado comercial.


Informó que el Tratado de Libre Comercio consta de 16 capítulos, distribuidos en cinco partes, que establecen los principios fundamentales en que se basa: el principio del trato nacional, el trato de nación más favorecida, la transparencia de información, la estabilidad en las reglas del juego y un tipo de regulaciones que eviten una doble interpretación de los compromisos, junto con los cuales el Tratado reconoce las particularidades de las Partes, permitiendo que cada una establezca excepciones a los principios generales de este instrumento, que se expresan en anexos.


A continuación, describió el acceso al mercado e indicó que consta de cinco capítulos, en los que se establecen las disciplinas relacionadas con el comercio de bienes, incluyendo la reducción de aranceles, las reglas de origen, el esclarecimiento de los procedimientos aduaneros, posibilidades de imponer salvaguardias o medidas de emergencia y compromiso de las Partes en materia de derechos "antidumping" y compensatorios. Agregó que el sector de los servicios constituye el 65 por ciento del producto nacional e implica el 22 por ciento de las exportaciones totales y, en consecuencia, incrementar las posibilidades de desarrollo del sector constituye un gran impacto para el desarrollo de la economía.


En particular, se refirió a las normas relativas a los sectores forestal; agrícola; metalúrgico y metal-mecánico; automotor; textil, de confecciones, y cuero y calzado.


Informó que los Acuerdos de Cooperación Laboral y Ambiental están basados en textos paralelos al Nafta, pero que simplifican su institucionalidad y no establecen sanciones comerciales. A este respecto, indicó que esa situación ha sido uno de los puntos cruciales y principales del acuerdo entre Estados Unidos y México, y se ha constituido en la principal materia de controversia entre estos países. Agregó que el acuerdo mantiene la soberanía de cada país para determinar la propia legislación y compromete al Gobierno de cada Parte a realizar una adecuada fiscalización de su ley interna que rige las materias laboral y ambiental. En estos tratados, el compromiso se circunscribe a los Gobiernos y no se establecen multas o pagos para el sector privado.


Por otro lado, indicó que el acuerdo es coherente con el conjunto de la estrategia de relaciones económicas internacionales que sigue Chile y constituye un estímulo. Destacó la importancia del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas, que concentra el 40 por ciento del comercio chileno, como también del creciente esfuerzo desplegado para que el país se integre a la economía vinculada al Apec. Asimismo, comentó que con Canadá se comparte la membresía en ambas instancias, por lo cual la disposición de avanzar en este Tratado constituye un estímulo para que ambas organizaciones avancen en la consecución de las metas de liberalizar el comercio en el año 2005 para el TLCAN, y en el 2010 para Apec.


Señaló que este acuerdo abre una gran oportunidad para muchos sectores sensibles del país, por la implicancia de la apertura. Es el caso del sector textil, en que la totalidad de los capítulos de importación vigentes con Canadá se desgravan a cero casi de inmediato, y el resto, con el calendario señalado. Recuerda lo expresado por el Ministro de Hacienda en relación con el sector automotor, en tanto que el sector forestal debería beneficiarse, porque Chile es proveedor de materias primas e, incluso, importa productos procesados, pero no los exporta, debido al escalonamiento arancelario que el acuerdo evitará.


Puntualizó que la negociación del acuerdo, que duró nueve meses, requirió un gran esfuerzo para cubrir las materias y disciplinas detalladas anteriormente y tratadas a fondo por un importante número de expertos. Además, observó que la suscripción del acuerdo por parte de Chile establece en forma clara su compromiso de mantener la actual política de apertura, de consolidar su actual desarrollo del sector exportador y de negociar estos acuerdos comerciales según las actuales exigencias del sistema internacional comercial.


 


7. Del Banco Central de Chile.


El Gerente de la División Internacional del Banco Central, señor Guillermo Le Fort, señaló que éste es el primer acuerdo comercial que Chile firma y que involucra de manera más global y profunda temas relativos a las inversiones y a los servicios. Sin embargo, Chile no modifica su actual legislación en esta materia y sólo consolida el grado de apertura de ella.


Precisó que, en su acuerdo con Canadá, Chile mantiene la autonomía de su política arancelaria con respecto a terceros países, para continuar profundizando la apertura comercial y financiera, lo que es coherente con los objetivos del Banco Central, en especial en lo que se refiere a la búsqueda de la estabilidad de la moneda.


Se refirió especialmente a la reserva sobre libre transferencia de inversiones. Al respecto, indicó que, aunque el Acuerdo con Canadá dejó fuera de la negociación los servicios financieros, incluyó explícitamente un punto sobre la libertad de efectuar transferencias en el ámbito de las inversiones. Este principio de libre transferencia implica imponer limitaciones a las políticas monetaria y cambiaria vigentes, al forzar la eliminación de algunas regulaciones a la cuenta de capitales que limitan el arbitraje internacional de tasas de interés entre Chile y el mundo desarrollado. Este arbitraje consiste en aprovechar la diferencia entre las tasas de interés generando como consecuencias entradas de capitales de corto plazo que ponen presión a la baja en el tipo de cambio y generan inestabilidad macroeconómica.


Expresó que el Banco Central apoyó el proceso de negociación, precisamente con el fin de negociar esta reserva, que permitiera preservar las facultades de que dispone y usa el Banco Central en materia de regulaciones cambiarias y cuenta de capitales.


Explicó que en esta reserva se acepta acotar las facultades del Banco Central en los siguientes términos: la tasa de encaje se restringió a un máximo de 30% (la ley Orgánica autoriza hasta un 40%) y el plazo del depósito respectivo hasta un máximo de dos años, el doble del actualmente vigente. El período mínimo de permanencia del capital productivo ingresado se limitó al actual de un año y se exceptuó explícitamente de la obligación de encaje al capital productivo ingresado.


Por todo lo expuesto, indicó que el acuerdo con Canadá, en lo que se refiere al régimen de transferencias para inversiones y la reserva respectiva, constituye un marco normativo acorde con las actuales regulaciones a la cuenta de capitales y con las políticas macroeconómicas vigentes, como también incluye la flexibilidad necesaria para hacer frente a situaciones excepcionales.


 


8. De la Comisión Nacional del Medio Ambiente (Conama).


La Directora Ejecutiva de Conama, Sra. Vivianne Blanlot Souza, resaltó el hecho de que el Acuerdo de Cooperación Ambiental con Canadá constituye un instrumento único, ya que �-con la sola excepción del Nafta- nunca antes un tratado de libre comercio había sido acompañado de un acuerdo de esta especie, el cual promueve el cuidado del medio ambiente, monitorea el cumplimiento de la legislación ambiental y estimula y garantiza la participación ciudadana, entre otros novedosos aspectos.


Destacó, entre los objetivos del Acuerdo, el fortalecimiento de la cooperación ambiental y la ejecución eficaz de las leyes y regulaciones ambientales de cada uno de los países; el fomento de un desarrollo sostenible, la cooperación en la conservación, protección y mejora del medio ambiente, y la aplicación eficaz de la legislación ambiental interna.


Señaló, por otra parte, que el Acuerdo reafirma el derecho de cada país de establecer su propio nivel de protección ambiental, sus políticas y prioridades. Agregó que el Acuerdo no faculta a las autoridades de una Parte a emprender actividades de ejecución de leyes ambientales dentro del territorio de la otra Parte, pero sí permite que los ciudadanos y las organizaciones no gubernamentales de cualquiera de los dos países presenten peticiones respecto de lo que ellos creen que es el no cumplimiento de la legislación ambiental de una de las Partes.


Haciéndose cargo de algunas críticas formuladas al Acuerdo, enfatizó que éste no supone compromisos que el país no pueda satisfacer, puesto que la exigencia básica es cumplir con la propia legislación ambiental, y en ningún caso adaptarnos a nuevas normas, estándares o procedimientos de otros países. Los únicos cambios legales que se harán son aquellos que la Parte chilena solicitó en las negociaciones.


Los aportes que este Acuerdo representa desde el punto de vista ambiental, los resumió en los siguientes puntos:


-Permitirá y será un estímulo a la modernización de nuestra legislación ambiental y, en consecuencia, de la gestión ambiental.


-Garantizará a los ciudadanos y sus organizaciones mecanismos de participación, reclamación y acceso a la información.


-Las Partes se obligan a proteger el medio ambiente y a mejorar constantemente su legislación ambiental.


-Inhibe a las Partes a usar la desprotección del medio ambiente como "ventaja comparativa".


-Otorga posibilidades de cooperación y asistencia técnica.


 


B. Lo sustancial de las opiniones dadas por las entidades gremiales.


 


1. De la Confederación de la Producción y del Comercio.


El presidente de la Confederación, señor Walter Riesco, sostuvo que el comercio de Chile es y debe seguir siendo equilibrado geográficamente, porque la diversificación es un activo que defiende al país de las eventuales debilidades que sufra algún mercado en particular. Le parece que el Tratado de Libre Comercio Chile-Canadá es plenamente compatible con la estrategia comercial antes señalada. Además, permite tratar temas nuevos, como la apertura en el sector de los servicios y constituye un primer paso con miras al ingreso al Nafta. Al efecto, recordó que este Tratado surge ante la imposibilidad del Gobierno de Estados Unidos de obtener una aprobación de "fast-track", lo que llevó a Canadá a ofrecer a nuestro país la oportunidad de firmar un acuerdo "interino" hasta que Chile se incorpore al Nafta, dado su interés en aumentar su presencia en América Latina, comenzando por la economía chilena, que es la más estable de la región.


Resumió su intervención señalando que, a juicio de la entidad que representa, el acuerdo Chile-Canadá es beneficioso para el país en su conjunto, para los exportadores chilenos, para los consumidores nacionales, y para los trabajadores, que podrán contar con mayores y mejores empleos si efectivamente se estimula la inversión extranjera en nuestro país. Pero, a la vez, como una forma de evitar una desviación del comercio, insistió en la importancia de implementar una rebaja unilateral de los aranceles y realizar la apertura financiera que se ha planteado por mucho tiempo.


Señaló que lo atractivo de este Tratado se deriva, fundamentalmente, del tamaño del mercado y de la estabilidad macroeconómica de Canadá, cuyo PIB es superior a la suma del PIB de México y Argentina. Las exportaciones chilenas a Canadá alcanzaron en 1996 a casi 140 millones de dólares, pero las exportaciones totales de ese país alcanzan a alrededor de 140.000 millones de dólares, lo que demuestra el potencial existente en este mercado.


Destacó los principales beneficios de este acuerdo, que, en general, representa una profundización de la estrategia de apertura de Chile y refleja un compromiso con el libre comercio, lo que llevará a un mejoramiento de la imagen del país en el concierto internacional y hemisférico, lo cual incentivará la llegada de capitales foráneos a nuestro país e implicará una diversificación de las inversiones. A lo anterior deben agregarse una serie de beneficios comerciales, entre los cuales menciona la posibilidad real de incrementar el monto y el valor agregado de las exportaciones chilenas al mercado canadiense; los consumidores chilenos podrán contar con una disponibilidad de productos importados de alta calidad, a precios más bajos; al inicio del acuerdo, más del 90% de las exportaciones de Chile a Canadá gozarán de liberación inmediata de aranceles y alrededor del 75% de las importaciones chilenas desde Canadá quedarán libres de arancel; será especialmente beneficioso para sectores como la agroindustria, calzado, confección, textiles y otros, que enfrentan aranceles altos en la actualidad, y permitirá exportar bienes de mayor valor agregado.


Puntualizó que, en general, la Confederación de la Producción y del Comercio, considera que los acuerdos de libre comercio no debieran incorporar cláusulas sociales y medioambientales, ya que su inclusión podría servir de excusa para que surjan presiones proteccionistas en países industrializados, o para que se evolucione hacia la imposición de normas extranjeras sobre estas materias.


 


2. De la Cámara Nacional de Comercio de Chile.


El Gerente de Relaciones Internacionales y Comercio Exterior de la Cámara Nacional de Comercio, señor Christián Novión, adhirió plenamente a lo expresado por el presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio. No obstante, agregó que la Cámara está en la búsqueda de dilucidar con exactitud los efectos comerciales del Tratado y los de los Acuerdos ambientales y laborales.


Reconoció que en todo tratado de libre comercio puede haber sectores afectados, como sucede en este caso con el agrícola, el del calzado y el textil, mientras que otros productos son favorecidos en exceso, como el petróleo. Sin embargo, considera que el tratado favorecerá el comercio exterior chileno y que se producirá un importante efecto neto sobre el comercio.


Añadió que, para la Cámara de Comercio, es muy importante que se haya incorporado al sector de los servicios en este tratado internacional, porque puede ayudar a liberalizarlo y tendrá efectos positivos en su apertura a nivel internacional.


Hizo presente que, a juicio de la Cámara Nacional de Comercio, en el tratado de libre comercio no se ha dimensionado el efecto de "club" o de socios, pues considera que la asociación con Canadá -país miembro del Grupo de los Siete- tendrá un efecto importante para la promoción de inversiones chilenas a nivel internacional y para la imagen del país, lo cual valora.


Al finalizar, reiteró la relevancia que tiene el Tratado, debido su importancia para el desarrollo del comercio exterior chileno.


 


3. De la Sociedad Nacional de Minería (Sonami).


El Director de la Sociedad Nacional de Minería, señor Juan Carlos Urquidi, luego de adherir a lo expresado por el presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio respecto de la conveniencia del acuerdo bilateral, formuló algunas precisiones en materias medioambientales.


En primer término, efectuó un reconocimiento público sobre lo complejo que ha resultado llegar a tener la legislación que hoy rige en esta materia. Sin embargo, estimó que los plazos acordados en el tratado para sistematizar, refundir y derogar la legislación ambiental son bastante ambiciosos y, a juicio de su representada, dos años serían un plazo más razonable que el tiempo que tomó contar con el reglamento del sistema de evaluación de impacto ambiental.


Recordó que el artículo 1º de la ley Nº 19.300 dejó vigentes todas las disposiciones legales preexistentes al 9 de marzo, fecha de la dictación de la normativa legal, la cual estableció un universo de normas que la Conama estimó en más de mil, cuya aplicación es responsabilidad de todo el país, pero en especial del Ejecutivo.


Como segundo comentario respecto de los contenidos medioambientales del Tratado añadió, que hay una mezcla o interacción entre lo laboral y lo ambiental.


En cuanto a la participación de la ciudadanía, señaló que basta la presentación de los estatutos de un sindicato en la inspección del trabajo para que éste adquiera personalidad jurídica, lo cual le permite contar con los elementos para intervenir y participar en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental. Puntualizó que esta situación, en un escenario de conflicto de intereses, podría provocar situaciones difíciles para el país, las cuales pueden llevar a una alta politización del tema ambiental.


Hizo notar, en tercer lugar, el problema del impacto de los plazos ambientales sobre otros cuerpos legales, como el Código de Aguas y las actividades de exploración establecidas en el Código de Minería.


Puntualizó, finalmente, que, debido a la confusión que emana de la norma transitoria que existe en el reglamento de evaluación de impacto ambiental, en cuanto a los proyectos que hoy están en ese trámite, de si deben volver al punto de partida o seguir legalmente su tramitación en el estado en que se encontraban anteriormente pactados, no se sabe cuál es el estatuto jurídico que los rige, lo cual los expone a nulidades de derecho público y a otros recursos legales. Hizo notar que, sin perjuicio de la existencia del Tratado, todas estas incertidumbres legales desalientan la inversión.


 


4. De la Cámara Chilena de la Construcción A.G.


El señor Hernán Doren Lois, Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, antes de referirse al tema mismo del Tratado, hizo presente una serie de inquietudes generales referidas a la necesidad de conocer anticipadamente el calendario de las negociaciones comerciales en materia de servicios que llevará a cabo el Gobierno, de manera de poder participar activamente en ellas. Específicamente, se refirió a la necesidad de contar con un seguro, con respaldo estatal, que permita competir en forma equitativa con las empresas de países desarrollados en la exportación de servicios de ingeniería y construcción; suscribir convenios sobre doble tributación; estudiar el financiamiento interno y externo para las actividades de internacionalización de las empresas del sector, y buscar la reciprocidad en el comercio internacional de servicios.


En el área propia de los servicios, sostuvo que este acuerdo constituye un precedente, "al ser la primera vez que Chile va más allá de los compromisos contraídos en el ámbito de la Organización Mundial de Comercio, puesto que pretende profundizar la apertura de los mercados para el comercio de bienes y servicios".


Frente a esta nueva realidad, la Cámara Chilena de la Construcción tiene las siguientes interrogantes y preocupaciones:


1. La diferente organización administrativa de ambos países, lo que significa que Canadá está estructurado en provincias que tienen regulaciones internas distintas unas de otras.


2. Las dificultades que se presentarán para la acreditación y calificación de títulos profesionales, y la inexistencia de equivalencia de carreras y homologación de títulos profesionales entre ambos países.


Finalmente, puntualizó que constituiría un avance en beneficio del sector de la construcción que se intensificara la transferencia tecnológica desde Canadá hacia Chile, mediante proyectos de investigación y desarrollo tecnológico, con participación de profesionales chilenos.


 


5. De la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa).


El señor Andrés Concha, Secretario General de la Sociedad de Fomento Fabril, inició su exposición adhiriendo a lo expresado por el presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio. 


A continuación, abordó los puntos que son más preocupantes para el sector industrial.


En primer lugar, se refirió al acuerdo laboral que obliga a las partes a cumplir con las leyes internas. Al respecto, expresó el respaldo de su organización, no obstante estimar que algunas disposiciones podrían generar conflictos internos en el futuro, como es el caso de las medidas gubernamentales de fiscalización contempladas en el artículo 3º. Señaló que, a su juicio, el Acuerdo laboral sólo establece responsabilidades derivadas del cumplimiento de la ley interna y no obligaciones de modificarla para que se implementen otras.


En segundo lugar, aludió a las obligaciones establecidas en el convenio medioambiental, las que se aplicarán cuando el convenio entre en vigencia, aunque algunas disposiciones comenzarán a regir en plazos distintos.


Sobre esta materia, cree que gran cantidad de disposiciones medioambientales deberían haberse derogado cuando se dictó la ley Nº 19.300. A su entender, esa responsabilidad debe ser asumida por todos, en especial por el Gobierno y el Parlamento, destacando que la Sociedad que representa está interesada en colaborar en la tarea de derogar disposiciones ambientales.


Como tercer aspecto, abordó las normas de origen negociadas en el convenio. Reconoció que el equipo negociador hizo un gran esfuerzo en flexibilizar las normas de origen del Nafta, que son bastante rigurosas. Sin embargo, para el sector del calzado y textil, las disposiciones son difíciles de alcanzar, por lo cual instó a que la Comisión encargada de supervisar el cumplimiento de normas y administrar el Acuerdo busque la fórmula para flexibilizar tales normas para los sectores indicados.


Luego, se refirió a la situación arancelaria de algunos productos, afectados en forma diferenciada o inmediata. Aseveró que si la rebaja es acelerada para los productos terminados y lenta para los insumos, el productor nacional queda en una situación desmejorada frente a la competencia. Al respecto, puso como ejemplo el caso del petróleo, donde se repite lo ocurrido en el Mercosur, en que el petróleo crudo se desgrava en forma acelerada, mientras que sus subproductos, en forma lenta, a cinco y diez años, lo que es muy conveniente para la ENAP, que importa petróleo crudo y produce productos refinados, pero perjudica a importantes industrias nacionales que consumen productos limpios, los cuales tienen el carácter de insumos.


 


6. De la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA).


Su presidente, señor Ricardo Ariztía de Castro, manifestó que la SNA ha señalado permanentemente su preocupación por la firma de acuerdos de libre comercio que han desvirtuado el arancel parejo para todos los sectores de la economía y porque la gran mayoría de los países con los cuales se han suscrito tiene una estructura exportadora altamente constituida por productos agropecuarios, que compiten con la producción doméstica. Además, la rebaja del arancel aduanero deja a la agricultura nacional mayormente expuesta a los perjuicios que le provoca la existencia de mercados agrícolas internacionales significativamente distorsionados por los subsidios y medidas proteccionistas.


Sostuvo que el acuerdo con Canadá afectará rubros importantes de la actividad, como son las oleaginosas, el trigo, la avena y la cebada, entre otros, que constituyen alternativas de explotación en vastas zonas agrícolas, particularmente de la zona sur de Chile.


Por otra parte, estimó que el desgravamiento de Canadá en favor de los productos agrícolas chilenos de exportación no significará mayor beneficio, porque la fruta chilena ya ingresa al mercado de ese país prácticamente con arancel cero, y las importaciones de maquinarias e insumos agrícolas canadienses son insignificantes.


Finalmente, consideró que los anexos laborales y medioambientales "implican una enajenación de la soberanía nacional", son "altamente inconvenientes" y pueden ser en el futuro próximo causa de múltiples y graves dificultades con la Contraparte de este acuerdo.


Posteriormente, la Comisión tuvo conocimiento de una comunicación del Presidente de la SNA, dirigida al Presidente de la honorable Cámara, Diputado señor Gutenberg Martínez Ocamica, en la que se refiere a la controversia que se ha suscitado entre esta organización gremial y el Gobierno acerca de los logros que Chile habría alcanzado en virtud de este Tratado, respecto de sus exportaciones de frutas frescas a Canadá.


Al respecto, la SNA sostiene, en lo sustancial, que los presuntos beneficios obtenidos por productos como las peras, duraznos y cebollas no son tales, pues los frutos frescos ingresan ya hoy día a Canadá, esto es, antes de la entrada en vigencia del Tratado, casi en su totalidad libres de arancel.


Funda su presentación en diversos antecedentes emanados oficialmente del Ministerio de Hacienda, que para la SNA dejan de manifiesto que el Acuerdo con Canadá no reporta prácticamente ningún beneficio en materia de tarifas arancelarias para nuestras exportaciones de frutas frescas a ese país, pues ellas, en su inmensa mayoría, ya están libres de gravámenes.


Sostiene, por otra parte, que la SNA no desconoce los beneficios que este Tratado pueda generar para otros sectores de la economía, pero que ellos no mitigan las consecuencias negativas que provocará en los productos aludidos. En ese contexto y dado el origen gratuito de las mismas, reclama una reconsideración de los términos del Convenio en esos precisos aspectos o, en su defecto, las correspondientes reparaciones.


 


7. De la Corporación Chilena de la Madera (Corma).


Su Vicepresidente, señor Juan Eduardo Correa, observó que en materia de acuerdos comerciales, siempre ha sido aperturista. Sin embargo, en el caso concreto de Canadá, dada su marcada superioridad competitiva y desarrollo forestal, incrementada por ventajas de costo, producto de su economía de escala y nivel tecnológico, Corma solicitó no incluir los productos forestales en la lista inmediata.


Respecto de los tableros aglomerados, se solicitó incluirlos en la lista de sensibles, en razón de que los empresarios nacionales han realizado fuertes inversiones en los últimos años, generando un incremento de la oferta que requiere un plazo de readecuación para enfrentar una eventual liberalización del comercio con Canadá, que tiene una fuerte competitividad en esta área. En cambio, para la pulpa de madera, papeles y productos de papel, pidió incorporarlos en la lista de desgravación general, al objeto de que la industria local cuente con un período prudente de adecuación a la nueva competencia.


Especial preocupación para la Corporación es lo que respecta a la venta de madera en pie de Canadá, porque existe un subsidio encubierto por parte del Estado para las industrias regionales, con lo cual se produce una competencia desleal. Igual preocupación manifestó por el problema fitosanitario que se genera con la internación de maderas extranjeras, que pueden traer pestes y plagas inexistentes en Chile, lo que pondría en riesgo el patrimonio forestal del país.


Por último, señaló que su representada no comparte la idea de que en un tratado de alcance comercial se incorporen acuerdos de cooperación ambiental y laboral, porque ello significa introducir elementos ajenos, cuyo objetivo concreto es establecer nuevas formas de proteccionismo por parte de países desarrollados hacia uno como el nuestro, que no lo es. Además, este proteccionismo se constituye en verdaderas barreras paraarancelarias que tienden a disminuir el comercio y las inversiones.


 


8. Del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile (Mucech).


A juicio de los señores Santiago Carvajal y Pedro Minay, Presidente y Encargado de Capacitación, respectivamente, este Acuerdo representa un beneficio global para la economía y el desarrollo del país.


Así, reconocen como un aspecto positivo la mantención del mecanismo de bandas de precios; el establecimiento de derechos "antidumping" para los productos agrícolas y forestales; la existencia de derechos compensatorios a partir del año 2003, que permitirá viabilizar la agricultura chilena, y la gradualidad de la aplicación del Acuerdo.


Como aspectos negativos o insuficientes del Acuerdo, señalaron las medidas sobre medio ambiente, que se reducen a respetar la normativa interna de cada país, en vez de contemplar la homogeneización del tratamiento medioambiental a nivel mundial.


Es, precisamente, en materia laboral, donde estiman que el tratado es aún más insuficiente, pues si bien ambas Partes se comprometen a respetar su propia legislación, la cooperación que como concepto supone una ayuda u homogeneización de ambas legislaciones laborales no es tal. Desearían que, igual que en el tratado ambiental, se considerara la incorporación de la ciudadanía, representada por las organizaciones de trabajadores.


Por último, insistieron en que Chile debe perfeccionar las distorsiones que impiden gravemente el ejercicio del derecho pleno de los trabajadores para establecer sus condiciones económicas y sociales.


 


9. De la Central Unitaria de Trabajadores (CUT).


Su Presidente y el Consejero Nacional, señores Roberto Alarcón y Luis Bunney, respectivamente, plantearon su desacuerdo con la decisión de integrarse al Tratado de Libre Comercio, porque estiman preferible un tratado bilateral que se negocie desde sus inicios y que permita un diálogo participativo entre los distintos sectores de la ciudadanía de ambos países, en función de proteger los derechos laborales, los recursos naturales y el medio ambiente. Especialmente, con respecto a los derechos de los trabajadores, consideran que el acuerdo es insuficiente.


Claramente señalaron que son partidarios de incluir una Carta Social en el texto principal del tratado, lo que permitiría un mayor equilibrio en las relaciones laborales, evitando así que los sectores económicos más débiles compitan comercialmente en base a un "dumping" social. A juicio de los trabajadores, los intereses empresariales y financieros utilizan la globalización de los productos como instrumento de presión para restringir los derechos de los trabajadores y debilitar las normas que rigen los centros de trabajo, suscitando la competencia entre ellos mismos.


La citada Carta Social, a juicio de la CUT, debería contemplar las siguientes materias: modalidad de contratación; transformación, extinción y movilidad de empresas; reconversión laboral; salarios; jornada de trabajo; edad de admisión al trabajo; igualdad de trato y libre circulación de trabajadores; extinción de la relación laboral; seguridad e higiene; seguridad social, y derechos colectivos o sindicales.


Afirmaron que el acuerdo suscrito con Canadá refuerza esta tendencia con amplias protecciones que tienen poder coercitivo, en beneficio de los intereses empresariales y del capital financiero, relegando al mismo tiempo los derechos labores y el medio ambiente a "acuerdos paralelos" de muy débil carácter e imposibles de hacer cumplir.


 


10. De la Asociación de Exportadores de Manufacturas No Tradicionales (Asexma).


Su Gerente de Estudios, señor Marcelo Ábrigo, hizo presente que su representada ha apoyado la totalidad de los acuerdos que se han suscrito y que ésta no es la excepción. No obstante, manifestó que algunos sectores esperaban una mayor desgravación de sus productos, como en el caso del calzado, que en el último tiempo encontraron un muy buen mercado en Canadá, pero que debido a la alta competitividad vieron disminuidas sus exportaciones.


El señor Ábrigo consideró que, en lo que respecta a su sector, existe una desproporción en la fijación arancelaria, por cuanto el sector manufacturero debe trabajar sobre un arancel del 21%, en circunstancias que el porcentaje arancelario básico es del 11%, lo cual deja en desventaja a la industria nacional respecto de la canadiense.


Estimó que, en términos generales, el acuerdo con Canadá abre múltiples perspectivas para el sector manufacturero, en especial a la industria vitivinícola y a la agroindustria, sobre todo si se considera que en el lapso de seis años se aspira a fijar un arancel cero. Asimismo, destacó que el acuerdo mejora las posibilidades para muchos productos manufacturados que no se exportan a Canadá; establece un marco de acción que mejora una posible negociación con Estados Unidos; mejora la imagen-país, por asociarse a uno de los Estados más desarrollados del mundo; inicia el camino de las negociaciones de temas fundamentales, más allá de lo comercial, y se consolidan las preferencias en el marco del SGP canadiense.


Finalmente, a pesar de reconocer que el Tratado exigía actuar con premura, expresó que hubiera deseado constatar mayor participación del sector privado en la negociación, no obstante lo cual su sector apoya irrestrictamente el Tratado.


 


11. De la Asociación de Productores Avícolas de Chile A.G. (APA).


Su Presidente, señor Juan Miguel Ovalle Garcés, indicó que para este sector el acuerdo tiene una importancia relativa, ya que aves y huevos están exceptuados, en virtud de que estos productos están excluidos del Acuerdo Nafta de Estados Unidos con Canadá. Si bien es cierto que Canadá otorgó cuotas para el ingreso de productos avícolas chilenos, estas cuotas no son exclusivas para Chile, sino que forman parte de una cuota general, las cuales compiten con las ofertas de otros países en un sistema poco claro de asignaciones.


En cuanto al sector porcino, representado también por la Asociación, quedó en una condición de sensible a diez años.


Reconoció que el Tratado otorga a Chile un avance importante en materia arancelaria para la importación de material genético, que quedó en desgravación inmediata. Igualmente, ha tenido efectos positivos en el inicio de negocios que representan un gran apoyo tecnológico para el sector porcino. Básicamente, se está estudiando el desarrollo de proyectos conjuntos para la producción de material genético en Chile, con miras a la exportación a los países del Mercosur.


En conclusión, señaló ser partidario del acuerdo suscrito en lo que representa para los sectores avícolas y porcinos, con las salvedades anotadas.


 


12. De la Red Nacional de Acción Ecológica (Renace).


Su Presidenta, señora Sara Larraín, expresó que el organismo que representa ha seguido de cerca los acuerdos, desde la firma del tratado Nafta, sobre la base de que Chile sería país invitado.


En primer lugar, señaló que el Acuerdo de Cooperación Ambiental Chile-Canadá, igual que en el caso del Nafta, no tiene vinculaciones legales con el Tratado mismo, lo cual no se ha clarificado durante las negociaciones.


Destacó que los objetivos y las obligaciones del Acuerdo ambiental son positivos en términos generales, aunque no representan grandes desafíos.


Como primer problema fundamental del Acuerdo para el organismo que representa, indica la no inclusión de la legislación relativa a recursos naturales, considerándolo bastante problemático para Chile, dada la composición de sus exportaciones. Concluye que un tratado que no cubre este aspecto, malamente será un aporte para mejorar la situación, al menos en el uso de tales recursos.


Señaló como otra preocupación lo que dice relación a la fiscalización y los estándares. Un acuerdo bilateral de cooperación ambiental no implica necesariamente un mejoramiento de los estándares chilenos, aunque ya se escuchan los reclamos de algunos sectores empresariales. Sin embargo, algunos sectores mineros han aceptado regulaciones mayores que los estándares nacionales, como es el caso de algunas compañías canadienses. Reitera que su gran preocupación es la nula fiscalización que sobre estas materias se efectúa en Chile.


Puntualizó que, en el contexto de una intensificación de las inversiones en recursos naturales a través de este Tratado, las tendencias son a un aumento importante en las inversiones mineras, que es donde se aprecia el mayor crecimiento. Ello redundará en diseminar el impacto ambiental en términos medianos en todo el país, pero en términos graves en la II y III Regiones.


Agregó que estudios y seminarios regionales realizados por Renace indican que los principales impactos ambientales se producen debido a la sobreexplotación de recursos, los aumentos de contaminación, el crecimiento de la demanda energética y el deterioro de los recursos hídricos, independientemente de los impactos ambientales producidos por las exportaciones.


Hizo ver la necesidad de reformas legales para prohibir la exploración en áreas silvestres protegidas, ya que en la actualidad hay varios proyectos mineros en ejecución en dichas áreas.


Por último, dejó constancia de que se refirió especialmente al sector minero, porque es el más relevante en términos de las inversiones canadienses actuales y proyectadas para el período 1997-2000.


 


13. De la Cámara Nacional de Comercio Automotriz de Chile A.G. (Cavem).


Los directivos de Cavem, señores Alberto Lamas Bunster, Carlos Tumay Perlwitz, Raúl del Oro Crespo y Augusto Contreras, formularon idéntica preocupación que la Asociación Nacional Automotriz de Chile, respecto de la definición que contiene el acuerdo sobre "vehículo usado", por cuanto pueden darse interpretaciones equívocas, en el sentido de que éstos podrían ser modelos del año actual o del año anterior, los cuales podrían ingresar al país, como vehículos usados de segunda mano con más de diecisiete meses de uso y con un importante recorrido.


Pidieron a la Comisión que solicitara un pronunciamiento oficial de la Dirección General de Aduanas respecto de su interpretación del artículo 21 de la ley 18.443, de 1985, que prohíbe la internación de vehículos usados al territorio nacional. De la misma forma, pidieron conocer las políticas que sobre esta materia tiene el Gobierno de Canadá, de manera que se deje expresa constancia de que, al menos respecto de Chile, subsistiría la prohibición de internar vehículos usados, guardando concordancia con la reserva que Chile hizo en el Tratado.


Finalmente, propusieron un texto alternativo al consignado en el anexo C 18 del Tratado: "Vehículo usado: corresponde a modelos anteriores al año de aceptación a trámite de declaración de importación ante el Servicio Nacional de Aduanas chileno, excepto aquél cuya declaración haya sido aceptada a trámite antes del 30 de abril del año en curso y corresponda al modelo inmediatamente anterior, siempre que el vehículo no registre más kilometraje que el originado como consecuencia de su traslado".


 


14. De la Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G.


Su Presidente y su Gerente General, señores Iván Silva Carmona y Jesús Martín, respectivamente, plantearon su especial preocupación por la actual redacción del Tratado en lo que respecta al tema automotor, específicamente en relación a la prohibición de importar "vehículos sin uso", contemplada en el artículo 21 de la ley 18.483.


Se ha entendido que "vehículo sin uso" es un "vehículo que no ha sido usado". También la letra ñ) del artículo 1º de la citada ley, entiende que son sin uso aquellos que, a la fecha de aceptación a trámite de la respectiva declaración de importación ante el Servicio de Aduanas, correspondan a modelos del mismo año o del siguiente al de la fecha mencionada. Asimismo, se consideran sin uso aquellos vehículos del modelo del año inmediatamente anterior al de aceptación a trámite de la respectiva declaración de importación ante el Servicio de Aduanas, siempre que la fecha de aceptación a trámite no sea posterior al 30 de abril del año siguiente a ese modelo.


Sin embargo, en el convenio, se dice que "vehículo usado es un vehículo que corresponde a modelos de años anteriores al año de aceptación a trámite de la declaración de importación ante el Servicio de Aduanas chileno, excepto aquellos cuya declaración haya sido aceptada a trámite antes del 30 de abril del año en curso y correspondan al modelo del año inmediatamente anterior, independientemente del kilometraje recorrido".


A juicio de la Asociación, al definir vehículo usado en vez de vehículo sin uso, incluyendo la palabra excepto y el agregado "independientemente del kilometraje recorrido", podría interpretarse como una autorización para internar vehículos usados, lo que iría en contra de las políticas de transportes, seguridad del tránsito y contaminación ambiental.


Finalmente, puntualizaron que en diversas entrevistas sostenidas con personeros de Gobierno se ha concordado en lo negativo que sería para el país permitir el ingreso de vehículos usados, y más aun, hacerlo bajo el privilegio de que dicha internación se efectúe libre de pago de aranceles. Así, el propio Director de Relaciones Económicas Internacionales les habría ratificado que no estuvo ni está en el espíritu de la negociación permitir el ingreso a nuestro país de vehículos usados o de segunda mano.


 


15. Del Centro de Estudios Públicos (CEP).


El asesor del CEP señor Ricardo Katz señaló, en primer término, que el Acuerdo de Cooperación Ambiental da un plazo al Gobierno de Chile para racionalizar la legislación ambiental sectorial, lo que, en opinión del Centro, debería haberlo hecho sin necesidad de la firma de un tratado. Afirmó que la legislación ambiental del país está muy resumida en las tres listas que especifica el tratado y que el universo global que Canadá asume como legislación ambiental, que son los repertorios de legislación ambiental -cerca de 1.250 regulaciones específicas- no está en uso. En consecuencia, indicó que el Gobierno debe hacer un esfuerzo para sistematizar, coordinar, derogar o reforzar la legislación que no se usa o que está siendo mal usada.


Por último, después de analizar las discrecionalidades administrativas que existen en el tema ambiental, consideró de extraordinaria utilidad contar con una instancia en la que se puedan manifestar pautas persistentes de no cumplimiento, de fiscalización e implementación de legislación. Añadió que cuando se analiza la manera como se han aplicado estas normas en Canadá y Estados Unidos, se advierte un extraordinario apoyo a la gestión ambiental privada, porque permite acotar las discrecionalidades administrativas de los servicios públicos.


 


16. De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile A.G.


Su Gerente General, señor Alejandro Alarcón, hizo llegar a la Comisión un informe que resume la posición de esta entidad frente a los diversos tratados y acuerdos económicos internacionales que se encuentra negociando Chile.


Plantea que, frente al sostenido crecimiento que ha experimentado Chile en los últimos años, los cambios estructurales que se han realizado en el pasado necesitan ser profundizados, entre ellos la puesta en marcha de reformas que tiendan a apoyar una mayor inserción internacional de la economía de nuestro país.


En opinión de esta Asociación, el grado de internacionalización de la economía chilena ha tenido una clara expresión en el comercio de bienes y servicios, en forma tal que, a fines de este año, el monto de las transacciones con el exterior alcanzará aproximadamente el 50% del PIB de Chile. Sin embargo, aún persisten en nuestro país una importante cantidad de controles cambiarios y financieros.


Estima que la internacionalización del sector financiero chileno es fundamental para el desarrollo del país, para lo cual deben existir bases de competencia uniformes para todos los agentes. Los mayores obstáculos que presenta la globalización del sistema financiero chileno son -a su juicio- sus propias legislaciones y normativas. Sostiene que, en este contexto, la legislación chilena deberá terminar con las barreras discrecionales que actualmente tiene y reemplazarlas por criterios objetivos respecto de los patrimonios y profesionalismo administrativo de las instituciones.


Señala, además, que los acuerdos económicos con países desarrollados ofrecen oportunidades por medio de posibles alianzas estratégicas con instituciones de esos países. Por otro lado, estos acuerdos podrían implicar una modernización del sistema nacional y fortalecerlo, otorgándole mayor estabilidad a las reglas de juego, aumentando la productividad como resultado de la mayor competencia interna y externa, y mejorando la imagen del país y, por ende, disminuyendo la percepción del riesgo en aquellos países.


Sin embargo, sostiene que esta apertura del sistema financiero chileno acarreará los beneficios descritos anteriormente sólo si se lleva a cabo en forma gradual y supervisada. Una apertura brusca podría implicar un debilitamiento del mercado local.


 


17. De la Federación de Productores de Frutas de Chile (Fedefruta).


Fedefruta hizo llegar su opinión por escrito, sosteniendo que este tratado tiene un efecto neutro en el sector exportador de fruta fresca a Canadá, dado que casi la totalidad de sus productos ingresan con 0% de arancel. No obstante, el comercio con ese país fue más bien restringido en frutas frescas y hortalizas durante la temporada pasada como derivación de los siguientes factores:


1. La infraestructura canadiense de la costa oeste está muy orientada a embarque de granos, por lo cual se dificulta el manejo de postcosecha de los productos frescos.


2. Falta desarrollo de cadenas de comercialización de estos bienes a partir de esas zonas de desembarque portuario.


3. Buena parte de la demanda de frutas y vegetales frescos y procesados es cubierta por distribuidores norteamericanos que transportan por tierra productos exportados desde Chile, dado que los puertos del este están congelados.


4. Los principales mercados, por densidad de población, están ubicados en la costa este de Canadá.


 


18. De la Asociación de Exportadores y Embotelladores de Vinos A.G.


En una presentación escrita, su Presidente, señor Rafael Guilisasti Gana, sostuvo que el tratado en estudio no altera substancialmente la situación de esa industria en lo que respecta a Canadá.


Estima importante el hecho de que se incorpore un mecanismo para superar las controversias, dado que hoy no existe un órgano jurisdiccional eficaz ante quien dilucidar las eventuales dificultades.


La Asociación lamenta -aun cuando comprende- que la negociación de este tratado no haya sido la instancia para la obtención de cambios equitativos en el tratamiento que Canadá otorga a la comercialización de vinos. En efecto, actualmente las provincias canadienses tienen el estanco estatal en la venta de vinos embotellados extranjeros, práctica que constituye un contrasentido con el ánimo liberatorio que el acuerdo desea alcanzar en el ámbito del comercio.


Señalaron que, en el mismo sentido, constituye una discriminación la diferencia que la ley canadiense hace entre vinos embotellados nacionales y los provenientes del exterior. Los primeros pueden ser vendidos libremente, mientras que los extranjeros, entre los cuales están los vinos chilenos, sólo pueden ser vendidos por los canales provinciales antes indicados.


 


C. Lo sustancial de las opiniones entregadas por los Institutos de Asesoría Parlamentaria.


 


1. Del Instituto Libertad y Desarrollo.


El Director del Programa Económico y el Director del Programa Legislativo, señores Tomás Flores Jaña y Pablo Kangiser, sostuvieron que, dadas las realidades del mundo actual -creación de bloques comerciales, uniones aduaneras como el Mercosur y el Nafta, que habrían significado un desvío de comercio negativo para Chile, la lentitud del avance multilateral de la Organización Mundial de Comercio y las políticas de reducción unilateral del arancel de países que compiten con nuestros productos-, resulta conveniente y favorable para el país profundizar la apertura de su economía. Por ello, estimaron que el Tratado de Libre Comercio Chile-Canadá es un instrumento adecuado, cuya aprobación por el Congreso Nacional recomiendan.


Sin embargo, hicieron presente que no se debe olvidar que uno de los grandes activos del país es su comercio diversificado, el que se arriesga con la firma de este acuerdo, traduciéndose en problemas de desviación de comercio, represalia de otros bloques comerciales e inestabilidad macroeconómica. A juicio de los personeros del Instituto, existe un solo instrumento para eliminar esos costos: reducir el arancel externo común desde 11% a 5%. Para ello proponen, junto con aprobar el Acuerdo con Canadá, legislar simultáneamente, modificando la ley de aranceles, iniciando un proceso gradual de rebajas para alcanzar la meta señalada. Se trata de que, a partir de la entrada en vigencia del acuerdo, Chile no sólo inicie un proceso de mayor integración con Canadá, sino que también lo haga con el resto del mundo. Así, los costos de desvío de comercio se reducirían al mínimo y se potenciarían los beneficios de un mayor comercio y bienestar para los consumidores.


En relación con los sectores afectados, estimaron que no corresponden medidas de "compensación"; pero sí corresponde, en el caso de la agricultura, aplicar una política integral que facilite la competitividad del sector. Ello supone mejorar substancialmente los aspectos relacionados, tales como educación, capacitación, inversión en infraestructura rural, programas eficientes para afrontar la pobreza, incentivos a la productividad y otros.


Finalmente, plantearon la procedencia de aplicar a los acuerdos aprobatorios internacionales los quórum especiales que prevé el artículo 63 de la Constitución Política, según la materia de que se trate. En este sentido, sostuvieron que aquellas disposiciones que tengan carácter orgánico constitucional, requieren de un quórum de 4/7 de diputados y senadores en ejercicio; y si contienen normas que fueren de quórum calificado, requerirán para su aprobación de la mayoría en ejercicio de cada Cámara. 


 


2. Del Instituto Libertad.


Su Director, señor Pedro Daza, manifestó que el Tratado de Libre Comercio con Canadá es uno de los instrumentos más completos suscritos en esta materia y sienta un precedente muy importante para el futuro. Pone de relieve que el convenio sigue los lineamientos del Nafta, y representa una experiencia negociadora y técnica importante para futuros pasos, en especial en el evento de que Chile ingrese a ese tratado.


Señaló que la parte central del tratado es crear una zona de libre comercio de bienes, servicios e inversiones, aspectos que no se con templan ni en el Nafta ni el Mercosur.


Hizo ver que ciertos bienes tienen en este acuerdo con Canadá un tratamiento más favorable que el otorgado en el Mercosur, el que, a su juicio, debería extenderse a este último.


Más adelante, se refirió a los requisitos de origen de los productos, la eliminación de las restricciones no arancelarias en el proceso de desgravación, así como la eliminación en el año 2003 de los subsidios a las exportaciones agrícolas, todo lo cual favorecerá mayormente a nuestro país.


En el capítulo de las inversiones, se refirió a la excepción que hizo Chile a las restricciones de la ley Nº 18.657 y a la reserva del mantenimiento de su encaje. Asimismo, opinó que éste es el primer compromiso internacional que Chile ha celebrado en materia de servicios y en el esquema de prestaciones mutuas.


Respecto del mecanismo de controversias, señaló que representa un avance respecto a lo acordado con el Mercosur, que en esta materia muestra debilidades.


Destacó que el Acuerdo de cooperación ambiental presenta dos aspectos positivos: en primer lugar, que la entidad institucional que se crea no impone una política ambiental supranacional y, en consecuencia, el país se compromete a respetar su propia legislación ambiental, y, en segundo lugar, que si un país no cumple con las normas internas, ello no afectará las corrientes comerciales, pues existe un procedimiento al margen de esas vinculaciones.


En lo referido a la legislación laboral, destacó que rige la propia de cada país, sujeta a fiscalización, que tampoco existe imposición de leyes laborales y que, en este ámbito, tal práctica es más tenue que en el caso de la legislación ambiental.


Por último, insistió en la necesidad urgente de considerar la desgravación unilateral.


 


3. Del Programa de Asesoría Parlamentaria (PAL).


A través del señor Claudio Huepe, el Programa de Asesoría Parlamentaria excusó su inasistencia a la Comisión y presentó un extenso documento en que hace un análisis completo de todo el Acuerdo.


Refiriéndose a las ventajas de este instrumento, el documento señala que éste es el primer Acuerdo de Chile con una país miembro del Grupo G/7, que incluye a las naciones más industrializadas del mundo; miembro de la OECD; uno de los 18 integrantes del Foro de Cooperación Económica del Asia Pacífico, Apec; socio del Nafta, segundo inversionista extranjero en nuestro país y primero en el área minera.


A juicio del PAL, la firma de acuerdos incentiva el ingreso de capitales foráneos a Chile y diversifica las inversiones. Se accede desde Chile, libre de gravámenes, a un mercado de más de 400 millones de personas (Chile, Mercosur, México, Colombia, Venezuela, Ecuador); de US$ 2.000 millones de PIB y de más de US$ 350 billones de importaciones. Por su parte, Canadá posee proyectos de inversión por más de ocho mil millones de dólares en Chile �(US$ 8.390,9 millones autorizados y US$ 3.148,3 millones materializados a diciembre de 1996). Existen, además, cerca de cincuenta "joint-ventures" suscritos entre ambos países en los sectores forestal, minero y de construcción de maquinaria industrial, entre otros.


En lo que respecta a las exportaciones chilenas al mercado canadiense, el documento indica que el Acuerdo genera amplias posibilidades de incrementarlas. El arancel de Canadá no es uniforme como el chileno, sino escalonado, gravando con tasas más altas a los productos con mayor valor agregado. Por ejemplo, la lana peinada tiene arancel 0% en Canadá, pero las prendas de vestir enfrentan un arancel superior al 24%. A la fecha, los productos chilenos están afectos a un arancel promedio de aproximadamente 2%, lo que se debe a que la mayor parte de la canasta exportadora se concentra en productos agrícolas y minerales, y metales básicos. En consecuencia, el PAL estima que la liberalización del comercio con Canadá se verá reflejada en importantes crecimientos de las exportaciones chilenas, tanto en monto como en valor agregado.


Con respecto al Acuerdo de Cooperación Laboral y Medioambiental, señala que el tema de los estándares laborales y ambientales en los procesos de integración económica ha ido adquiriendo creciente fuerza e importancia. El punto de fondo es que la existencia de estándares o regulaciones diferentes entre los países afecta la competitividad de éstos. En otras palabras, una mayor regulación aumenta los costos de los productos locales, los que no pueden competir con los productos de países donde esas regulaciones no existen, son menores o su aplicación es más laxa. Desde la perspectiva de los países industrializados, el punto ha servido de pretexto para mantener posiciones proteccionistas, imponiendo barreras técnicas o arancelarias a las importaciones provenientes de países menos desarrollados.


En el caso de los tratados de libre comercio, donde el objetivo es reducir hasta eliminar las barreras técnicas y arancelarias para la libre circulación de bienes entre los países signatarios, la norma era, hasta el Nafta, que los temas laborales y medioambientales no formaran parte de la negociación. El Nafta estableció, por primera vez en un tratado, acuerdos de este tipo.


En lo referente al tema medioambiental mismo, el documento relacionado precisa que el que Chile asuma este Acuerdo implica un compromiso de desarrollo tanto de su institucionalidad como de sus políticas ambientales, al objeto de hacerlas más simétricas con su socio comercial y político, que tiene en esta materia los estándares de un país desarrollado. Además, se asume que el tema ambiental adquiere una categoría especial en la agenda política, como un principio ordenador de políticas públicas, lo que implica un compromiso de dotarse de instituciones, instrumentos y recursos para una gestión ambiental sustentable.


 


 


D. Lo sustancial de las opiniones de REPRESENTANTES DE EMPRESAS PRIVADAS.


 


1. De Agroinversiones S.A.


Su Gerente General, señor Juan Koyakovic, centró su intervención en la producción y comercialización de la cebada.


Al respecto, señaló que se trata de un cultivo tradicional que involucra a cerca de 1000 productores agrícolas chilenos, con un producción anual que fluctúa entre 100.000 y 120.000 toneladas, valorizadas en US$ 20 millones. Agregó que Canadá, por su parte, es uno de los principales productores y exportadores mundiales de cebada y malta, y su producción es de 16 millones de toneladas, de las cuales exporta cerca de 2 millones, principalmente a Asia, Norte y Sudamérica.


Enfatizó que las cifras anteriores demuestran la enorme desproporción que existe en la producción de ambos países, a lo que se suma el hecho de que la industria maltera canadiense ha aumentado considerablemente sus ventas en los últimos años en Latinoamérica.


Refiriéndose concretamente a las implicancias en la industria nacional, señaló las siguientes:


a) La mayor importación de malta canadiense provocará un deterioro de los precios internos, afectando a más del 50% de la industria maltera nacional.


b) La disminución de los precios a los productores nacionales traerá, como consecuencia, una baja en el hectaraje sembrado y un aumento en las importaciones.


c) Canalización de la importación de cebada hacia Canadá, restando competitividad a otros orígenes.


d) Problemas para países miembros del Mercosur, como Brasil y Paraguay, que no podrán importar malta chilena con las ventajas arancelarias actuales.


e) Efecto neutro en las exportaciones de malta a terceros países no partícipes del Mercosur.


 


2. De Malterías Unidas S.A.


Su Gerente General, señor Guillermo Parr, expresó, básicamente, que la industria de la cerveza está dividida en una parte agrícola, dedicada a producir cebada; otra maltera, que transforma la cebada en malteada , y la industria cervecera. Desde este punto de vista, señaló que el Tratado impactará en forma distinta a estos sectores de la industria.


Sostuvo que el sector agrícola deberá rebajar todos sus precios y, por ende, su nivel de rentabilidad; el sector maltero, no será afectado en sus exportaciones pero sufrirá un impacto negativo en su comercialización a nivel nacional, y el sector industrial, se verá afectado en todas sus áreas, pero ignora cómo serán abordadas.


 


3. De Barrick Gold Corporation.


Su Presidente, señor John W. Lill, expresó que su empresa, en su calidad de inversionista canadiense, valora altamente los esfuerzos realizados por ambos Estados para alcanzar tan significativos acuerdos de complementación económica, así como cualquier iniciativa que favorezca el intercambio e integración entre las naciones.


 


4. De la Compañía Minera Quebrada Blanca S.A.


Su Gerente General, señor James S. Drake, sostuvo que es un tratado que beneficia a ambos países.


Específicamente, en cuanto a la empresa Quebrada Blanca, indicó que es un ejemplo de colaboración bilateral, que combina los esfuerzos del sector privado y estatal chileno con el sector privado canadiense. Informa que este proyecto significó una inversión de casi US$ 400 millones y empleó en su primera fase de construcción a cerca de 2.000 trabajadores y ocupa en su etapa actual de producción a 500, además de contratistas.


Destacó que, en 1991, la empresa hizo voluntariamente un estudio de impacto ambiental y cumple con los estándares medioambientales más altos a nivel internacional. Añadió que, después de un año de operaciones, se volvió a contratar una auditoría medioambiental para comprobar no sólo el cumplimiento de las disposiciones legales, sino también la "mejor gestión ambiental", considerando la tecnología disponible.


Estimó que el Tratado traerá como resultado mayor confianza en la inversión canadiense en Quebrada Blanca, proyecto que es de muy largo plazo, y significará mayor seguridad para los socios.


Además, en su calidad de Presidente de la Cámara de Comercio Chile-Canadá, opinó que el Tratado es un instrumento para fomentar el comercio entre ambos países, que se concretará, en parte, por reducciones de las tarifas de importación.


En relación con los convenios de cooperación en materia laboral y medioambiental, sostuvo que éstos garantizan a ambos países una relación digna en cuanto a las relaciones comerciales. A su juicio, esto es muy importante para los inversionistas, porque en Canadá hay cierto nivel de crítica injustificada en el sentido de que la inversión canadiense en Chile y en otros países está basada en abusos al medio ambiente y a los derechos laborales. Los anexos, entonces, reflejan el compromiso de trabajar juntos y permite que las relaciones comerciales sean dignas.


 


5. De Methanex Chile Limited.


Su Gerente General, señor Rodolfo Krause, hizo llegar un documento escrito a la Comisión, en el cual señaló que su empresa representa una gran presencia canadiense, en un compromiso de largo plazo, en la XII Región de Chile, en la cual posee tres plantas productoras de metanol grado químico, con una inversión que asciende a 1.000 millones de dólares.


En cuanto al Tratado mismo, indicó que con la liberación arancelaria acordada se podrán disminuir eventualmente los costos de mantención, mediante la importación de repuestos, partes y materiales desde Canadá.


Asimismo, asume que los acuerdos de cooperación ambiental y laboral son de gran importancia, por cuanto la empresa que representa está suscrita al Compromiso de la Cámara de la Industria Química de Canadá, CCPA, cuyos principios constituyen una ética de trabajo que exige una conducta de gran responsabilidad en el tratamiento del medio ambiente, en la seguridad de las personas e higiene en el trabajo.


Por último, sostuvo que el Tratado de Libre Comercio y los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral fortalecen la percepción positiva de Chile y constituyen un símbolo de confianza y de seguridad para los inversionistas canadienses, especialmente para aquellos interesados en un compromiso de largo plazo con el país.


 


6. De Placer Dome Latin America Ltd.


En representación de esta empresa, concurrió el abogado señor Ignacio Quiñones Sotomayor, quien expresó, en documento que entregó a la Comisión, que Placer Dome es una compañía minera canadiense dedicada principalmente a la exploración y explotación de yacimientos de oro, ubicándose entre los tres más grandes productores del mundo. Informó que en Chile la empresa tiene dos operaciones en sociedad con otras compañías mineras, que representan una inversión superior a 800 millones de dólares: La Coipa, en Copiapó, productora de oro, y Zaldívar, el mineral más grande de plata en el mundo.


Sostuvo que la activa presencia de las empresas canadienses y del propio Gobierno de Canadá, no sólo en actividades mineras, sino también en la educación superior, le permite concluir que un Tratado de Libre Comercio entre ambos países constituye un paso natural para formalizar la rica interacción de comercio, inversiones y cultura. Además, a su juicio, el Tratado permitirá otorgar un régimen de seguridad a las inversiones recíprocas, constituyendo una sólida señal de confianza en Chile, vigorizando aun más la creciente y sólida imagen que tiene en el mundo.


Finalmente, sostuvo que este Tratado constituye, ciertamente, la puerta de entrada de Chile para el siguiente paso natural: el Nafta.


 


7. De la Compañía Minera Carmen de Andacollo.


Su Gerente General, señor David Brace, señaló que la Minera Carmen de Andacollo es otro ejemplo perfecto de la cooperación entre empresarios canadienses y el Gobierno de Chile, en la cual los accionistas son Aur Resources de Canadá con 64%, CMP, subsidiaria de CAP con 27%, y ENAMI con el restante 10%. Actualmente, la producción anual alcanza a 20.000 toneladas de cátodos de cobre, que se exporta a Asia y Latinoamérica. Más importante aun es el hecho de que más del 70% de sus trabajadores son andacollinos.


Aseguró que este Tratado representa ventajas muy obvias para la empresa, porque en el futuro bajará el costo de las maquinarias y de los materiales importados de Canadá. Pero, a su juicio, lo más importante, es que este Tratado respalda los negocios actuales y es una señal de la seguridad que los Gobiernos de ambos países tienen en las relaciones comerciales, máxime si se tienen presentes las proyecciones de largo plazo de la industria minera y porque facilitará la reinversión de las utilidades dentro de Chile.


 


8. De Falconbridge Chile S.A.


Su Gerente General, señor Enrique Lithgow, se refirió, en primer término, a la empresa que representa, indicando que es una compañía internacional de origen canadiense, dedicada a la exploración, desarrollo, explotación, procesamiento y comercialización de metales bases, siendo el segundo productor de níquel y el tercero de cobalto a nivel mundial. En Chile ha mantenido una presencia importante a partir de 1975, con una inversión total de 1.760 millones de dólares, de un total de 3.000 millones de dólares autorizados por el Comité de Inversiones Extranjeras.


Desde su punto de vista, como inversionista extranjero, señaló que la ratificación y puesta en marcha de este Tratado presenta las siguientes condiciones favorables:


1. Permite a los exportadores canadienses de bienes y servicios un acceso más competitivo al mercado chileno.


2. Implica un mejoramiento significativo del régimen aplicable a los inversionistas canadienses, proveyéndoles de un conjunto de beneficios y garantías adicionales que no tienen precedentes fuera del acuerdo Nafta.


3. Limita cuidadosamente las condiciones de expropiación y garantiza a los inversionistas canadienses una compensación justa y adecuada en caso de que se realice.


4. Garantiza el mantenimiento de las regulaciones actuales relativas al control de capital de inversión y los requerimientos de reserva sobre créditos foráneos.


Por otra parte, sostuvo que los acuerdos complementarios de cooperación laboral y ambiental fomentan y garantizan mayor cooperación en estos aspectos. Destacó que su empresa recibe con beneplácito estos acuerdos complementarios, porque contribuyen en gran medida a una mayor transparencia y confianza para el desarrollo de sus actividades en Chile.


 


9. De Nova Corp International S.A.


Su Gerente General, señor Frank Wong, estimó que, para la empresa que representa, dedicada a servicios globales de gas natural y fabricación de productos petroquímicos, con fuerte presencia en América Latina, este Tratado de Libre Comercio claramente ratifica la decisión de NOVA de invertir en Chile, y se traducirá en futuras inversiones, puesto que, desde el punto de vista de los inversionistas, se está estableciendo un compromiso sólido que será beneficioso para las Partes involucradas.


Desde el punto de vista de importador de bienes y servicios, sostuvo que este Tratado mejorará la competitividad de su empresa, puesto que la tecnología, los equipos y experiencia canadienses estarán plenamente disponibles para los mercados, los industriales y los consumidores chilenos. Esto significará que se podrán obtener artículos canadienses a menores precios en Chile, debido a la reducción de los derechos aduaneros. Por otra parte, un acuerdo tributario adecuado sería ventajoso para que las empresas canadienses se establezcan en este país y elaboren artículos para el mercado latinoamericano.


Destacó que, para los productores canadienses, este Tratado trae beneficios, puesto que contarán con un nuevo mercado en Chile.


En lo que se refiere a los acuerdos de cooperación laboral y ambiental, sostiene que algunos dicen que este tipo de acuerdos laterales habitualmente se incluyen para asegurar que la competitividad de un país no se desarrolle a expensas de los trabajadores o del medio ambiente. Otros observan que este acuerdo en particular proporciona oportunidades a los proveedores de equipo y servicios ambientales.


Desde su personal punto de vista, asumió que la inclusión de estos acuerdos laterales envía un mensaje individual y colectivo a los canadienses, a los políticos y al público en general. A su juicio, el mensaje dice que Chile es similar a Canadá, que ambos países pueden competir en el mismo campo de juego y que lo más importante, es que las compañías canadienses están desarrollando negocios e invirtiendo en Chile no debido a la falta de reglamentación laboral y ambiental, sino porque precisamente existe ese tipo de normas.


 


V. DECISIONES DE LA COMISIÓN.


 


A. CONSULTAS ESPECÍFICAS Y PLANTEAMIENTOS GENERALES FORMULADOS EN EL SENO DE LA COMISIÓN.


 


Concluidas las audiencias públicas, en el seno de la Comisión se formularon diversas consultas sobre temas específicos y se hicieron planteamientos generales que permiten ilustrar sobre la posición de la Comisión acerca de estos instrumentos.


El Diputado señor Melero consultó acerca de la estructura de comercio que habrá con Canadá, ya que los antecedentes del Banco Central muestran que en 1995 las exportaciones hortofrutícolas a dicho país fueron sólo del orden de los 5,5 millones de dólares, en circunstancias que se sabe que superan los 90 millones de dólares. Esto lo llevó a preguntarse sobre cuál es el contexto real de las exportaciones que se hacen directamente y cuál es el monto de las que se efectúan vía los Estados Unidos de América.


El señor Collarte, integrante del Equipo Negociador, respondió que durante cinco meses del año estas exportaciones deben efectuarse vía el puerto de Filadelfia debido a que los puertos de la costa este de Canadá están congelados, desde donde se transportan en camión al setenta por ciento de los centros de consumo ubicados en Montreal, Ottawa y Quebec. Indicó que ésa es la razón por la que no coinciden las cifras que registra el Banco Central. Puntualizó que las cifras del Ministerio de Hacienda de Canadá señalan que las exportaciones agrícolas chilenas a ese país son de 54 millones de dólares americanos.


El Diputado señor Jürgensen consultó acerca del efecto que este Tratado tendrá sobre las inversiones, a la luz del decreto ley Nº 600, de 1974.


El señor Jara (Director de Asuntos Multilaterales de Direcon) respondió que en materia de inversión extranjera el Tratado fue elaborado sobre la base de dar acceso sin restricciones al inversionista canadiense, el cual tiene derecho de acceder al mercado chileno en cualquier sector y actividad, pero ciñéndose a la ley chilena, salvo en aquellos sectores en los cuales haya alguna reserva en los anexos I y II, que reflejan las restricciones que Chile aplica en la actualidad a la inversión extranjera o que podría aplicar en el futuro.


Agregó que el régimen general para hacer la transferencia de fondos es la que contempla el capítulo 14 del compendio de normas del Banco Central. Precisó que aunque ella es libre, Chile formuló reserva para preservar las medidas necesarias para mantener la estabilidad de la moneda, en lo que concierne al encaje y a el impedimento de repatriar el capital antes de un año.


Señaló que el inversionista podrá también podrá optar por efectuar su inversión conforme a las reglas del decreto ley Nº 600, de 1974, caso en el cual deberá celebrar un contrato con el Estado de Chile.


El Diputado señor Jürgensen consultó sobre las posibilidades que tendría nuestro país de modificar su legislación ambiental sin atentar contra el Tratado.


El señor Undurraga respondió que Chile podrá, incluso, derogar su legislación, especialmente las disposiciones actualmente obsoletas u oscuras en determinados sectores. Citó como ejemplo lo que tendrá que hacer con las normas de agua para riego, que fueron literalmente copiadas de la EPA y que actualmente han debido ser revisadas por Estados Unidos y Canadá como consecuencia del mayor conocimiento que se tiene en este ámbito.


El Diputado señor Jürgensen consultó acerca del por qué los productos lácteos quedaron en lista de excepción, en circunstancias que en el Mercosur quedaron en desgravación y, además, sobre los subsidios que Canadá.


El señor Kaufmann (asesor del Ministerio de Hacienda) respondió que en el mercado de huevos, aves y lácteos dicho país mantiene subsidios y medidas de protección que ni siquiera Estados Unidos de América ha podido remover en el marco del Nafta, pero que en el marco de la Ronda Uruguay se logró un mayor grado de apertura mediante la arancelarización de las restricciones cuantitativas que tenía Canadá.


Indicó que en el caso chileno los aranceles para las cuotas globales -que para el resto del mundo son de alrededor del 11%- se establecieron en 0% en forma inmediata, lo cual significa una ganancia para el país si se comparan con los de terceros países. Más adelante agregó que los subsidios canadienses a la producción láctea tendrán que ser derogados a más tardar el 1 de enero de 2003, ya que en esa fecha ninguno de los dos países podrá introducir o mantener subsidios a la exportación agrícola. Dijo que si Canadá, antes de tal fecha, impone algún subsidio a la exportación, estará permitiendo que Chile aumente los aranceles a los productos agrícolas, de cualquier índole, a los niveles de arancel de "nación más favorecida".


El Diputado señor Fuentealba destacó que este Tratado es el primero que nuestro país celebra con una de las siete naciones más industrializadas del mundo. Dejó constancia de la excelente labor que a su juicio ha cumplido el Equipo Negociador, gracias a la cual nuestro país tendrá mayores opciones comerciales.


Recordó que toda negociación beneficia a algunos sectores y perjudica a otros, y que este Tratado favorece al sector manufacturero, pues da la posibilidad de que productos chilenos manufacturados entren con arancel 0, o mínimo, a un mercado como el canadiense, que tiene una población más grande que la de Chile, lo que abre expectativas comerciales de indudable beneficio para el sector.


Reconoció que puede haber sectores afectados, como el subsector agrícola, y se preguntó si debido a ello debería impedirse que el país negocie a futuro acuerdos comerciales de esta envergadura, no obstante la posibilidad de beneficiar a otros sectores exportadores. Consideró que el Gobierno y el país no pueden aceptar esta opción.


Hizo presente que el Gobierno ha defendido la agricultura en lo que ha sido posible, como lo prueba el trato acordado para los productos agrícolas sensibles y considera que esta negociación ha sido similar a la efectuada con el Mercosur, lo que constituye un patrimonio que el país está resguardando y que servirá de precedente para futuras negociaciones, como las que se deberán llevar a cabo con la Unión Europea y los Estados Unidos de América.


Destacó que entre los numerosos organismos invitados a la Comisión, con excepción de la SNA, no hubo persona ni gremio que se opusiera al Tratado y que la Comisión recibió el 99% de los sectores económicos del país.


Estimó que para quienes no son especialistas en el sector agrícola resulta paradójico que se solicite una rebaja unilateral de aranceles sin obtener nada a cambio, y que se objete y critique que en el caso de este Tratado la rebaja con compensaciones y beneficios para otros sectores de la economía sea un punto en el cual se basen algunos para rechazarlo.


Concluyó anunciando su voto favorable.


El Diputado señor Melero consultó acerca de si la rebaja arancelaria obtenida por Chile para la fruta influyó en la cuantificación global de las preferencias que se obtuvieron de Canadá en otros rubros, como por ejemplo en el caso de la cebada, el trigo candeal y la avena.


El Embajador Valdés (Director General de Direcon y Jefe del Equipo Negociador) respondió que la negociación con Canadá comprende diecinueve capítulos del Nafta e incorpora variados temas por lo que fue mucho más amplia que la del acceso al mercado y que, sin estar centrada en el tema agrícola, él fue un problema principal para los negociadores porque la mantención de las bandas de precios y el trato al trigo y la carne fueron cuestiones esenciales en la discusión.


Consideró fundamental haber mantenido los plazos del Mercosur y señala que no es efectivo que se haya concedido rebaja de arancel para el trigo candeal y otros granos a cambio de arancel 0 para productos frutícolas. Agregó que el 90% del trigo canadiense quedó en un plazo de diecisiete años y que la carne se mantuvo en dieciséis años, lo mismo que el azúcar.


Afirmó que no hubo cambio de fruta por trigo y que el punto principal radicó en que no era posible mantener bloqueadas todas las exportaciones agrícolas de Canadá a Chile y, al mismo tiempo, conseguir que los productos agroindustriales chilenos ingresaran a Canadá en un plazo menor de seis años.


El Diputado señor Melero preguntó si la cuantificación global de las preferencias se ve afectada por rebajas de aranceles que no son tales en el caso de la fruta que ya ingresaba al mercado canadiense con arancel 0.


El Embajador Valdés explicó que desde el punto de vista de Chile una negociación con un país industrializado de la magnitud de Canadá no está orientada sólo a los productos que ya están en proceso de exportación, sino que el propósito preferencial es abrir espacios a aquellos productos en los cuales nuestro país puede llegar a ser competitivo. Señaló que cuando se habla que la fruta chilena entra a Canadá con arancel 0 hay que considerar que lo hace porque, en la mayoría de los casos, ingresa en un período estacional que es definido por decisión administrativa canadiense y que si por esta vía se procediera a cambiar la época en que es admitida con arancel 0, debería pagarlo. Indicó que esos aranceles fueron eliminados, lo mismo que los del Sistema Generalizado de Preferencias de Canadá.


El señor Aninat (Ministro de Hacienda) destacó que el acuerdo con Canadá tiene más cobertura temática y más rango que otros tratados de este tipo ya aprobados por el Congreso Nacional, representando una oportunidad concreta para que dos naciones que ya comercian entre sí aprovechen su enorme potencial, su margen de comercio y el intercambio de bienes, de servicios y de inversiones. Precisó que ése es el propósito del Tratado, más allá de los capítulos, complejidades y otros aspectos del mismo.


Admitió que ambas Partes ceden algunas cosas, pero que se debe considerar que ganan muchas otras: apertura de mercado, umbral y acceso de mercado y -en forma destacada- seguridad de mercado en el tiempo. Resaltó esto último, pues estimó que no se puede omitir que antes del Tratado Chile y Canadá negociaban en el marco de la OMC, pero que no había nada firmado entre ambos países, lo que podría permitir que se cambiara unilateralmente las estructura de aranceles, de cuotas, de estándares no arancelarios, de restricciones y otros.


Agregó que para Chile esta negociación se orienta por el principio de la apertura del comercio que ha seguido sostenidamente y en el cual no claudicará porque es un activo desarrollado a través de muchos años, y, además, bajo el principio del regionalismo abierto.


Hizo presente que en los temas ambiental y laboral se está haciendo un reconocimiento explícito del interés de Chile, como nación independiente y soberana, de que su legislación se respete, se ejecute. Que su concepción del desarrollo y crecimiento económico sustentables no se logre a costa del medio ambiente ni de la depredación de sus recursos naturales. Precisó que para esto no se está conviniendo en una legislación especial para el acuerdo con Canadá, ya que nuestro país mantiene su propia legislación en la materia.


Puntualizó que los principios laborales que guían el Tratado comprometen a las Partes a promoverlos conforme a su respectiva ley doméstica, sin establecer estándares comunes mínimos. En éstos, enfatizó, hay respeto a la soberanía nacional y una promoción de los aspectos que interesan al país y al mundo entero.


Concluyó sosteniendo que esta negociación debería ser evaluada y ponderada en su mérito si se llegara a negociar con Estados Unidos de América el ingreso al Nafta, una vez autorizado el "fast-track" y dadas las condiciones para hacerlo.


El Diputado señor Jocelyn-Holt expresó que la mayoría de los participantes en la Comisión han manifestado su interés en que este Tratado sea aprobado debido a que es producto de una estrategia global seguida desde hace muchos años y sería negativa una decisión contraria.


Recordó que los Parlamentarios son electos por distritos o por circunscripciones y no por gremios, de manera que el Parlamento no debe actuar como una instancia corporativa. Consideró legítimo que cada sector manifieste las ventajas o desventajas de un determinado acuerdo, frente a lo cual los Parlamentarios deben sopesarlas con el objetivo de buscar un balance adecuado para el país. Destacó que en este caso ha habido sectores que han manifestado su acuerdo, en circunstancias de que frente al Mercosur expresaron lo contrario, como ha sido el caso del Instituto Libertad.


Consideró que en el Tratado con Canadá la SNA ha adoptado una posición que se ha ido conformando con el tiempo, ya que en un primer momento el mayor énfasis lo pusieron en algunas desgravaciones específicas, pero que, posteriormente, han hecho críticas que van más allá de las explicaciones acerca de lo que se obtuvo o no en la fruta fresca. Señaló no comprender cuál es la petición que formula la SNA, si se trata de que no se baje el trigo y la cebada en razón de que no son insumos y porque el país no se autoabastece de otros subproductos. Estimó que no tiene una posición sólida y global respecto de los impactos de desarrollo que el Acuerdo puede representar y recordó que este tipo de Tratados no se puede negociar producto por producto como si se tratara de un trueque.


Por otro lado, hizo presente que los consumidores son también un sector que los Parlamentarios deben representar.


Sostuvo que este tema puede politizarse del mismo modo como tiende a ocurrir con el Código de Aguas o las Sanitarias e invitó a analizar este Tratado desde una posición más global.


Finalmente, recordó que el Acuerdo Laboral y Ambiental no tendrán consecuencias comerciales y que no comprometen la capacidad del país para darse la ley que estime necesaria en estos ámbitos.


El Diputado señor Luksic se sumó a las bondades que se han señalado sobre este Tratado, sin perjuicio de circunscribir sus consultas al Acuerdo de Cooperación Ambiental.


En primer término, consultó acerca de la similitud que este Acuerdo tendría con el acuerdo ambiental del Nafta, donde México ha mostrado incumplimiento de sus compromisos, creando una verdadera competencia entre productores e inversionistas a un lado y otro de la frontera con los Estados Unidos de América y dando lugar a un verdadero "dumping" ambiental.


En seguida manifestó preocupación por la carencia de los mecanismos institucionales de fiscalización del cumplimiento de la legislación ambiental y preguntó si el Acuerdo significará un mejoramiento en este aspecto.


También le interesó el tema de los pesticidas, el único que, a su parecer, el Acuerdo trata expresamente. Respecto de los niveles de protección ambiental consultó si habrá homologación de normas o un criterio común que pueda ser el de la EPA u otro.


Por último, consultó quién determinará el monto de las multas por incumplimiento de las normas ambientales y cuáles serán los criterios con que se harán estas determinaciones.


El Diputado señor Letelier, don Juan Pablo, expresó su acuerdo con la estrategia de apertura de nuestra economía, que permite complementar las vinculaciones con Europa, Norteamérica y los países de Asia-Pacífico. Consideró que desde este punto de vista el Tratado tiene importancia política trascendental, por cuanto Canadá es uno de los principales países desarrollados que ha invertido en Chile, en especial en la minería, generando oportunidades de empleo.


No obstante, consideró que hay razones para plantear que el comercio debiera ser objeto de mayor proteccionismo, a fin de defender el mundo del trabajo y a ciertos sectores de la economía que han tenido dificultades para desarrollarse en un modelo abierto al mercado internacional. Sostuvo que Chile ha reconocido la importancia histórica del nuevo modelo así como la importancia del Estado como ente rector.


Afirmó que el Tratado beneficia a un sector muy importante del país, logra potenciar la apertura de la agroindustria y abre una nueva etapa de desarrollo para la fruta fresca en el país.


Reconoció que el Tratado con Canadá mantiene las mismas condiciones obtenidas en el Mercosur para los sectores tradicionales de la agricultura y consideró de la mayor importancia haber mantenido los períodos de desgravación para el trigo.


Estimó que la posición de la SNA no se condice con declaraciones anteriores en relación con la rebaja unilateral de aranceles.


Agregó que en la fiscalización de las leyes ambientales y laborales hay un gran déficit y que hay que reforzar la fiscalización en los sectores forestal y agrícola de exportaciones, dado que los trabajadores tienen una visión distinta de los empresarios acerca de cómo se cumplen las leyes. Así ocurre, a su parecer, en la aplicación de agrotóxicos y pesticidas, donde el SAG no tiene capacidad de fiscalizar el cumplimiento de las normas.


Terminó anunciando su voto favorable a la aprobación de estos instrumentos.


El Diputado señor Orpis resaltó el principio del libre comercio, el cual a su parecer se desarrolla básicamente en torno a una apertura unilateral o a acuerdos bilaterales o multilaterales. Añadió que, en general, los tratados deberían referirse a materias relacionadas con el libre comercio. Por lo mismo, advirtió que en este tratado con Canadá no sólo se plantean materias relativas al libre comercio, sino también anexos como los temas ambientales y laborales. Precisó que ello significa un cambio en la política exterior chilena, lo cual sienta un precedente de cómo se enfrentarán futuros tratados, especialmente en el Nafta y con la Unión Europea. Arguyó que dichos temas no están en los tratados celebrados con países latinoamericanos. Esto lo consideró delicado por cuanto sostiene que estos temas han sido una barrera proteccionista que se ha puesto a los países en desarrollo, para impedir que sus productos, que son absolutamente competitivos, ingresen a mercados más desarrollados. Agregó que no hay seguridad de que estos temas no afecten a Chile. Afirmó que no se sabe qué ocurrirá cuando haya una denuncia por no cumplimiento de una ley determinada, respecto de un productor específico ni qué efecto tendrá respecto de su exportación a un tercer país. Consideró que se debe lograr un equilibrio entre la protección ambiental y el desarrollo del país.


Por disentir de los dos temas anexos al tratado, que considera delicados para futuras negociaciones, anunció que se abstendrá en la votación del proyecto de acuerdo.


El Diputado señor Jürgensen se preguntó qué gana un productor de trigo, de carne, de leche, de cebada, etcétera, con este Tratado y afirmó que no encuentra el beneficio. Consideró no comparables las condiciones naturales de Canadá y Argentina para producir trigo, por ejemplo, comparado con las nuestras, donde se necesitan grandes cantidades de fertilizantes. Sostuvo que en esto se está en absoluta desventaja respecto de ellos. Le preocupa el futuro de las economías de las Regiones IX, X y XI, que viven de la carne, de la leche, del trigo, de la cebada o del raps. Dijo que para abrir la economía deben tenerse presente las ventajas comparativas, como ocurre con Nueva Zelanda que las tiene para la producción láctea, después de haberse preparado durante más de 30 años para enfrentar al mundo. Esto, dijo, es lo que se ha reclamado con ocasión del Mercosur y añadió que el programa de 500 millones de dólares de ayuda al sector no es para un solo producto ni para un año, lo que diluye sus efectos.


Respecto de los insumos, recordó que de Canadá no se trae ni el 2% y que el resto viene de otros países. Afirmó que la agricultura canadiense es gigantesca, sin pequeños agricultores, ya que las propiedades son de miles de hectáreas, no de 15, 20 ó 30 hectáreas como acá. Por ello, defiende la economía de Regiones que viven de la madre de las actividades económicas: la agricultura. Le preocupa también que no esté claro qué pasará en el futuro con la desgravación del trigo, por ejemplo, el que a la larga quedará con arancel 0, pero no se sabe cómo evolucionará la desgravación gradual.


Declaró que está en una posición negativa frente a este Tratado porque se están celebrando estos instrumentos con verdaderos colosos de la agricultura tradicional, incluida Argentina entre ellos, en circunstancias de que en nuestro país tal agricultura es inconvertible prácticamente. Sostuvo que puede aceptar este Tratado pero, a lo menos, con compensaciones adecuadas para dichas Regiones.


El Diputado señor Munizaga valoró los esfuerzos que se hacen para incrementar el comercio con otros países, como en este caso con un país industrializado. Estimó que estos acuerdos favorecen a los países más chicos, porque los grandes tienen la fuerza suficiente para poder cambiar las situaciones que les incomode.


Una de las aprensiones que tiene, sin embargo, es sobre el destino de nuestra agricultura, la que no le surge sólo frente a este acuerdo con Canadá sino con acuerdos ya firmados con Mercosur. Agregó que la agricultura es una actividad de difícil sustentación por cuanto el medio no es lo suficientemente generoso como lo es Australia, Nueva Zelanda o Canadá. Afirmó que nuestros agricultores están menos preparados para enfrentar la apertura comercial, como los europeos o los mismos canadienses, en cuyos países es frecuente el subsidio a la producción, lo que aquí en Chile no se tiene. Sólo existe el sistema de bandas de precios.


Acerca de la controversia suscitada por la desgravación de la fruta, señaló que en un principio estuvo de acuerdo con la opinión de la SNA, pero consideró que con las explicaciones que se han dado al respecto se han disipado dudas que surgieron por el grado de desinformación que se tuvo al comienzo.


Otra de sus aprensiones dice relación con los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral, ya que no le quedó claro el respeto de las normas laborales y ambientales chilenas. En cuanto al medio ambiente, observó que el país contrae compromisos para protegerlo, de promover un desarrollo sustentable, de apoyar políticas ambientales y de mejorar la observancia y aplicación de las normas ambientales, con una moratoria de dos años para que el Gobierno pueda adaptar su legislación. Teme que estos compromisos puedan llevar a acelerar un proceso por presiones foráneas que posterguen el desarrollo del país y el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes.


De allí, entonces que, no obstante los puntos positivos del Tratado, como ser el reconocimiento de origen del pisco, que constituye un patrimonio no sólo para las Regiones de Atacama y Coquimbo, que permite el desarrollo de la producción vitivinícola del resto del país, anunció que su voto será de abstención.


El Diputado señor Valenzuela sostuvo que la abstención es rechazar el Tratado y recordó que en la Sala se requiere quórum orgánico-constitucional.


Sostuvo que en la II Región también se sienten perjudicados, ya que en ella se produce, aproximadamente, el 30% de los ingresos del país y sin embargo sólo se recibe el 3%. De manera que estimó que no es adecuado argumentar en contra del Tratado por el perjuicio que reciben algunas Regiones, ni siquiera para abstenerse en la votación.


Desde otro punto de vista, estimó que el rechazo del Tratado significaría un retroceso en los esfuerzos de integración y perjudicaría las negociaciones con el Nafta y con la Unión Europea.


Anunció que votará favorablemente.


El señor Aninat (Ministro de Hacienda) insistió en que al momento de votar deben evaluarse estos instrumentos en sí mismos, por sus beneficios, costos y efectos dinámicos y estáticos de corto, mediano y largo plazo.


Respecto de los recursos para mejorar la fiscalización en el cumplimiento de las normas ambientales y laborales, afirmó que no puede comprometer recursos porque no es éste el ámbito adecuado ni es lo que está en discusión.


El Embajador Valdés explicó que el Nafta comprende dos tratados distintos en materia medioambiental y laboral. Uno, el de Estados Unidos y México y otro entre Estados Unidos y Canadá. Indicó que la diferencia fundamental entre ellos está en que sólo el primero contempla sanciones comerciales. Agregó que tanto Chile como Canadá se oponen a la inclusión de tales sanciones en materia ambiental o laboral.


Sobre el tema de las multas, señaló que ellas son dispuestas por un tribunal arbitral, con un tope de 10 millones de dólares.


Precisó que los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral permitirán recoger las experiencias de otros países y desarrollar proyectos que mejoren la propia legislación. Anotó que en el Nafta las relaciones en estas materias han sido de cooperación, sin confrontación ni imposición.


El Diputado señor Salas planteó que en Chile hay una legislación laboral que el Tratado contempla y que se cumpliría aun cuando el Tratado no lo señalara, ya que se trata de normas elaboradas en el seno de la Organización Internacional del Trabajo que nuestro país está cumpliendo.


Anunció que votará favorable la aprobación de estos instrumentos.


El Diputado señor Melero dio por superada la controversia suscitada en torno a la desgravación de la fruta y manifestó no dudar de la buena intención y profesionalismo con que las negociaciones se han llevado adelante, en la búsqueda del bienestar y el progreso de Chile.


Anunció que votará en contra del Tratado porque está convencido de que la política bilateral, respecto de la multilateral, conduce hacia una inequidad compleja e irreversible de las reglas del juego en políticas de exportación, produciendo situaciones complejas de articular con el resto de la comunidad mundial. Estimó que este Tratado no es un acuerdo de libre comercio en su estricta dimensión y compartió la opinión de que la incorporación de los temas ambiental y laboral crean un factor distorsionador del comercio.


El Diputado señor Longton anunció que se abstendría, sin perjuicio de lo cual se declaró absolutamente partidario de la integración de Chile con el resto del mundo y dijo creer en una sociedad libre, en la economía social de mercado y en la competencia exterior e interior. Sostuvo que la calidad y bondad de los exportadores y agricultores es necesario probarla cuando se compite con el resto del mundo y que no basta con hacerlo al interior del país.


 


 


B. APROBACIÓN DEL PROYECTO DE ACUERDO Y TEXTO SUSTITUTIVO DE SU ARTÍCULO ÚNICO.


 


Cerrado el debate y practicada la votación del artículo único del proyecto en forma económica, conjuntamente con la indicación presentada por S.E. el Presidente de la República que introduce enmiendas y correcciones formales en el texto del Tratado de Libre Comercio, arrojó el siguiente resultado: 8 votos a favor; 1 en contra, y 4 abstenciones.


La indicación de S.E. el Presidente de la República permite aprobar las notas Nº 1.888, Nº 2.250 y EA 32, intercambiadas entre el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y la Embajada de Canadá, para introducir correcciones formales en diversos artículos del Tratado de Libre Comercio suscrito en español.


Al tenor de dichas Notas, los artículos que se corrigen son los siguientes:


-Artículo N-17, segundo párrafo. En la expresión "A falta tal resolución," se intercala la preposición "de" entre los términos "falta" y "tal".


-En el artículo N-21, tercer párrafo, en la expresión "Se considerará que una Parte con lo dispuesto en el párrafo 2," se intercala la forma verbal "cumple" entre los términos "Parte" y "con".


-En el Nº 16 de las Notas al anexo D-01, Nº 16, en la expresión "Si el es usado en un vehículo automotor," se intercala la palabra "bien" entre el artículo "el" y la forma verbal "es".


-En la nota de pie de página Nº 12, del anexo D-01, en la expresión "se aplicar las disposiciones del Artículo D-03.", se intercala la forma verbal "podrán" entre "se" y "aplicar.


-En la Nota de pie de página Nº 16, del anexo D-01, en la expresión "Si el es usado en un vehículo automotor," se intercala el término "bien" entre el artículo "el" y la forma verbal "es".


-En el capítulo 62, Nota 2, literal d), del anexo D-01, donde dice "con un peso no a 340 gramos por metro cuadrado," se intercala, entre la negación "no" y la preposición "a", el término "superior".


-En el anexo I, Nº 3, literal (c), segunda frase que expresa "el elemento Medidas prevalecerá sobre todos los elementos," debe intercalarse el término "demás" entre el artículo "los" y el sustantivo "elementos".


-En el anexo I de Canadá, ficha 34, en la descripción, a la frase "o con los aranceles debidamente cubiertos," se le intercala, entre "aranceles" y "debidamente", el término "aduaneros".


Mediante oficio Segpres (OJ) (O) Nº 588, de 6 de mayo de 1997, la Comisión recibió formalmente el texto de los anexos de los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral, no acompañados con el mensaje.


Por su parte, el texto sustitutivo del artículo único aprobado por la Comisión introduce modificaciones formales en el texto propuesto por el mensaje, con el objeto principal de hacer referencia expresa, en primer lugar, a los "apéndices y notas" del Tratado de Libre Comercio, ya que estos instrumentos, junto con los anexos, forman parte integral del mismo, conforme lo dispuesto por su artículo P-01.


Con las enmiendas anteriores, el texto del artículo único que os propone vuestra Comisión, es el siguiente:


"Artículo único.- Apruébanse el "Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá", y sus anexos, apéndices y notas, suscrito en Santiago de Chile el 5 de diciembre de 1996, con las enmiendas y correcciones de que dan cuenta las notas Nº 1.880, Nº 2.250, y EA 32, intercambiadas entre el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y la Embajada de Canadá, respectivamente, de fechas 24 de marzo, 9 de abril y 10 de abril, todas de 1997; el "Acuerdo de Cooperación Ambiental entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá" y sus anexos; y el "Acuerdo de Cooperación Laboral entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá" y sus anexos, ambos suscritos en Ottawa, Canadá, el 6 de febrero de 1997."


 


C. DESIGNACIÓN DE DIPUTADO INFORMANTE.


 


Esta nominación recayó, por unanimidad, en el honorable Diputado Renán Fuentealba Vildósola.


 


D. MENCIONES REGLAMENTARIAS (Nºs. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara).


 


1. Normas orgánico-constitucionales.


El artículo G-10 del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá y su anexo G-09.1 requieren quórum orgánico constitucional para su aprobación, en razón de las modificaciones de las atribuciones del Banco Central que se desprenden de sus disposiciones, afectando, en consecuencia, los alcances actuales de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional de dicha Institución Bancaria, y respecto de las cuales es aplicable el Nº 2 del artículo 82 de la Constitución Política.


 


2. Normas que deben ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


Conforme al Reglamento, procede que la Comisión de Hacienda tome conocimiento del Tratado de Libre Comercio y de los Acuerdos de Cooperación Ambiental y Laboral en razón de los compromisos financieros para el Estado que ellos involucran, especialmente en las normas siguientes:


-Secciones I, II y III, relativas a trato nacional, aranceles y medidas no arancelarias, de capítulo C.


-Sección IV, artículo C-17, Sistema de Bandas de Precios, establecido en ley Nº 18.525, y anexo C-02.2, capítulo C.


-Listas de desgravaciones de Chile y de Canadá, adjuntas en anexo V. Compromisos diversos.


-Anexo C-03.2: sobre continuación de medidas de exención de aranceles aduaneros.


-Anexo C-08: medidas sobre las importaciones y exportaciones de Chile.


-Anexo C-09: derechos aduaneros existentes en Chile que se acuerda que no sean impuestos.


-Sección 3 del Anexo C-00-B, relativo a Bienes Textiles y del Vestido, sobre medidas de emergencia bilaterales (salvaguardias arancelarias).


-Anexo N-02.2. Remuneración y pago de gastos del Secretariado Nacional del Tratado de Libre Comercio.


-Artículo O-03 y anexo O-03.1, sobre tributación y doble tributación.


-Artículos 36 y 43 del Acuerdo de Cooperación ambiental, y artículo 38 del Acuerdo de Cooperación Laboral, relativos al financiamiento de los Paneles Arbitrales.


-Anexos 33 y 35, del Acuerdo de Cooperación Ambiental y del Acuerdo de Cooperación Laboral, respectivamente, que determinan el monto máximo de la contribución monetaria que puede ser obligada a pagar la Parte demandada por omisiones persistentes en el cumplimiento de sus legislaciones ambiental o laboral, según el caso.


Para tales efectos, el Director de Presupuestos del Ministerio de Hacienda ha hecho llegar un informe financiero acerca de la menor recaudación fiscal que se producirá hasta el año 2014, como efecto de las rebajas de aranceles dispuesta por el Tratado de Libre Comercio.


El texto de este informe financiero se adjunta como anexo 3, al final de este informe.


 


-o-


 


Acordado en sesiones de los días 9, 16, 17 y 30 de abril, y 6 de mayo, de 1997, con asistencia de los Diputados señores Schaulsohn, don Jorge (Presidente de la Comisión); Estévez, don Jaime; Fuentealba, don Renán; Jocelyn-Holt, don Tomás; Jürgensen, don Harry; Letelier, don Juan Pablo; Longton, don Arturo; Luksic, don Zarko; Melero, don Patricio; Munizaga, don Eugenio; Orpis, don Jaime; Salas, don Edmundo; Tuma, don Eugenio, y Valenzuela, don Felipe.


 


Sala de la comisión, a 6 de mayo de 1997.


 


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Secretario de la Comisión."


 


ACUERDO CHILE-CANADÁ


Anexo 1


 


Canadá es el segundo mayor inversionista extranjero en Chile, con más de US$ 7 mil millones de inversión autorizada, especialmente en los rubros de minería, telecomunicaciones, energía y electricidad. La inversión canadiense persigue objetivos de largo plazo, acompañada de políticas de desarrollo sustentable cuando se trata de recursos naturales. El sector servicios, en particular, aparece como una de sus prioridades futuras estratégicas.


 


 


Estructura del Comercio con Canadá en 1995


ESPECIFICACIÓN Exportaciones Importaciones Balanza


ECONÓMICA chilenas desde Comercial


a Canadá Canadá


Pecuario 59 2.745 -2.686


Hortofrutícola 5.497 6.379 -882


Cultivos 1.033 46.575 -45.542


Agroindustria 27.411 2.782 24.629


Automotriz 2.223 28.564 -26.341


Pesca 13.160 191 12.969


Minería 33.804 39.973 -6.169


Calzado, cueros y otros prod. de cueros 1.750 174 1.576


Industria textil 981 5.671 -4.690


Forestales 5.621 20.012 -14.391


Químicos petróleo y sus derivados 1.048 23.586 -22.538


Prod. de barro, loza, vidrio,


y min. no met. 2 720 -718


Productos met., maq., equipos,


mat. elect. 1.183 128.226 -127.043


Ind. Básica del hierro, Acero


y Met. no Ferr. 395 6.148 -5.753


Otras industrias manufactureras 105 2.392 -2.287


TOTAL 94.272 314.138 -219.866


Fuente: Banco Central de Chile


 


Anexo 2


Inversión de Canadá en Chile 


D.L. 600 Materializada 


(Millones de US$)


AÑOS MILLONES DE US$


1974-1989 494


1990 253


1991 92


1992 224


1993 478


1994 756


1995 531


1996 321


 


 


Anexo 3


INFORME FINANCIERO


PROYECTO DE ACUERDO DE LIBRE COMERCIO CHILE-CANADÁ


 


La aplicación del acuerdo considera un plan de desgravación arancelaria desde la situación actual con 11% de arancel ad-valorem, hasta su conclusión con arancel de 0% el 1º de enero del año 2014, con reducciones programadas.


La recaudación fiscal se verá afectada en sus ingresos tributarios en los conceptos de "Tasa General de Importaciones" (IVA) y de los "Impuestos al Comercio Exterior".


Los ingresos que se dejan de percibir por concepto de rebaja de aranceles, se estiman en los siguientes montos:


 


AÑOS (Millones de dólares)


-aproximados-


1997 20,0


2014 172,2


 


La estimación para 1997 corresponde al inicio de la vigencia del Acuerdo desde junio del presente año.


Joaquín Vial Ruiz-Tagle


Director de Presupuestos


 


ANEXO TÉCNICO


 


PROYECTO DE ACUERDO DE LIBRE COMERCIO CHILE-CANADÁ: 


ESTIMACIÓN DE PÉRDIDA DE INGRESOS FISCALES


 


I. METODOLOGÍA DE CÁLCULO


 


1.1. Ingresos totales.


La disminución de los ingresos fiscales que se generan producto del Acuerdo se generan de dos componentes:


a) Los menores ingresos por concepto de aranceles a la importación que se recaudarán;


b) La reducción de los ingresos de IVA calculados sobre la base del valor de las importaciones más los aranceles.


1.2. Ingresos arancelarios.


1.2.1. Principales alcances:


-El Acuerdo contempla reducciones programadas de aranceles -de acuerdo al Anexo Listas de Desgravación de Chile-, que concluyen el 1º de enero de 2014.


-La estimación de los menores ingresos fiscales por este concepto se desarrolló mediante la estimación 1997-2014 de los ingresos arancelarios bajo dos escenarios:


a) Aquel de referencia o de "statu quo", consistente en el cálculo de la recaudación arancelaria que se habría obtenido si no se hubiese suscrito el Acuerdo; y


b) El nuevo escenario, que refleja la evolución de recaudación arancelaria como resultado de los flujos asociados a la existencia del Acuerdo.


-La primera de estas series de flujos asume una tasa uniforme de aranceles de 11% y una trayectoria de crecimiento de las importaciones similar a su tendencia histórica reciente, ajustada por las proyecciones de crecimiento global de la demanda por importaciones de nuestro país para los próximos 17 años.


-La segunda serie de flujos de recaudación arancelaria 1997-2014 -bajo la vigencia del Acuerdo- cuantifica las respectivas trayectorias de desgravación arancelaria para cada una de las listas chilenas y las multiplica por las diferenciadas estimaciones de crecimiento de sus correspondientes importaciones.


1.2.2. Algunos aspectos metodológicos:


a) Las estimaciones de crecimiento de las importaciones bajo ambos escenarios incorporaron dos efectos: uno ingreso y otro sustitución. El primero considera elasticidades, ingreso por cada categoría de productos y una estimación del crecimiento del PIB y el segundo elasticidad precio por cada categoría de productos y las respectivas disminuciones de precios.


b) Los valores de las elasticidades incorporan las características de las diferentes categorías de producto fundamentalmente: el tipo de bien considerado, la lista de desgravación de éste y el escenario considerado.


c) Junto a los valores de las elasticidades estimadas, se trabajó con proyecciones del crecimiento del PIB de una tasa media anual del orden del 6%.


d) Dadas estas características metodológicas, es posible -en una primera aproximación- contemplar el orden de magnitud de los efectos creación y desviación de comercio, sobre las importaciones provenientes de Canadá, producto del Acuerdo. La creación de comercio si bien supera a la desviación, desde el punto de vista fiscal solamente reduce las pérdidas de recaudación.


1.3. Ingresos por concepto de IVA.


De las series de mermas de ingresos arancelarios se ha aplicado el factor 0,18 (tasa de IVA de 18%) para estimar los respectivos valores.


 


II. RESULTADOS.


 


De acuerdo a la metodología presentada en la sección precedente, los parámetros utilizados, los valores predeterminados y aquellos asumidos para las variables exógenas del modelo de proyección, se obtienen los siguientes resultados:


2.1. Proyección de las Importaciones.


2.1.1. Evolución en los años recientes.


Las importaciones procedentes de Canadá, que en 1988 ascendieron a US$ 111 millones, llegaron a US$ 203 millones en 1993, a US$ 265 millones en 1994, a US$ 314 millones en 1995 y a US$ 408 millones en 1996.


2.1.2. Escenario de referencia ("sin Acuerdo").


Bajo esta alternativa las importaciones llegan a US$ 463 millones en 1997 y creciendo a una tasa media anual de 6,4%, alcanzan a los US$ 1.328 millones el año 2014.


2.1.3. Escenario "con Acuerdo".


Bajo esta alternativa las importaciones se elevan a US$ 567 millones en 1997 y aumentando a una tasa media anual de 7,1%, llegan a US$ 1.809 millones el año 2014.


Las series completas que se obtuvieron en el ejercicio de, proyección se muestran en el Cuadro Nº 1.


2.2. Proyección de los ingresos arancelarios.


2.2.1. Escenario de referencia ("sin Acuerdo").


Bajo esta alternativa estos ingresos ascienden a US$ 57,0 millones en 1998 y a US$ 146,0 millones el año 2014.


2.2.2. Escenario "con Acuerdo".


Bajo esta alternativa los ingresos arancelarios alcanzan a US$ 23,6 millones en 1998 y a US$ 0,1 millón el año 2014.


La evolución de estos ingresos se presentan en el Cuadro Nº 2.


2.3. Proyección de la pérdida de Ingresos Fiscales.


En el Cuadro Nº 3 se presenta la recaudación total (aranceles + IVA) obtenida de los dos escenarios diseñados ("con" y "sin" Acuerdo) y la diferencia entre ambos, que da la pérdida estimada de recaudación arancelaria, producto del Acuerdo.


Se observa que desde una pérdida de un valor de US$ 20,0 millones para los últimos siete meses de 1997 -primer año de vigencia del Acuerdo-, se pasa a una merma ascendente de US$ 39,4 millones en 1998 y que concluye en US$ 172,2 millones el año 2014, período en que el Acuerdo entra en régimen, con pérdidas que siguen una tendencia constante como proporción de los valores importados.


 





